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Retiradas las enmiendas formuladas al artículo 
8.q número 4, del Código Penal, y sometido a 
votación el texto del dictamen, es aprobado 
por unanimidad de los 202 votos emitidos. 

Habiendo sido retiradas las enmiendas números 
101 y 102 a los números 5 y 6 del artículo 8.q 
se somete a votación el dictamen de la Comi- 
sión, en el sentido de suprimir los citados nú- 
meros. Realizada la votación, se aprueba el 
dictamen '>or 208 votos a favor y una absten- 
ción. 

Sometido a votación el texto del dictamen, postu- 
lando la supresión del número 8 del artículo 
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8.q es aprobado por unanimidad de los 212 vo- 
tos emitidos. 

El señor Calero Rodríguez defiende la enmienda 
formulada al número 1 del artículo 9.0 del Có- 
digo Penal. En turno en contra, interviene el 
señor Granados Calero (Grupo Socialista). El 
señor Pérez Royo retira la enmienda formula- 
&. 

Sometida a votación la enmienda defendida por 
el señor Calero Rodríguet es desestimada por 
52 votos a favor, 159 en contra y ocho absten- 
ciones. 

Puesto a votación el texto del dictamen, es apro- 
bado por 170 votos a favor y 49 abstenciones. 

El señor Ruiz Gallardón defiende las enmiendas 
números 10 y 11 a los números 5 y 6 del artícu- 
lo 9.0 El señor García Agudín defiende las en- 
miendas números 103 y 104. En turno en con- 
tra& las enmiendas defendidas, interviene el 
señor Granados Calero (Grupo Socialista). 

Sometido a votación el dictamen de la Comisión, 
de supresión al número 5 del artículo 9.0, es 
aprobado por 173 votos a favor, 56 en contra y 
seis abstenciones. 

Puesta a votación la enmienda número 104 al 
número 6 del artículo 9.0, es rechazada por 57 
votos a favor, 174 en contra y cuatro absten- 
ciones. 

Sometido a votación el dictamen de la Comisión, 
de supresión del número 6 del artículo 9.0, es 
aprobado por 175 votos a favor, seis en contra 
y 55 abstenciones. 

El señor Trías de Bes i Serra defiende la enmien- 
da formulada al número 7 del artículo 9.0 El 
señor Pérez Royo defiende la enmienda núme- 
ro 199, formulada al mismo precepto. En tur- 
no en contra, interviene el señor Sotillo Martí 
(Grupo Socialista). En contra de la enmienda 
defendida por el señor Trías de Bes i Serra, 
hace uso de la palabra el señor Ruiz Gallar- 
dón. Interviene el seltor Ministro de Justicia 
(Ledesma Bartret). 

Sometida a votación la enmienda número 271, 
del Grupo Minoría Catalana, es aprobada por 
173 votos a favor, 63 en contra y cinco absten- 
ciones, quedando suprimido en consecuencia 
el número 7 del articulo 9.0 

Habiendo sido retiradas las enmiendas fvrmula- 

das a los números 8 del artículo 9.0 y 14 del ar- 
tículo lo, se somete a votación el dictamen de 
la Comisión, siendo aprobado por 176 votos a 
favor, 60 en contra y cuatro abstenciones. 

El señor Pérez Royo defiende la enmienda de su- 
presión del número 15 del artículo 10. El se- 
ñor Bandrés Molet defiende la enmienda nú- 
mero 328. El señor Vizcaya Retana defiende 
conjuntamente las enmiendas números 293 y 
294. El señor Ruiz Gallardón defiende la en- 
mienda de adición de un párrafo nuevo. En 
turno en contra, interviene el señor López Ria- 
ño (Grupo Socialista). Para réplica, intervie- 
nen de nuevo los señores Ruiz Gallardón, Pé- 
rez Royo y Vizcaya Retana. 

Sometidas a votación las diversas enmiendas de- 
batidas en relación con el número 15 del ar- 
tículo 10, son todas ellas desestimadas. 

Puesto a votación el texto del dictamen, es apro- 
bado por 166 votos a favor, 60 en contra y 
ocho abstenciones. 

El señor Calero Rodríguez defiende el voto parti- 
cular formulado, en relación con el número 16 
del artículo 10. En turno en contra, interviene 
el señor Granados Calero (Grupo Socialista). 

Sometido a votación el texto del dictamen al nú- 
mero 16 del artículo 10, es aprobado por 165 
votos a favor, 61 en contra y seis abstenciones. 

Para explicación de voto, interviene el señor Viz- 
caya Retana. 

El señor Ruiz Gallardón defiende la enmienda 
número 108 al número 17 del artículo 10. En 
turno en contra, interviene el señor Sotillo 
Martí (Grupo Socialista). 

Sometida a votación la enmienda formulada, es 
rechazada por 60 votos a favor, 168 en contra y 
cuatro abstenciones. 

Puesto a votación el dictamen de la Comisión, 
consistente en la supresión del número 17 ci- 
tado, es aprobado por 167 votos a favor, 59 en 
contra y tres abstenciones. 

El señor Ruiz Gallardón defiende las enmiendas 
números 15 y 17 a los artículos 11 y 18 respec- 
tivamente. En turno en contra. hace uso de la 
palabra el señor Granados Calero (Grupo So- 
cialista). El señor Trias de Bes i Serra defiende 
la enmienda número 272. En turno en contra, 
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hace uso de la palabra el señor Granados Cale- 
ro (Grupo Socialista). 

Sometidas a votación las enmiendas formuladas, 
son desestimadas. 

Puesto a votación el texto del dictamen al artícu- 
lo 11, es aprobado por 167 votos a favor, 59 en 
contra y cinco abstenciones. 

El señor Pérez Royo defiende la enmienda for- 
mulada al artículo 15 bis. En turno en contra, 
interviene el señor Sotillo Martí (Grupo Socia- 
lista). 

Sometida a votación la enmienda formulada, es 
rechazada por 15 votos a favor, 216 en contra y 
dos abstenciones. 

Puesto a votación el texto del dictamen, es apro- 
bado por 212 votos a favor, 17 en contra y cua- 
tro abstenciones. 

Sometido directamente a votación el texto del 
dictamen al artículo 18, es aprobado por 169 
votos a favor, 57 en contra y seis abstenciones. 

Sometido directamente a votación el artículo 20, 
encabezamiento y regla primera, según el dic- 
tamen de la Comisión, son aprobados por 216 
votos a favor, 15 en contra y una abstención. 

Se suspende la sesión. 
Era la una y cincuenta y cinco minutos de la tar- 

de. 
Se reanuda la sesión a las cuatro y cuarenta y 

cinco minutos de la tarde. 
El señor Ruiz Gallardón defiende la enmienda 

número 19 al artículo 41 del Código Penal. En 
turno en contra, interviene el señor Granados 
Calero (Grupo Socialista). El señor Pérez Royo 
defiende la enmienda número 208 al mismo 
articulo. En turno en contra, interviene el se- 
ñor Granados Calero. El señor García Agudín 
defiende la enmienda número 41. iu defiende 
el señor Granados Calero. 

Sometidas a votación las enmiendas formuladas, 
son rechazadas todas ellas. Puesto a votación 
el texto del dictamen al artículo 41, es aproba- 
do por 167 votos a favor, cinco en contra y 47 
abstenciones. 

N o  habiendo sido objeto de enmiendas los artícu- 
los 43 y 48, sometidos a votación, son aproba- 
dos por 213 votos a favor, cuatro en contra y 
tres abstenciones, conforme al texto del dicta- 
men. 

El señor García Agudín defiende la enmienda 
número 115 al artículo 50 del Código Penal. 
En turno en contra, interviene el señor Cuesta 
Martínez (Grupo Socialista). 

El señor Ruiz Gallardón defiende la enmienda 
número 21 al artículo 61, número 2. El señor 
Bandrés Moler defiende la enmienda número 
330. El señor Pérez Royo defiende la enmienda 
número 209. En turno en contra de las en- 
miendas defendidas, interviene el señor Gra- 
nados Calero (Grupo Socialista). 

El señor García Agudín defiende la enmienda 
número 117 al número 4 del artículo 61. En 
turno en contra, hace uso de la palabra el se- 
ñor Granados Calero. 

Se somete a votación el dictamen de la Comisión 
al artículo 50, postulando la supresión del 
mismo, que es aprobado por 223 votos a favor, 
siete en contra y cuatro abstenciones. 

Sometidas a votación las enmiendas formuladas 
al número 2 del artículo 61, son todas ellas re- 
chazadas. Puesto a votación el texto del dicta- 
men a dicho número, es aprobado por 176 vo- 
tos a favor, ocho en contra y 52 abstenciones. 

Sometida a votación la enmienda mantenida al 
número 4 del artículo 61, es rechazada por 12 
votos a favor, 220 en contra y cuatro absten- 
ciones. 

Puesto a votación el texto del dictamen al núme- 
ro 4 del artículo 61, es aprobado por 174 votos 
a favor, 11 en contra y 52 abstenciones. 

N o  habiendo sido objeto de enmiendas el núme- 
ro 6 del artículo 61 sometido a votación, es 
aprobado por 229 votos a favor, seis en contra 
y dos abstenciones, conforme al texto del dicta- 
men. 

El señor García Agudín da por decaída la en- 
mienda formulada al artículo 64. 

El señor Pérez Royo defiende la enmienda núme- 
ro 21 1 al artículo 69 bis. El señor Ruiz Gallar- 
dón defiende la enmienda número 22. En de- 
fensa de la enmienda número 76, interviene el 
señor Calero Rodríguez El señor Bandrés Mo- 
let defiende la enmienda número 331. El señor 
García Agudín defiende la enmienda transac- 
cional formulada a este artículo 69 bis. En tur- 
no en contra de las enmiendas defendidas an- 
teriormente, interviene el señor Sotillo Martí 
(Grupo Socialista). 
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El señor Bandrés Molet defiende la enmienda 
número 332 al artículo 70 del Código Penal. 
E n  turno en contra, interviene el señor Grana- 
dos Calero. 

Sometido a votación el texto del dictamen al ar- 
tículo 64, es aprobado por 228 votos a favor, 
cinco en contra y tres abstenciones. 

Sometidas a votación las enmiendas números 
211, del Grupo Mixto; 22, del Grupo Popular, y 
331, del Grupo Mixto, formuladas al artículo 
69 bis, son todas ellas desestimadas. 

Puestas a votación las enmiendas número 76, del 
Grupo Popular, y transaccional, del Grupo 
Centrista, en relación con el artículo 69 bis, 
son aprobadas por la Cámara. 

Sometido a votación el dictamen de la Comisión 
al artículo 69 bis, es aprobado por 189 votos a 
favor, cinco en contra y 43 abstenciones. 

Sometida a votación la enmienda formulada al 
artículo 70, es desestimada por 24 votos a fa- 
vor, 169 en contra y 44 abstenciones. 

Sometido a votación el texto del artículo 70, es 
aprobado por 183 votos a favor, nueve en con- 
tra y 46 abstenciones. 

Sometidos directamente a votación los artículos 
85 y 91, número 1, según el dictamen de la Co- 
misión, son aprobados por 228 votos a favor, 
cinco en contra y cinco abstenciones. 

Se suspende la sesión. 
Se reanuda la sesión. 
El señor Pérez Royo defiende la enmienda núme- 

ro 214 a la rúbrica de la Sección 3.q Capítulo 
V, Título 11, Libro 1. Asimismo defiende las en- 
miendas números 215 a 223, a diversos pre- 
ceptos de este Título. En  turno en contra, in- 
terviene el señor Granados Culero. 

El señor Ruiz Gallardón defiende la enmienda 
número 23 al artículo 92. Presenta finalmente 
una enmienda transaccional, en sustitución de 
la número 23, que es admitida a trámite. 

El señor García Agudín defiende la enmienda 
número 120 al artículo 93. E n  turno en contra, 
interviene el señor Granados Calero. Los seño- 
res Vizcaya Retana y Trías de Bes i Serra pro- 
ponen una corrección de estilo, que es acepta- 
da. 

El señor García Agudín defiende las enmiendas 
números 121 y 122 a los artículos 94 y 95. E n  

turno en contra, hace uso de la palabra el se- 
ñor Granados Calero. 

El señor Calero Rodríguez defiende la enmienda 
número 79 al artículo 100. Interviene el señor 
Ministro de Justicia (Ledesma Bartret). 

Sometidas a votación las diversas enmiendas de- 
fendidas con anterioridad, son desestimadas 
las números 214 y 215, entendiéndose decaí- 
das las siguientes del Grupo Mixto hasta la nú- 
mero 223. 

Se somete a votación la enmienda transaccional 
-antigua número 2 3 1  formulada por el Gru- 
po Popular a los artículos 92 y 93, siendo apro- 
bada por 231 votos a favor, seis en contra, una 
abstención y uno nulo. 

Sometida a votación la enmienda 120 al artículo 
93, es rechazada, por 17 votos a favor, 166 en 
contra y 54 abstenciones. Puesto a votación el 
texto del dictamen a este artículo, es aprobado 
por 224 votos a favor, 10 en contra y cuatro 
abstenciones. 

Sometida a votación la enmienda número 121 al 
artículo 94, es desestimada por 171 votos a fa- 
vor, 168 en contra, 50 abstenciones v uno 
nulo. 

Puesta a votación la enmienda número 122 al ar- 
tículo 95, es rechazada por 67 votos a favor, 
162 en contra y 10 abstenciones. 

Se somete a votación el texto del dictamen al ar- 
tículo 100, siendo aprobado por 230 votos a fa- 
vor, seis en contra y dos abstenciones. 

El señor Calero Rodríguez defiende la enmienda 
número 80 al artículo 118. El señor Bandrés 
Molet defiende la enmienda número 335 al 
mismo artículo. En  turno en contra de las en- 
miendas defendidas, hace uso de la palabra el 
señor Barrero b p e z  (Grupo Socialista). 

Puestas a votación las enmiendas números 80 y 
335 defendidas anteriormente, son rechazadas. 

Sometido a votación el texto del dictamen al ar- 
tículo 18, es aprobado por 180 votos a favor, 
ocho en contra y 54 abstenciones. 

Sometidos a votación los artículos 136 y 137, se- 
gún el texto del dictamen, son aprobados por 
231 votos a favor, tres en contra y siete absten- 
ciones. 

El señor Ruiz Gallardón defiende la enmienda 
número 27 al artículo 161. El señor Trías de 
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Bes i Serra defiende la enmienda número 277 
al mismo artículo. 

El señor Vizcaya Retana defiende la enmienda 
número 319 al artículo 165. El señor Bandrés 
Molet defiende la enmienda número 336. 

En turno en contra de las enmiendas defendidas 
anteriormente, hace uso de la palabra el señor 
Sotillo Martí (Grupo Socialista). Seguidamen- 
te, hacen uso de la palabra el señor Ruiz Ga- 
Ilardón, el señor Ministro de Justicia (Ledesma 
Bartret) y los señores Trías de Bes i Serra y So- 
tillo Martí. 

Sometidas a votación las diversas enmiendas de- 
fendidas con anterioridad, son todas ellas de- 
sestimadas. 

Puesto u votación el texto del dictamen al artícu- 
lo 161, número 1, es aprobado por 159 votos a 
favor, 37 en contra v siete abstenciones. 

El señor Pérez Rovo defiende la enmienda núme- 
ro 228 al artículo 165, nuevo. En turno en con- 
tra, interviene el señor Sotillo Martí. 

Sometida a votación la enmienda número 228, es 
rechazada por 10 votos a favor, 190 en contra, 
cuatro abstenciones v uno nulo. 

Puesto a votación el texto del dictamen al artícu- 
lo 165 nuevo, es aprobado por 194 votos a fa- 
vor, nueve en contra, dos abstenciones v dos 
nulos. 

Se levanta la sesión. 
Eran las ocho v cuarenta y cinco minutos de la 

noche. 

Se reanuda la sesión a las once y veinte minu- 
tos de la mañana. 

DICTAMENES DE COMISION: 

- DE JUSTICIA E INTERIOR, SOBRE EL 
PROYECTO DE LEY ORGANICA DE RE- 
FORMA URGENTE Y PARCIAL DEL CODI- 
GO PENAL (CONTINUACION) 

El señor PRESIDENTE: Se reanuda la sesión. 
El Diputado señor Bandrés, del Grupo Mix- 

to, comunica a la Presidencia que autoriza al 
Diputado de su mismo Grupo, señor Pérez 

Royo, a sostener y defender ante el Pleno sus 
enmiendas a este proyecto de Ley. 

Continuamos con el debate. Estábamos, y te- 
nemos que iniciarlo ahí, en el número 4 del ar- 
tículo 8.0, respecto del cual hay una enmienda 
ya retirada, la 100, del Grupo Parlamentario 
Centrista. 

A l  apartado 1 del número 4 del artículo 8.O 
hay una enmienda, la 194, del Grupo Parlamen- 
tario Mixto. 

El señor Pérez Royo tiene la palabra. 

El señor PEREZ ROYO: En realidad, se trata 
de un error, en este caso mío, porque la en- 
mienda se encuentra incorporada al dictamen 
y, en consecuencia, no procede, naturalmente, 
mantenerla. 

El señor PRESIDENTE: Perdón, ¿su enmien- 
da indica supresión? 

El señor PEREZ ROYO: Señor Presidente, el 
inciso originariamente hacia referencia a cier- 
tas condiciones (descampado, nocturnidad), y 
ha quedado incorporado y, por tanto, retirada 
la enmienda. 

El señor PRESIDENTE: ¿Considera que está 
asumido, señor Pérez Royo? 

El señor PEREZ ROYO: Plenamente, señor 
Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Queda retirada la 
enmienda. 

A l  número 4 del artículo 8.n no hay más en- 
miendas y, por consiguiente, podemos proce- 
der a su votación. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos. 202; a favor, 202. 

El señor PRESIDENTE Queda aprobado por 
unanimidad el número 4 del artículo 8.0 de 
acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

El número 5 del artículo 8.0 fue suprimido 
por el proyecto de Ley y se mantiene la supre- 
sión en el dictamen de la Comisión. Sin embar- 
go, hay una enmienda de adición de un núme- 
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ro 5, la número 101, del Grupo Parlamentario 
Centrista. 

El señor García Agudín tiene la palabra. 

El señor GARCIA AGUDIN: Señor Presiden- 
te, se retira esta enmienda y la siguiente por- 
que han quedado votadas. 

El señor PRESIDENTE: Se retiran las en- 
miendas 101 y 102, del Grupo Parlamentario 
Centrista, a los números 5 y 6 del artículo 8.0 y, 
por consiguiente, vamos a votar la supresión 
de los mismos, tal como viene en el proyecto y 
en el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 209; a favor, 208; abstencio- 
nes, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan, por consi- 
guiente, suprimidos del Código Penal los núme- 
ros 5 y 6 del artículo 8.0 

Asimismo, la enmienda número 102 se refiere 
al número 8 del artículo 8.0, que hemos votado, 
aunque también ha sido retirada, por una omi- 
sión de la Presidencia y ,  por consiguiente, vamos 
a votar la supresión del número 8 del urtículo 8.0 
del Código Penal. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 212; a favor, 212. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por 
unanimidad la supresión del número 8 del ar- 
tículo ¿?.O, de acuerdo con el dictamen de la Co- 
misión. 

Al número 1 del artículo 9.0, al cual el dicta- 
men de la Comisión añade un nuevo párrafo, 
hay una enmienda de sustitución parcial, la nú- 
mero 7 1, del Grupo Parlamentario Popular. 

El señor CALERO RODRIGUEZ La presente 
enmienda del Grupo Popular tiene por finali- 
dad completar el inciso segundo del párrafo 
que incorpora al texto del número 1 del artícu- 
lo 9." el proyecto de Ley que estamos debatien- 
do. 

Efectivamente, el proyecto de Ley dice que 
en los supuestos de eximente incompleta en 

relación con los números 1 y 3 del artículo qn- 
terior, es decir, en el caso de enajenación men- 
tal, o en el caso de menor de edad, o personas 
que tengan disminuida su capacidad de per- 
cepción del mundo exterior y de la realidad ex- 
terior, el Juez o Tribunal podrá imponer ade- 
más de la pena correspondiente, las medidas 
previstas en dichos números. 

Al llegar a este punto la enmienda que pro- 
ponemos empieza ya a contemplar el texto. 
Dice el texto tal como está en la actualidad: 
« N o  obstante, la medida de internamiento sólo 
será aplicable cuando la pena impuesta fuera 
privativa de libertad, y su duración no podrá 
exceder de la de esta última.. 

El texto que propone el Grupo Popular trata 
de completar este inciso, y dice que, no obstan- 
te, la medida de internamiento sólo será apli- 
cable cuando la pena impuesta fuere privativa 
de libertad y, además, cuando concurran otros 
requisitos, tales como que no se declare cum- 
plida esta privación de libertad por aplicación 
de la prisión provisional, ni proceda, tampoco, 
la condena provisional o la revisión condicio- 
nal en beneficio que por el ministerio de la Ley 
se concede, en los supuestos que contempla el 
Código Penal en su redacción actual, que per- 
manecen vigentes. 

Por tanto entendemos que debería comple- 
tarse este inciso añadiendo los requisitos de 
que el internamiento sólo será aplicable cuan- 
do la pena impuesta fuese privativa de liber- 
tad; siempre que no se hubiese cumplido esa 
privación de libertad con una prisión provisio- 
nal y que además no fuese aplicable la revisión 
condicional de la pena, o el cumplimiento de 
una condena con carácter provisional, en vir- 
tud de los beneficios que contemplan los ar- 
tículos correspondientes del Código Penal. 

Esta es la razón que justifica esta enmienda 
técnica, pero que trata de establecerse, para 
una mayor seguridad jurídica de los que estan- 
do en este supuesto y siéndoles aplicable la 
medida de internamiento, ésta no sea aplicada 
con discrecionalidad, sino por el contrario, 
cumpliendo estos tres requisitos que nosotros 
tratamos de introducir en esta enmienda. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, seiior Cale- 
ro. Tiene la palabra el seRor Granados, para un 
turno en contra. 
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El señor GRANADOS CALERO: Entendemos 
que la enmienda no completa, como ha dicho 
el señor enmendante, el texto de la Ponencia. 
No lo completa, sino que hace más prolija la re- 
dacción de este artículo, teniendo en cuenta 
que la medida de internamiento se puede pro- 
ducir de manera coordinada con la de priva- 
ción de libertad. 

El último inciso del texto dice: «... la medida 
se cumplirá siempre antes que la pena y el pe- 
ríodo de internamiento se computará como 
tiempo de cumplimiento de la misma...». 

Creemos que están satisfechas las inquietu- 
des que ha expresado su señoría, puesto que, 
obviamente, el beneficio de la condena condi- 
cional queda subsumido por la claridad con 
que se expresa este Último párrafo. 

Si no procede la condena provisional, indu- 
dablemente fambién hay una norma en el res- 
to de los artículos que se refiere a esta proble- 
mática, y en definitiva lo único que hace es ir 
explicando al Juez, con una casuistica excesiva, 
según nuestro parecer, algo en que, evidente- 
mente, el Juez ya sabe cómo tiene que actuar, 
puesto que la normativa de los demás artículos 
reformados es muy clara en este aspecto. Este 
es el motivo por el que nuestro Grupo rechaza 
la enmienda. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Gra- 

Tiene la palabra el señor Calero Rodríguez. 
nados. 

El señor CALERO RODRIGUEZ: Las razones 
que aporta el Ponente del Grupo Socialista no 
son muy convincentes. Lamentamos tener que 
decirlo, sobre todo en un proyecto urgente de 
reforma del Código Penal, en donde lo que se 
está poniendo de manifiesto es la intención de 
remachar algunos criterios. 

N o  es ocioso, sino por el contrario entende- 
mos que sería muy importante, que se estable- 
ciesen estas pautas de comportamiento para el 
órgano judicial que tiene que actuar. No se tra- 
ta de llegar a un casuismo exagerado, sino sim- 
plemente de garantizar al máximo el principio 
de legalidad, que en el ámbito penal es funda- 
mental. 

Si el viejo principio de uNullum crimen, nu- 
lía poena sine lege» tiene que aplicarse y desa- 
rrollarse mucho más en un Estado social y de- 

mocrático de Derecho, no viene mal que para 
estas medidas de seguridad, que siempre ofre- 
cen menos seguridad para el procesado que la 
pena en sí misma, se establezcan estos requisi- 
tos, que no es que coarten el criterio o la liber- 
tad de apreciación de pruebas que pueda tener 
el órgano judicial, pero sí indican que existen 
unos ciertos derechos del procesado que de- 
ben tenerse en cuenta y que deben aplicarse 
con absoluta legalidad. Por eso mantenémos la 
enmienda y pedimos que se someta a votación. 

El señor PRESIDENTE: Existe asimismo una 
enmienda, la 196, del Grupo Parlamentario 
Mixto. El señor Pérez Royo tiene la palabra. 

El señor PEREZ ROYO: Queda retirada, se- 
ñor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Pérez 
Royo. 

Si los Grupos Parlamentarios que tuvieran 
intención de retirar enmiendas me lo pudieran 
comunicar, sería útil para la ordenación de los 
debates y se lo agradecería la Presidencia. 

Por consiguiente, en el artículo 9.0, apartado 
1, existe solamente la enmienda número 71, de 
sustitución parcial, del Grupo Parlamentario 
Popular, que vamos a votar a continuación. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 219; a favor, 52; en contra, 
159; abstenciones, ocho. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 
guiente, desestimada la enmienda número 71, 
del Grupo Parlamentario Popular. 

Vamos a votar ahora el texto que se añade al 
artículo 9 . O ,  apartado 1, de acuerdo con el dic- 
tamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 219; a favor, 170; abstencio- 
nes, 49. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 
guiente, aprobado el texto del artículo 9.0, 
apartado 1, de acuerdo con el dictamen de la 
Comisión. 
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El artículo 9.0, apartado 5, suprimido por el 
proyecto de Ley, sigue manteniéndose supri- 
mido en el dictamen de la Comisión. Existen 
dos enmiendas: la primera, la número 10, del 
Grupo Parlamentario Popular, y la segunda, la 
número 103, del Grupo Parlamentario Centris- 
ta. ¿Se mantienen ambas? (Asentimiento.) En 
ese caso, el señor Ruiz Gallardón tiene la pala- 
bra para la defensa de la enmienda número 10, 
del Grupo Parlamentario Popular. 

El señor RUIZ CALLARDON Con su venia, 
señor Presidente, solicitaría la posibilidad de 
reunir esta enmienda y la siguiente, también 
del Grupo Popular, la número 11  al artículo 9.0, 
apartado 6, para su defensa conjunta, porque 
entiendo que tienen la misma explicación. 

El señor PRESIDENTE Muy bien, señor 
Ruiz Gallardón. Muchas gracias. 

El señor RUIZ CALLARDON Gracias, señor 
Presidente. 

Al objeto de defender esta enmienda, que en 
nuestro criterio tiene un carácter técnico, pero 
que, además, arranca de los principios en los 
que en la presentación del proyecto que esta- 
mos debatiendo se inspiraba el señor Ministro 
de Justicia, conviene recordar que estamos en 
el artículo del Código relativo a las circunstan- 
cias atenuantes. 

Los autores del proyecto y, después, tanto la 
Ponencia como la Comisión entendieron que 
al mantenerse la atenuante 8.0 del artículo 9.0, 
esto es, la de obrar por estímulos tan podero- 
sos que naturalmente hayan producido arreba- 
to y obecación, sobraban las atenuantes 5.a y 
6.a; referida la 5.8 a haber precedido inmediata- 
mente provocación o amenaza adecuada por 
parte del ofendido, y la 6.a a haber ejecutado el 
hecho de vindicación próxima de una ofensa 
grave causada al autor del delito, su cónyuge, 
sus ascendientes, descendientes, hermanos le- 
gítimos, naturales o adoptivos o afines en el 
mismo grado. 

Es esta una cuestión que doctrinalmente ha 
sido objeto de polémica, probablemente desde 
el mismo año de 1870 de donde arranca nues- 
tro Código Penal, pero nosotros creemos que 
debe mantenerse, de acuerdo con la jurispru- 
dencia del Tribunal Supremo que voy inmedia- 

tamente a citar, como individualizada para 
cada una de estas tres causas de atenuación de 
la pena -y es ahí donde entronca con la filoso- 
fía que inspira este proyecto de Ley-; porque 
la misma jurisprudencia del Tribunal Supremo 
ha declarado en reiteradas ocasiones y de 
acuerdo también con un gran sector doctrinal 
la posibilidad, ante un hecho punible, de exa- 
minar, si existen, y estimar, en su caso, conjun- 
tamente dos o más de estas enmiendas. 

Así, la sentencia del 24 de mayo de 1954, que 
estima que si en la génesis del estado afectivo 
concurren como hechos distintos tanto la pro- 
vocación u ofensa como el arrebato y obeca- 
ción, deben estimarse como dos circunstancias 
que atenúan, en los respectivos grados estable- 
cidos en los artículos correspondientes de la 
parte general del Código Penal, al que haya co- 
metido el hecho sometido a esas circunstan- 
cias de atenuación. Doctrina ésta que ha sido 
examinada por los más recientes estudios -yo 
que creo que son los últimos trabajos realiza- 
dos sobre el particular- de los señores Córdo- 
ba y Rodríguez Mourullo, que inciden extraor- 
dinariamente y con gran agudeza en la distin- 
ción de los distintos efectos psicológicos que 
producen unos mismos hechos, que pueden 
ser efectos sucesivos distintos, contradictorios 
o concurrentes. 

En este sentido, cito también algunas senten- 
cias no lejanas, como la de 12 de junio de 1969, 
la de 19 de noviembre del mismo año y la de 14 
de diciembre de 1970. 

Queremos con esto decir que si lo que se 
pretende con la filosofía del Código Penal es 
acercar a la realidad vital de los ciudadanos la 
estimación completa, vital y existencia1 de las 
circunstancias que rodean el hecho y dar a es- 
tas circunstancias el valor que puedan tener en 
orden a la tipificación de una conducta y a la 
minusvaloración, en su caso, de la pena, debe- 
mos mantener, sin dejar que ese saco roto del 
arrebato y obcecación comprenda todo, por- 
que probablemente la jurisprudencia no lo en- 
tendería así, esas otras circunstancias atenuan- 
tes, tal como se solicita en las dos enmiendas 
que acabo de tener el honor de defender ante 
esta Cámara. 

Muchas gracias. 
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El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. 
(El señor Granados pide la palabra.) 
Como existe también la misma enmienda 

del Grupo Parlamentario Centrista, si le pare- 
ce a S.S., puede acumularlas en el turno en 
contra. (Asentimiento.) 

Muchas gracias. ¿El señor García Agudín va 
a defender, asimismo, las enmiendas número 
103 y 1047 (Pausa.) 

El señor Carcía Agudín tiene la palabra. 

El señor GARCIA AGUDIN: Señor Presiden- 
te, breves consideraciones que añadir a las di- 
chas ya brillantemente por el representante 
del Grupo Parlamentario Popular, por enten- 
der que si toda la Cámara está de acuerdo en 
que lo que nos importa hoy de la filosofía del 
nuevo Código es conocer la personalidad hu- 
mana del delincuente, ciertamente hoy hay 
una serie de avances técnicos, psicológicos y 
psiquiátricos que hacen pensar en la pertinen- 
cia de que cuantas circunstancias concurriesen 
en la persona del culpable que pudiera ser de- 
terminantes de s u  acción deberían ser valora- 
das por los Tribunales de Justicia; de suerte 
que, efectivamente, nosotros estamos de 
acuerdo con el Grupo Parlamentario Popular 
en que la simple remisión al arrebato u obce- 
cación, incluso en la fórmula más amplia con 
que ahora viene en el proyecto de Ley, podría 
contemplar todas las situaciones que estos dos 
atenuantes clásicos han venido contemplando. 

En suma, si lo que se pretende es garantizar 
al máximo el acierto en el enjuiciamiento del 
justiciable, si lo que se pretende es que el Tri- 
bunal pueda apreciar todas las circunstancias 
concurrentes, no parece que sea conveniente 
en absoluto suprimir estas dos clásicas ate- 
nuantes que, en algunos casos, han venido sua- 
vizando el rigor de la Ley para hacer justicia, 
que es lo que a todos nos preocupa. 

El señor PRESiDENTE: Muchas gracias, se- 

Para un turno en contra de ambas enmien- 
ñor García Agudín. 

das, tiene la palabra el señor Granados. 

El señor GRANADOS CALERO: No puede 
nuestro Grupo admitir esa conclusión «prima 
faciea presentada por el Diputado del Grupo 
Popular en su defensa de la enmienda en cuan- 

to al carácter técnico de la misma. Entende- 
mos que hay unas razones de mucho más peso 
y mucho más profundas que la simple Tecnici- 
dad del tema. La actual redacción de las cir- 
cunstancias 5.a y 6." del artículo 9.0, atenuantes 
de nuestro Código Penal, tienen y guardan un 
parentesco más o menos remoto con unas ins- 
tituciones tan añejas, pero tan superadas en el 
Derecho penal desde la ley del talión hasta pa- 
sar, posteriormente, por el honor calderoniano 
y su concepto vindicativo arraigado en nuestro 
ánimo, etcétera, muy español, para terminar 
en la defensa del duelo. (Risas.) Es decir, ¿qué 
es lo que está manteniendo actualmente la re- 
dacción? Concretamente la circunstancia ate- 
nuante 6.a, la de exonerar de responsabilidad o 
atenuar en gran medida esta pena a quien eje- 
cuta el hecho en vindicación próxima de una 
ofensa grave causada al autor del delito, su có- 
nyuge, etcétera. 

Son, por tanto, justificadas estas palabras de 
introducción, aunque a alguno de SS. SS. les 
haya hecho gracia, porque no se está justifican- 
do la disminución de pena por algo que es ab- 
solutamente racional y coherente, de acuerdo 
con el artículo 1.0 que esta Cámara aprobó el 
primer día de los debates. Es decir, en estos su- 
puestos que sigue manteniendo el Código se 
está aminorando en gran medida la pena que 
podría haber sido impuesta, de acuerdo con lo 
señalado en el Código, teniendo en cuenta que 
permanece la antijuridicidad del hecho, la 
imputabilidad del sujeto; permanece la punibi- 
lidad y lo único es que el legislador reconocía 
una minoración de la culpabilidad, puesto que 
se entendía justificada su reacción de vengan- 
za, que es la palabra vindicación, ante un ilícito 
del cual era víctima. 

La filosofía que encierra la supresión de es- 
tas atenuantes es la contraria. Precisamente 
porque la circunstancia 8: del artícplo 9 . O  se ha 
ampliado no solamente al que se le produzca 
arrebato u obcecación, etcétera, sino a cual- 
quier otro estado pasional de análoga entidad; 
ahí ya va incluida la justificación del porqué se 
rebaja la pena con criterios mucho más racio- 
nales, mucho más humanos y mucho más mo- 
dernos, no tanto por seguir justificando la ne- 
cesidad de una venganza, sino porque esa reac- 
ción inmediata de ilícito criminal que uno ha 
soportado está produciendo de una manera di- 
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recta una disminución de la percepción, una 
alteración del ánimo en circunstancias tales 
que justifican la rebaja de la pena. 

Por ello no es - c i e r r o  mi intervención con 
las palabras con que he empezado- una en- 
mienda técnica, sino muy de fondo, que nues- 
tro Grupo tiene especial empeño en mantener. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Gra- 

Tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 
nados. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gra- 
cias, señor Presidente, porque no puedo dejar 
de aludir a algo que ni este Diputado ni este 
Grupo en modo alguno ha dicho ni ha querido 
decir y, por consiguiente. estoy obligado a rec- 
tificar porque de ninguna de las maneras ni del 
texto de la enmienda ni dc: las palabras que 
pronunciamos antes en Ponencia, luego cn Co- 
misión y hoy en el Pleno puede deducirse que 
el fundamento sea la defensa de la ley del ta- 
lión, que el fundamento de la atenuante sea la 
defensa de la venganza. No; lo que si sostene- 
mos, efectivamente, con mayor adecuación, 
con honda raigambre en nuestra doctrina, tan- 
to en la española como en la extranjera, con 
profundo enraizamiento en nuestros códigos, 
en todos, incluido el de 1932, con una enorme 
literatura jurídica y no jurídica, desde los tiem- 
pos de Lope y de Calderón, es que hay una mo- 
tivación que produce una alteración subjetiva 
en el sujeto que actúa en vindicación de una 
ofensa grave, con cualquiera de las restantes 
circunstancias de hecho que se examinan en 
ese artículo. Se llega a la verdadera cuestión 
medular jurídica del tema cuando se nos dice 
que como ya hemos modificado el apartado 8.0 
-luego veremos cómo lo han modificado- ya 
está incluido. 

Pues bien, si el Derecho penal es esencial- 
mente de tipificación de conductas, hay que ti- 
pificar las conductas para que no pueda haber 
escapatoria alguna, en orden tanto a las cir- 
cunstancias de agravación, en su caso, como a 
las circunstancias de atenuación. Es por eso, 
no porque defendamos la venganza, sino por- 
que como seres humanos comprendemos que 
cuando se profiere una ofensa se altera el áni- 
mo del que luego realiza un acto antijurídico 
previsto, por esa circunstancia anímica por lo 

que estimamos que deben seguirse mantenien- 
do estos dos apartados del artículo 9.0 de nues- 
tro Código Penal. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ruiz 

Tiene la palabra el señor Granados. 
Gallardón. 

El señor GRANADOS CALERO: Nos tranqui- 
liza sobremanera esta explicación del señor 
Ruiz Gallardón de que no está defendiendo la 
venganza, porque en una interpretación literal 
del Código actual, eso es lo que estaba defen- 
diendo, aunque interiormente cada uno sea li- 
bre de adherirse o no a esa defensa. 

En cuanto al apoyo jurisprudencia1 y doctri- 
nal, no nos debe impresionar demasiado, te- 
niendo en cuenta que las citas jurisprudencia- 
les pueden aportar una fuente de Derecho -y 
de Derecho lo es en el Código Civil- a los Tri- 
bunales cuando dictan su sentencia, no a esta 
Cámara, a través de cuya reforma veremos fa- 
llos jurisprudenciales que también podrán ser- 
vir para ilustrar a los sucesivos legisladores. Es 
decir, que no es un argumento de peso para se- 
guir manteniendo una conducta, una precisión 
absolutamente superada por los razonamien- 
tos que, en el fondo, hemos expuesto los dos y 
en los que estamos de acuerdo. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Gra- 
nados. 

Terminado el debate, vamos a votar los apar- 
tados 5 y 6 del artículo 9.0 por separado. Pode- 
mos hacer una sola votación para el apartado 5 
del artículo 9." Votar a favor es votar por el dic- 
tamen de la Comisión de supresión, y votar en 
Zontra supone mantener el texto del Código 
Penal vigente, que son las dos enmiendas del 
Grupo Popular y del Grupo Centrista. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 235; a favor, 173; en contra, 
56; abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 
guiente, aprobada la supresión del artículo 9.0, 
apartado 5,  del Código Penal, de acuerdo con 
:1 dictamen de la Comisión. 

Al artículo 9.0, apartado 6, hay presentada 
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una enmienda de sustitución del Grupo Parla- 
mentario Centrista. Hay que entender en el 
texto, tal como viene impreso, que cuando 
dice: «... causada al autor del delito, sea el có- 
nyuge ... )), debe decir: «... su cónyuge, sus ascen- 
dientes, etcéterau. ¿Estamos de acuerdo? (Pau- 
sa.) 

Vamos a votar la enmienda 104, del Grupo 
Parlamentario Centrista. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 235; a favor, 57; en contra, 
174; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 
guiente, rechazada la enmienda número 104, 
del Grupo Parlamentario Centrista. 

De la misma forma que antes, ahora vamos a 
votar el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 236; a favor, 175; en contra, 
seis; abstenciones, 55. 

El señor PRESIDENTE Queda, por consi- 
guiente, aprobada la supresión del apartado 6 
del artículo 9.0 del vigente Código Penal, de 
acuerdo con el dictamen de la Comisión, y, 
consiguientemente, desestimada la enmienda 
número 1 1 ,  del Grupo Parlamentario Popular. 

A l  artículo 9.0, apartado 7, n&incluido en la 
reforma, existen, sin embargo, dos enmiendas. 
Una de ellas, la número 271, del Grupo Parla- 
mentario de la Minoría Catalana, solicita la su- 
presión del apartado 7. Para su defensa, tiene 
la palabra el señor Trías de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, segui- 
mos en el mismo artículo que regula las cir- 
cunstancias atenuantes de la responsabilidad 
penal y, entroncando con los argumentos ex- 
puestos en relación con las circunstancias 5.a y 
6.8 que se han suprimido en la votación ante- 
rior, nuestra enmienda propone la supresión 
también de la circunstancia 7.a del artículo 9.0 
del actual Código Penal. 
La circunstancia 7.a dice así: a Y  se considera 

circunstancia atenuante la de obrar por moti- 

vos morales, altruistas o patrióticos de notoria 
importancia». Bien, si por las razones expues- 
tas por el Grupo mayoritario, razones total- 
mente atinadas, se ha suprimido la circunstan- 
cia 5.a, que regulaba la provocación como cir- 
cunstancia atenuante o la amenaza adecuada, y 
se ha suprimido también la vindicación propia 
de una ofensa, no vemos razón por la cual haya 
que mantener esta circunstancia 7.a, que tam- 
bién tiene su anacronismo y debe, asimismo, 
ser superada en una concepción moderna del 
Derecho penal. 

Nosotros creemos que el atenuante de obrar 
por motivos morales, altruistas o patrióticos 
de notoria importancia es una circunstancia 
que puede ser susceptible de diversa aplica- 
ción, según el momento político en que se apli- 
que, o según las circunstancias sociales por las 
que se atraviese. Es una circunstancia de difícil 
apreciación por los Tribunales, aparte de que 
suele ser escasa en su aplicación si se hace un 
estudio jurisprudencial, y creemos que debe 
ser superada con una técnica penal moderna. 
Además, los motivos morales, altruistas o pa- 
trióticos de notoria importancia no pueden ser 
los mismos para unos que para otros, según el 
momento en que se apliquen. 

Sabemos, porque así se comentó en  Comi- 
sión, que el Grupo de la mayoría es sensible a 
estos argumentos y no entendemos, por tanto, 
cómo se quiere mantener esta circunstancia 
7.a, que podría muy bien suprimirse, entron- 
cando con la supresión de las dos anteriores. 
En cualquier caso, si se mantuviera, lo que sí se 
tendría que eliminar sería el motivo de altruis- 
mo o los motivos patrióticos de notoria impor- 
tancia. 

En ese sentido, nosotros mantenemos la en- 
mienda de supresión de la circunstancia 7.a, se- 
ñor Presidente, muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Trías 
de Bes. 

¿Hay preferencia de hacer una intervención 
única? (Pausa.) 

Figura otra enmienda del señor Pérez Royo, 
la número 199. Para su defensa, tiene la pala- 
bra el señor Pérez Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Señor Presidente, se- 
ñoras Diputadas, señores Diputados, los comu- 
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nistas también nos hemos ocupado de este 
precepto, efectivamente n c  incluido en la re- 
forma, como ha anunciado el señor Presidente, 
pero que a nuestro juicio debiera haberse in- 
cluido por razones de fondo y de oportunidad. 
Como ha explicado perfectamente el señor 
Trías de Bes, otros apartados de este mismo ar- 
tículo han sido modificados y, en consecuen- 
cia, propuestos para su reforma. Hubiera sido 
conveniente haber recogido también éste que 
introduce más de un factor, por lo menos de in- 
comodidad, desde el punto e vista conceptual 
y desde el punto de vista político. 

Como ha sido indicado, se trata del atenuan- 
te de móviles altruistas, patrióticos, etcétera. 
La redacción que proponemos los comunistas 
es alternativa -nos proponemos la supre- 
sión- y sería: «obrar por motivos de notorio 
valor social)). 

Como es conocido, la atenuante de móviles 
patrióticos ha sido invocado con frecuencia de 
manera, yo diría, aberrante. Basta citar, por 
poner dos casos privilegiados o excepcionales, 
el juicio de Atocha, en el que esta circunstancia 
fue invocada por la defensa -y afortunada- 
mente no admitida- como atenuante, y más 
recientemente, el juicio del 23 de febrero. Se 
trata de una circunstancia aparte de que sea de 
difícil apreciación - c o m o  digo-, invocada en 
circunstancias con carácter aberrante. 

Yo, francamente, ahora no quisiera entrar en 
la temática del secuestro del patriotismo por 
quienes realmente defienden egoísmos y privi- 
legios particulares, asentados generalmente 
sobre circunstancias pasadas, básicamente so- 
bre circunstancias de represión del conjunto 
de los ciudadanos. En cualquier caso, para no- 
sotros, en el momento en que nos encontra- 
mos, defensa de la Patria se identifica con de- 
fensa de la Constitución, de los valores sociales 
incorporados a la Constitución. A este respecto 
me bastaría recordar a la Cámara un memora- 
ble discurso del Presidente Lavilla, en el cual 
este precepto quedaba debidamente claro. Así 
pues, como decía, defensa de la Patria, defensa 
de la Constitución, defensa de los valores so- 
ciales incorporados en el texto constitucional. 

Justamente sobre este criterio proponemos 
el texto alternativo, consistente en la sustitu- 
ción del actual texto por la siguiente atenuan- 

te: la atenuante por motivos de notorio valor 
social. 

Se trata, finalmente, de una redacción que 
entronca con otras de Derecho comparado 
-por ejemplo, el Código italiano- y que mejo- 
ra sustancialmente, a mi modo de ver, la redac- 
ción actual. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Pérez 

Tiene la palabra el señor Sotillo. 
Royo. 

El señor SOTILLO MARTI: Señor Presiden- 
te, en cuanto a la atenuante que estamos discu- 
tiendo hay que partir, en primer lugar, de un 
dato que para nosotros es importante: no exis- 
te en ningún Código Penal español anterior a 
la reforma de 1944; primer dato que, desde 
nuestro punto de vista, tiene una gran impor- 
tancia. 

Segundo dato. Ha sido escasamente aplicada 
por los Tribunales por su dificultad de proban- 
za, por el gran arbitrio judicial que supone y 
porque nuestros Jueces y Magistrados no han 
encontrado una aplicación concreta que no 
esté ya en alguna de las atenuantes que existen 
en nuestro Código Penal. 

Tercer dato. Toda la doctrina, sin distinción, 
ha tenido que explicar con dificultad cuál es el 
motivo, que no sea el motivo histórico de la fe- 
cha de su introducción, por el cual se seguía 
manteniendo esta circunstancia atenuante. 

Efectivamente, ante esos tres datos y esa 
problemática, nosotros creernos que una fór- 
mula como la que propone el Grupo Mixto 
deja todavía en la ambigüedad o en una cierta 
inconcreción a qué se está refiriendo esta ate- 
nuante. Por tanto, nosotros creemos que la en- 
mienda de supresión tiene un sentido en los 
momentos presentes y contribuye más a acla- 
rar todo el sistema de atenuantes, de circuns- 
tancias que atenúen o que agraven la responsa- 
bilidad. 

Por eso, nosotros, aunque este tema no esta- 
ba en la reforma porque nos parecía que no 
era de urgencia, dijimos en Ponencia y en Co- 
misión que reflexionaríamos sobre el proble- 
ma y que daríamos una contestación en el Ple- 
no; contestación que, por las razones antedi- 
chas, en este momento supondrá aceptar la en- 
mienda del Grupo de Minoría Catalana y supri- 

I 
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mir esta circunstancia atenuante del Código 
Penal. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias. ( € 1  
señor Ruiz Gallardón pide la palabra.) Tiene la 
palabra el señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ CALLARDON: Para una cues- 
tión de orden. Me dirijo a la Presidencia para 
ver si es posible defender el texto anterior por 
parte del Grupo Popular, porque ésta es una 
enmienda no incluida en el texto de la Ponen- 
cia. 

El señor PRESIDENTE: No ha habido turno 
en contra de la enmienda del señor Trías de 
Bes, puesto que el Grupo Socialista no ha con- 
sumido turno en contra. Puede S .  S .  consumir 
turno en contra y, consiguientemente, defen- 
der el texto del actual Código Penal. 

El señor RUIZ CALLARDON: Muchas gra- 
cias, y realmente agradecido en esta ocasión, 
porque me brinda la oportunidad de hacer una 
defensa, que considero indispensable, de esta 
circunstancia atenuante, en el modo y medida 
en que la misma ha sido estimada cuando ha 
sido alegada, por los Tribunales de Justicia. 

Nosotros entendemos, y lo entendemos - 
estoy seguro- con el sentir unánime de esta 
Cámara, que existe un sentimiento patriótico 
que puede llevar a determinadas acciones, que 
deben tener una consideración, caso de ser ti-  
pificadas por el Código Penal, de carácter ate- 
nuante. Otro tanto cabe decir del sentimiento 
moral y del sentimiento altruista. Son los tres 
supuestos a los que se refiere en la actualidad 
la atenuante examinada en el Código, y enten- 
demos que no cabe, simplemente por el hecho 
de que esta circunstancia atenuante fue admi- 
tida en el Código Penal de 1944, tacharla de 
inútil o de perniciosa. El sentimiento patrióti- 
co, antes de 1944 y después de 1944, antes de 
1983 y después de 1983, a nuestro juicio, puede 
y debe ser estimado como una circunstancia 
atenuante cuando reúna, efectivamente, los re- 
quisitos que la jurisprudencia señala, y que 
ciertamente son muy exigentes. Pero de ahí a 
sustituir o a borrar de un plumazo, como se 
pretende por parte del Grupo de Minoría Cata- 
lana y se apoya por parte de los bancos socia- 

listas, estos sentimientos de los ciudadanos es- 
pañoles, tanto en el orden patriótico como en 
el moral y en el altruista, nos parece que es res- 
tringir la afincación que esos altos conceptos 
deben tener en todos los ciudadanos. 

Al defender, pues, el texto anterior del Códi- 
go, lo que estamos defendiendo es una reali- 
dad social imperante que merece el respeto de 
todos. Bien es cierto que esa realidad social del 
tema del patriotismo hay que encauzarla hoy, y 
a partir del año en quc se promulgó, a través 
del respeto y de la asunción de la Constitución 
española, que sí es modificable, sólo lo es por 
las vías que la propia Constitución señala. 

Por estas razones, consideraríamos un grave 
error que se suprimiera esta circunstancia, ya 
de por sí de bastante dificultad en cuanto a su 
alegación en los Tribunales, y, muy al contra- 
rio, consideraríamos muy positivo, en esa la- 
bor pedagógica que tienen los códigos, que los 
ciudadanos supieran en cada instante que de- 
fender a España es algo que, en el caso, nunca 
deseado, de que se produzca la comisión de un 
delito, puede atenuar, al menos, su responsabi- 
lidad. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias. Tie- 
ne la palabra el señor Ministro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma 
Bartret): Señor Presidente, señorías, yo creo 
que un Estado social y democrático de Dere- 
cho, como es el Estado español, comporta una 
serie de exigencias a nivel institucional y desde 
el plano de los comportamientos individuales 
de los ciudadanos. No voy a hablar de estas exi- 
gencias desde el plano de lo institucional, pero 
sí muy brevemente desde la escala de valores 
que lógicamente dimana de un Estado social y 
democrático de Derecho, que es una escala de 
valores que lógicamente debe ser exigible a los 
ciudadanos que viven en el mismo. 
Yo creo, señorías, que el comportamiento 

ético, que la solidaridad humana, que la impor- 
tante evaluación de lo social y, sobre todo, ya 
que ha puesto énfasis en ello el señor Ruiz Ga- 
Ilardón, el amor a la Patria, son valores y exi-  
gencias que en el Estado social y democrático 
de derecho son exigibles por su propia natura- 
le>a a la generalidad de las personas. 

Por eso mismo, por esta naturaleza de valo- 
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res exigibles a la generalidad de las personas, 
yo  no creo que a la hora de exigir una respon- 
sabilidad penal deban tener ninguna forma de 
prima, por el hecho de que -insisto- todos 
los ciudadanos deben respetar esos valores, 
deben comportarse de acuerdo con esos crite- 
rios que acabo de establecer. 

Por eso mismo es por lo que considero que 
no debe jugar como una circunstancia ate- 
nuante, tal como está todavía en nuestro Códi- 
go Penal. (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Para replicar 
brevemente. 

El señor PRESIDENTE Durante un minuto. 

El señor RUIZ GALLARDON: Naturalmente 
que todos debemos respetar los valores éticos, 
morales y patrióticos, pero exactamente igual 
que se prohíbe en el Derecho penal como nor- 
ma ia exasperación de las penas, cuando esos 
valores son exasperados son alzaprimados hay 
que estimarlos también como una circunstan- 
cia atenuante, porque motivan a la gente y, por 
consiguiente, deben ser tomados en considera- 
ción, señor Ministro. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE El señor Trías de 
Bes tiene la palabra para replicar al señor Ruiz 
Gallardón. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Muchas 
gracias, señor Presidente. 
Yo quería consumir un minuto tan sólo para 

replicar a unas palabras del señor Ruiz Callar- 
dón, porque me ha parecido entender que con 
la supresión de esta circunstancia atenuante 
de la responsabilidad criminal estábamos su- 
primiendo -así creo que lo ha dicho- los sen- 
timientos patrióticos del pueblo español. No- 
sotros pensamos, señor Ruiz Gallardón, que la 
frase es exagerada y no creo que con la supre- 
sión de la atenuante estemos suprimiendo nin- 
gún sentimiento patriótico. 
Por otra parte, yo creo que tampoco el tema 

es susceptible de ser alegado en cuanto a un 

posible roce con las declaraciones constitucio- 
nales. 

Señor Ruiz Gallardón, si estos sentimientos 
patrióticos impulsan al sujeto a cometer un de- 
lito, creo que eso se puede prever en el párrafo 
que se añade después en el artículo 9.0, aparta- 
do 8: «... que puedan producir esos sentimien- 
tos de arrebato u obcecacih», como dice el 
añadido que se pretende introducir en el dicta- 
men de la Comisión, «... u otro estado pasional 
de semejante entidad». Creo que esa actitud 
del sujeto, motivada por lo que sea, que produ- 
ce ese estado pasional entra de lleno en ese 
nuevo párrafo de la circunstancia 8.a, que los 
Tribunales podrán aplicar convenientemente. 

Por último, coincidir, señor Presidente, en 
todo con las manifestaciones del señor Minis- 
tro en cuanto a los razonamientos expuestos 
para apoyar la supresión de esa atenuante. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Trías 

Tiene la palabra el señor Pérez Royo. 
dc Bes. 

El señor PEREZ ROYO: Expresado el crite- 
rio de supresión de la enmienda de Minoría 
Catalana, nosotros retiraríamos la nuestra. 

El señor PRESIDENTE: La enmienda núme- 
ro 199, del Grupo Parlamentario Mixto, se reti- 
ra. 

Se somete a votación la enmienda 271, de 
Minoría Catalana, de supresión del apartado 7 
del artículo 9.0 del Código Penal. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 241; a favor, 173; en contra, 
63; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 
guiente, admitida la enmienda 271, del Grupo 
Parlamentario de Minoría Catalana, y, como 
consecuencia de ello, suprimido el apartado 7 
del artículo 9.0 del Código Penal. 

A los artículos 9.0, apartado 8, y 10, apartado 
14, había dos enmiendas, la 105 y 106, del Gru- 
PO Centrista, que han sido retiradas. (El señor 
Ruiz Gallardón pide la palabra.) 
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El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Hay otra en- 
mienda que no ha sido retirada, que obra en 
nuestro escrito, y que hemos observado que 
efectivamente se ha omitido aquí. Es la en- 
mienda número 12 al artículo 9.0.8. 

El señor PRESIDENTE: Leo a S. S .  el acta de 
la sesión de la Comisión: «El señor PRESIDEN- 
TE: Muchas gracias, señor Ruiz Gallardón, En- 
mienda número 12, del Grupo Parlamentario 
Popular, que ha sido aceptada parcialmente. El 
señor RUIZ GALLARDON: Queda retirada,,. 

El señor RUIZ GALLARDON: Sin duda fue 
un error de transcripción. Está en nuestro es- 
crito, que presentamos esa misma noche, por- 
que no nos referíamos a la enmienda número 
12. 

Eso ocurre por tener que trabajar bajo pre- 
sión desde las nueve y media de la mañana 
hasta las diez y media de la noche. (Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Lo lamento mucho, 
pero cl acta responde a lo que allí se dijo. 

El señor RUIZ GALLARDON: Naturalmente 
acato la decisión del señor Presidente y, en su 
caso, se presentará ante el Senado. (Un señor 
Diputado: Le va a dar lo mismo.) 

El señor PRESIDENTE: Vamos a votar, por 
consiguiente, el apartado 8 del artículo 9.0 y el 
apartado 14 del artículo 10, de acuerdo con el 
dictamen de la Comisión. 

¿Les parece a SS. SS. que se puede hacer una 
sola votación? (Asentimiento.) La primera sería 
votar el texto, tal como queda, de acuerdo con 
el dictamen de la Comisión, y la segunda sería 
suprimir el apartado 14 del artículo 10. (Asenti- 
miento.) Se vota, e n  ambos casos, el dictamen 
de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausu.) 

Efectuadu la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos. 240; a favor, 176; en contra, 
60; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 

guiente, aprobado el dictamen de la Comisión 
en relación con el apartado 8 del artículo 9.0 y 
apartado 14 del artículo 15. 

Al apartado 15 hay una enmienda de supre- 
sión de todo el número 15 del artículo 10, del 
Grupo Parlamentario Mixto. 

El señor Pérez Royo tiene la palabra para su 
defensa. 

El señor PEREZ ROYO: Efectivamente, se- 
ñor Presidente, los comunistas pretendemos 
suprimir la circunstancia agravante número 
15, es decir, la circunstancia de reincidencia. 

He de señalar a este respecto, en primer lu- 
gar, que es necesario reconocer el avance que 
supone el proyecto -y actualmente el dicta- 
men- al eliminar el concepto de multirreinci- 
dencia, pero tambikn he de decir que, a nues- 
tro juicio, el proyecto -y actualmente el dicta- 
men- se queda en la mitad del camino, en 
contradicción con lo que fue la posición del 
Grupo Parlamentario Socialista en la anterior 
legislatura, en la fase de enmiendas al proyecto 
de Código Penal presentadas en la anterior le- 
gislatura. 

En aquellas enmiendas coincidíamos los so- 
cialistas y comunistas en proponer la supre- 
sión total de la circunstancia de reincidencia. 
Podría hacerse un juego de palabras, o mejor 
un juego conceptual, de la diferencia entre re- 
forma y revolución, y no porque la haga yo, 
sino porque prácticamente como una iniciati- 
va revolucionaria fue reprochada a los Diputa- 
dos socialistas en la pasada legislatura por los 
Diputados del Partido del Gobierno, con oca- 
sión de un debate en el que incidentalmente 
aparecía el tema. Bien, reforma o revolución, 
en todo caso da igual. 

A nuestro juicio, el mantener la supresión de 
la circunstancia de reincidencia es oportuno y 
es algo que, además, conecta perfectamente 
con lo que son los ejes fundamentales del 
proyecto de reforma urgente y parcial del Có- 
digo Penal, tal como nos fue presentado por el 
señor Ministro de Justicia. Precisamente estos 
ejes fundamentales se pueden sintetizar en dos 
puntos principales: en primer lugar, el estable- 
cer un Derecho penal de la culpabilidad, en 
principio culpabilista, y, en segundo lugar, el 
criterio de favorecer la reinserción del delin- 
cuente. 
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Pues bien, tanto desde el punto de vista con- 
ceptual de principio como desde el punto de 
vista práctico de política legislativa criminal 
de favorecer la reinserción del delincuente, se 
justifica plenamente no sólo la eliminación de 
la multirreincidencia, sino que signifa dar un 
paso más y eliminar definitivamente la cir- 
cunstancia de reincidencia, aproximándonos o 
igualándonos con el Derecho Penal de los paí- 
ses más progresistas y más avanzados en esta 
materia de criminología. 

Efectivamente, a nuestro juicio, ninguna de 
las razones que se han alegado para castigar la 
reincidencia resulta convincente desde el pris- 
ma de un Estado social y democrático de Dere- 
cho, y vuelvo a invocar también conceptos que 
han sido aludidos recientemente en la inter- 
vención del propio señor Ministro de Justicia. 

El Derecho penal de un Estado no puede cas-, 
tigar más que conductas externas, nunca per- 
sonalidades ni formas de ser. La uperversidadu 
que pueda concurrir en el reincidente no pue- 
de, pues, ser objeto de la pena. Tampoco puede 
tratarse con una pena la peligrosidad mayor 
que pueda demostrar aquél, pues la peligrosi- 
dad del sujeto debe afrontarse dentro de  los Ií- 
mites estrictos mediante las medidas de segu- 
ridad. Pero en el hecho mismo de ser reinci- 
dente tampoco cabe descubrir una gravedad o 
una peligrosidad que justifique su castigo. No 
es más grave la lesión al bien jurídico de que se 
trate, por el hecho de que su autor haya delin- 
quido en otra ocasión. El hecho tampoco en- 
cierra mayor peligrosidad para el bien jurídico 
afectado. A lo sumo, cabe ver en el hecho del 
reincidente una carga adicional de nrebeldían 
frente al orden jurídico, manifestado por su 
significado de insistencia. Pero tal urebeldíau, a 
nuestro juicio, no puede fundamentar la inter- 
vención de un Derecho penal que debe de ser 
no moralizante, que no puede perseguir la fide- 
lidad ni la sumisión interna de los destinata- 
rios de sus normas. 

Por el contrario, este Derecho penal, tal 
como estamos configurando esta reforma, par- 
te de  una actitud liberal que limita su actua- 
ción a la protección de los bienes jurídicos en- 
tendidos como condiciones existenciales de la 
vida social. 

En el reincidente suele concurrir, por otra 
parte, una menor capacidad de resistencia 

trente al delito; menos capacidad de resisten- 
cia que le dificulta la posibilidad de atender a 
la llamada de las normas, lo que puede enten- 
derse como una menor culpabilidad al volver a 
delinquir, que compensaría sobradamente, al 
menos exculparía, la mayor «rebeldía» del 
reincidente. 

Querer neutralizar la mayor tendencia a la 
recaída con un castigo o amenaza penal más 
grave se opondría a los límites del Derecho pe- 
nal en cuanto al principio de culpabilidad. 

Por estas razones, que se pueden sintetizar 
en las dos a que me refería al principio de mi 
intervención, es decir, la coherencia con el 
principio del Derecho penal que estamos san- 
cionando con esta reforma, y por la segunda 
razón de favorecer la reinserción del delin- 
cuente, cosa obviamente dificultada, todo el 
mundo está de acuerdo en que precisamente 
es uno de los mayores obstáculos, pues la rein- 
serción se presenta justamente en relación con 
el delincuente habitual para que por el hecho 
de serlo no tenga probablemente por ese solo 
caso un mayor grado de peligrosidad; por esta 
razón y, al mismo tiempo, señalando la coinci- 
dencia en otros tiempos con el Grupo Socialis- 
ta, pedimos, para mantener la coherencia con 
el proyecto, la supresión definitiva de esta cir- 
cunstancia. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Pérez 
Royo. 

Se han acumulado todas las enmiendas. Se 
ha retirado la número 107, del Grupo Parla- 
mentario Centrista, y se mantiene la 328, del 
señor Bandrés, que supongo será defendida 
por el mismo. (Asentimiento.) 

Tiene la palabra el señor Bandrés, y queda 
sin efecto el escrito a que hemos hecho refe- 
rencia al principio de la sesión. 

El señor BANDRES MOLET Muy brevemen- 
te para indicar que esta enmienda contiene 
dos extremos: uno, la exigencia de que fuera 
firme la sentencia por la que hubiera sido con- 
denada anteriormente el procesado o inculpa- 
do. Esto ha sido recogido en el dictamen. Nos 
queda el segundo aspecto de la enmienda, que 
trata de evitar que una falta de sistematización 
en el actual Código Penal o en los futuros códi- 
gos penales pueda revertir en una improce- 
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dente apreciación de la reincidencia, agravan- 
do con ello la pena. 

No hay que olvidarse de que estamos en la 
contemplación de las circunstancias agravan- 
tes. Esta exigencia ha sido reconocida en mu- 
chas sentencias y puede ocurrir dentro del 
mismo Capítulo del Código Penal que se in- 
cluyan bienes jurídicos de distinta naturaleza. 

Esa es la razón por la que pedimos exista ho- 
mogeneidad entre el bien jurídico protegido 
por el delito en que atentó o delitos anterior- 
mente cometidos, y aquél por el que está sien- 
do enjuiciado el procesado. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Existe asimismo la 
enmienda número 293, de sustitución parcial 
en el párrafo 2, del Grupo Parlamentario Vas- 
co. 

Tiene la palabra el señor Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presiden- 
te, si le parece bien defendería conjuntamente 
las enmiendas números 293 y 294, ambas en- 
miendas al artículo 10, en su párrafo 15. 

El señor PRESIDENTE: Perfecto, gracias. 
Tiene la palabra el señor Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA: La primera de 
ellas es la número 293, que intenta sustituir el 
concepto formal de reicindencia que creemos 
que contiene el proyecto, aun reconociendo el 
avance que ha supuesto, por un concepto más 
acorde con los postulados criminológicos. Fí- 
jense, señorías, que la definición de reinciden- 
cia viene motivada o fundamentada sobre el 
hecho de que el condenado lo hubiera sido ya 
en otra ocasión por un delito de los compren- 
didos en el mismo capítulo de este Código. ese 
es un concepto formal que yo intenté expresar 
en Ponencia y en Comisión, y ponía un ejem- 
plo: En el Código Penal vigente hay diversas fi- 
guras de delito que suponen ataques a la vida y 
que, sin embargo, son regulados en diferentes 
capítulos y títulos, por ejemplo, el homicidio 
común con respecto a un Jefe de Estado o robo 
con homicidio. Son delitos a nuestro modo de 
ver de parecida o de la misma naturaleza y, sin 
embargo, vienen regulados en diferentes capí- 
tulos y títulos. 

Por tanto, mi Grupo solicitaría que la con- 
cepción de reincidencia, más acorde con lo 
que se pretende en este avance que supone la 
nueva definición de reincidencia, hiciese refe- 
rencia, valga la redundancia, al hecho mismo 
de que el delito anterior fuese de la misma na- 
turaleza. Eso es lo que puede revelar una per- 
sonalidad y características que el Tribunal 
puede tener en cuenta, no el supuesto de que 
estuviésemos en presencia de un delito formal- 
mente conseguido o incluido en el mismo capí- 
tulo. 

La segunda enmienda, de mayor alcance y 
trascendencia, consiste, y coincido un poco 
aquí con algunas de las afirmaciones que ha 
hecho el representante del Partido Comunista, 
señor Pérez Royo, no tanto en la supresión de 
la reincidencia como circunstancia agravante, 
sino que su consideración sea de apreciación 
facultativa por el Tribunal. (E1 seííor Vicepresi- 
dente, Torres Boursault, ocupa la Presidencia.) 

El artículo 10 del Código Penal enumera las 
circunstancias agravantes; sin embargo, noso- 
tros entendemos que el hecho de que un sujeto 
haya sido ejecutoriamente condenado con an- 
terioridad por un delito de la misma naturale- 
za, que es nuestra pretensión, o dos o más deli- 
tos, o delitos señalados con una pena igual o 
superior, no revela necesariamente una peli- 
grosidad, un hecho que el Juez o el Tribunal 
sentenciador esté obligado a considerarlo para 
agravar la pena. 

Entendemos, por ejemplo, que puede darse 
la circunstancia de que estuviésemos inculpan- 
do a un sujeto por un delito de apropiación in- 
debida o de hurto o estafa y esta persona hu- 
biese sido ejecutoriamente condenada en dos 
ocasiones por delitos de imprudencia en mate- 
ria de tráfico o un delito culposo que, evidente- 
mente, no revela necesariamente una persona- 
lidad tendente a la delincuencia por el hecho 
de que ahora estemos en presencia de un deli- 
to de apropiación indebida o hurto por estafa. 
Creo que es confiar en los criterios humanísti- 
COS, que incluye y que, como decía el seíior Mi- 
nistro con razón, están latentes en esta refor- 
ma parcial y urgente del Código Penal, el he- 
cho de que el Tribunal sentenciador pueda va- 
lorar en cada caso cómo esa circunstancia 
agravante influye en la sentencia. 

Creemos que esta enmienda va más en el 
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sentido de la filosofía y de los principios que, 
según ustedes, inspira este proyecto de refor- 
ma. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Gracias, señor Vizcaya. 

¿Turno en contra? (Pausa.) 
Enmienda número 13, del Grupo Parlamen- 

tario Popular, de adición de un párrafo nuevo 
tras el segundo párrafo del apartado 15. 

Tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

Señoras y señor Diputados, me cumple en 
este momento la defensa de una enmienda en 
la que sostenemos la conveniencia social, am- 
pliamente sentida por numxosas capas de la 
sociedad española, de mantenimiento, de un 
párrafo nuevo, no incluido en el texto de la re- 
forma, de la agravante de multirreincidencia. 

El día de la presentación del proyecto de Ley 
por parte del excelentísimo señor Ministro de 
Justicia se aludió a ese tema. Y se aludió, dicho 
sea con el respeto y el cariño que el señor Mi- 
nistro de Justicia sabe le profeso, sin tomar en 
consideración el alcance de la enmienda que 
proponemos. 

Dijo el señor Ministro (son palabras textua- 
les que tomo del acta taquigráfica): «Yo sé per- 
fectamente que desde la derecha se ha acusado 
a esta reforma y se ha afirmado que con la mis- 
ma se procedía a desarmar a la sociedad. Yo 
quiero criticar esta acusación y expresar mi 
disconformidad clara y rotunda con esta acu- 
sación, porque, a la altura de 1983, mantener 
para determinados delitos contra la propie- 
dad, realizados sin violencia o intimidación en 
las personas, sino simplemente con fuerza en 
las cosas, mantener la posibilidad de aplicar 
una pena de reclusión menor, es decir, la mis- 
ma pena que el Código Penal establece para el 
homicidio, pena que se puede imponer, insisto, 
en determinados supuestos de robos con fuer- 
za en las cosas, concurriendo el agravante de 
multirreincidencia -a cuya supresión se opo- 
ne algún Grupo de esta Cámara-.. me parece 
(decía el señor Ministro) una ceguera valorati- 
va auténticamente escandalosa, porque signifi- 
ca poner en un mismo pie de igualdad, en un 

mismo nivel, bienes jurídicos tan distintos 
:omo la vida y la propiedad)). 
Y después se extendía el señor Ministro en 

zonsideraciones sobre la anticonstitucionali- 
dad posible del mantenimiento de esta agra- 
vante de multirreincidencia. 
Yo rogaría al señor Ministro, rogaría a esta 

Cámara, que examinara, porque en realidad 
así es, el conjunto de enmiendas que el Grupo 
Popular ha presentado en este tema, no indivi- 
dualmente, sino en su integridad. 
¿Y por qué en su integridad? Porque, señor 

Ministro, no vale acusar a la derecha española, 
no vale acusar a los Partidos conservadores, li- 
berales y reformistas que nosotros representa- 
mos en esta Cámara, de algo que no han dicho. 
‘Rumores.) Si se toman la molestia de leer el 
zonjunto de nuestras enmiendas, verán que no- 
sotros expresamente no lo hemos enmendado. 
Admitimos la supresión de la regla sexta del 
artículo 61, que es cabalmente la regla que po- 
sibilita aquello que tanto escandalizaba al se- 
ñor Ministro y que incluso le llevaba a decir 
que proponíamos desde esos bancos solucio- 
nes anticonstitucionales. 

Si nosotros admitimos la supresión de esa 
Regla 6.8 del artículo 61, en la que efectivamen- 
te se otorgaba a los Tribunales, en el caso de la 
multirreincidencia, la posibilidad de poner 
pena mayor que la señalada por la Ley en su 
grado máximo, estamos en la misma filosofía 
que el señor Ministro, estamos en la misma fi- 
losofía, serenamente progresista, que inspira 
(porque la sociedad es progreso), creo yo, a to- 
dos los Diputados de esta Cámara. Pero ello no 
quiere decir que no debamos admitir, y lo ad- 
mitimos en defensa de la sociedad española, de 
la tranquilidad ciudadana, de la paz pública, en 
definitiva, que se siga manteniendo como una 
agravante específica la multirreincidencia. 
¿Por qué? Porque exactamente igual que noso- 
tros no nos hemos opuesto a la supresión de 
esa Regla 6.’ del artículo 61 hemos mantenido, 
en cambio, que en el Código Penal se sigan sos- 
teniendo los apartados 2.0 y 4.0 del mismo ar- 
ticulo 61. Es decir, que se dé al Poder judicial la 
posibilidad de que, en  caso de una agravante, 
pueda imponer una pena en su grado medio o 
máximo y no simplemente en el medio como 
quiere el proyecto. De esta suerte, cuando un 
Tribunal vea que tiene que juzgar el hecho en- 
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causado en base de un requisito o de una exis- 
tencia de multirreincidencia, naturalmente 
que eso pesará en su ánimo, y naturalmente 
que podrá llevarle al medio o, más probable- 
mente, al máximo. Así es como se combate, 
también preventivamente, la delincuencia ha- 
bitual. 

Se ha dicho desde aquí, en argumentaciones 
que naturalmente nosotros rechazamos, que 
no se debe proponer, como proponemos, el 
mantenimiento de la agravante de multirrein- 
cidencia, que ni siquiera la reincidencia debe- 
ría ser admitida, ya que nunca la peligrosidad 
puede justificar el recurso a la pena. 
Yo tengo que decir a esto, señores, que el Có- 

digo Penal es ante todo un Código destinado a 
proteger a la sociedad; un Código destinado a 
mantener, bien que en base del principio de in- 
tervención mínima -siempre que la interven- 
ción mínima sea adecuada-, la paz social que 
todos necesitamos, que todos propugnamos; 
paz social que es absolutamente indispensable 
para que luego todos podamos ejercitar los de- 
rechos que nuestra Constitución nos confiere 
democráticamente, socialmente, en el Estado 
social y democrático de Derecho. Es, por tanto, 
obligación del legislador prevenir ese tipo de 
conductas especialmente agravadas que ponen 
en riesgo y provocan incluso que se alcen en 
manifestaciones, de las cuales tenemos estos 
días clara conciencia, todos los ciudadanos pi- 
diendo esa paz que empieza a desaparecer y 
que mucho nos tememos que después de la re- 
forma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y 
ahora si prospera esta excesiva -también se 
peca por exceso, señor Ministr- benevolen- 
cia para con el delincuente, va a provocar un 
estado lamentable en las calles, en los pueblos, 
en las carreteras, en España entera. (Rumores.) 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Ruiz Callardón. 
¿Turno en contra? (Pausa.) 

Tiene la palabra el señor López Riaño. 

El señor LOPEZ RIAÑO Señor Presidente, 
señorías, entiende el Grupo Socialista que en 
el análisis de esta enmienda entra un debate 
de gran profundidad. 

Estamos en un proceso de reforma penal y 

tendríamos que tener, señoras y señores Dipu- 
tados, una idea previa de qué es lo que estamos 
haciendo. Podría decirse que la historia de una 
sociedad puede ser analizada y descrita en el 
sentido de cómo se ha comportado respecto a 
su consideración de cómo han de castigar unos 
seres humanos a otros. Sabemos que el Estado 
tiene esa capacidad o facultad sancionadora 
que, además, es exclusiva y excluyente; pero 
nos apartamos tanto más de un Estado primiti- 
vo  o de un Tercer Mundo en la medida en que 
somos capaces de comprender, como socie- 
dad, que estamos avanzando cuando ajusta- 
mos la sanción penal a las realidades concretas 
históricas de un pueblo determinado. Un pue- 
blo que ajusta su Ley penal es un pueblo que 
traza ya un camino hacia una profunda liber- 
tad. En consecuencia, un pueblo que avanza de 
esa manera tiene que descartar como principio 
de su acción legislativa cualquier considera- 
ción de temor o de pánico. 

No es posible desde la perspectiva de grupos 
que se definen como conservadores y, al mis- 
mo tiempo, liberales, temer a la libertad. Esta- 
mos ejerciendo una facultad que nos concede 
la Constitución; pero tenemos que ejercerla 
desde dos perspectivas: una, de carácter emi- 
nentemente humano, la que se refiere a la con- 
sideración que tengamos nosotros entre el 
ajustamiento preciso de la norma legal y la 
conducta humana, y otra, evidentemente de 
carácter político, la de la seguridad de nuestra 
sociedad. 

Pues bien, en atención a una experiencia ju- 
risprudencial; en atención a posiciones no ya 
avanzadas, sino que autores que no pueden ser 
considerados como tales y que han sido cita- 
dos por el señor Ruiz Callardón, por ejemplo, 
el señor Bodríguez Morullo, mantienen en 
nuestra sociedad doctrinalmente que es senci- 
llamente inadmisible no rectificar la multi- 
rreincidencia que se contenía en nuestro viejo 
Código. Porque hay en toda pena, señoras y se- 
ñores Diputados, un principio de retribución. 

Seríamos todos los Diputados injustos si 
como legisladores no tuviésemos presente que 
ahora mismo lo que tenemos que hacer es ajus- 
tar en sus debidas dimensiones los comporta- 
mientos humanos que consideramos punibles. 
En ese sentido, entendemos que el texto de la 
Comisión se’ ha redactado precisamente con 
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un gran equilibrio. Por un lado, ha habido Gru- 
pos de la Cámara, como el representado por el 
señor Pérez Royo, que nos han hecho recordar 
posiciones avanzadas en este punto. Con fre- 
cuencia se dice en la Cámara que el Partido So- 
cialista' mantenía unas posturas cuando era 
oposición. Yo creo que desde la izquierda, y el 
señor Pérez Royo lo entenderá bien, el proceso 
no es nunca un proceso finalizado; en conse- 
cuencia, un Partido político no se contradice 
cuando asume algo que no es marginal: la res- 
ponsabilidad de apoyar al Gobierno de la na- 
ción. Y eso no modifica nuestras ideas, señor 
Pérez Royo, las concreta en una realidad so- 
cial, la cual, como conductores y como directo- 
res de un Estado, tenemos que asumir. No hay 
ahí una rectificación de criterios; hay, sencilla- 
mente, la obligación de un análisis concreto de 
nuestra realidad social. Y así la asumimos, y 
quedan abiertas puertas para el futuro. Y en la 
medida en que la sociedad española entienda 
que otras cuestiones han de ser reformadas, se- 
rán reformadas en su justo momento y con el 
consentimiento mayoritario de esta Cámara. 

Otras enmiendas tienen un carácter técnico 
concreto. En Comisión tuvimos un debate res- 
pecto de si se podía introducir aquí el término, 
por ejemplo, referido a delitos ude análoga na- 
turaleza», y contemplamos -y tiene que reco- 
nocerlo así el señor Vizcaya- que era difícil in- 
troducir ese término .de análoga naturaleza. 
en el manejo de algo que tiene que ser preciso 
para la interpretación de nuestra jurispruden- 
cia. En ese sentido, entendemos que la referen- 
cia que el texto de la Comisión hace a delitos 
«que se contienen en un mismo capítulo» es 
hoy suficiente para aclarar a la jurisprudencia 
española cuál es la posición del legislador. 

Otras enmiendas se refieren quizás a temas 
que van por el mismo camino. La enmienda 
centrista fue retirada. Otras inciden en la capa- 
cidad que podría ser otorgada en esta posición 
a los Jueces para aplicar o no la reincidencia. 
Evidentemente, esa no puede ser asumida; la 
reincidencia, como agravante, como algo que 
agrava la pena, que el tipo legal ya define, no 
puede quedar al arbitrio del Juez, porque se 
constituiría una situación de absoluta injusti- 
cia comparativa. En unos supuestbs sí se agra- 
varía, en otros supuestos, por decisión juris- 
prudencial, no se agravaría. 

Nos parece que no se puede jugar en este 
sentido y que la Comisión ha hecho bien cuan- 
do ha mantenido esos términos claros, preci- 
sos y rotundos que hacen posible que la lectu- 
ra del artículo no introduzca en la mente de 
nuestros Jueces ninguna posibilidad de error o 
de valoración subjetiva. 

Con esta contestación, señorías, queremos 
decir que los socialistas confiamos seriamente 
en que, cuando se da un paso hacia delante y se 
rectifica algo que consideramos injusto, esta- 
mos desarrollando, no con caracter excluyen- 
te, porque sin la cooperación de ustedes ello 
sería imposible, estamos sencillamente desa- 
rrollando un principio que puede, cuando se 
traduzca a la sociedad, ser ejemplar. Vamos a 
introducir -y así lo anunciamos en Comisión 
y hay ocasión ahora para decirlo a SS. SS.- 
una nueva regulación de las medidas. Porque, 
¿qué pasa en el punto de la reiteración en la 
conducta humana? Hay un momento en que 
sabemos todos que la pena -y es una conside- 
ración que aceptan todas las doctrinas jurídi- 
co-penales modernas- n o  cumple su finali- 
dad, la pena ya no es retributiva, no enseña al 
delincuente; la sociedad, al mismo tiempo, no 
viene protegida por mantener esa insistencia. 
A partir de ahí, la consideración que tenemos 
que hacer (y la tenemos que hacer de modo co- 
lectivo, porque eso es lo que nos aparta del ter- 
cermundismo, eso nos facilitaría el diálogo de 
una soberanía nacional en todos los términos), 
a partir de  ese momento y con la colaboración 
de ustedes, el seguir avanzando en ese punto. 

Cuando llegue la reforma total del Código 
Penal - q u e  ya está anunciada por el Parti- 
do-, en su momento oportuno, tendremos 
ocasión de analizar estos proyectos, incluso in- 
troducir alguna mejora de acuerdo con esa 
adecuación y esa responsabilidad que como le- 
gisladores penales tenemos que asumir ,en 
toda su integridad. Tengan, señorías, la seguri- 
dad de que el Grupo Socialista estará abierto a 
cualquier sugerencia. 
Y -termino- en cuanto a los términos y 

efectos que pueda tener esto en la seguridad 
ciudadana, en tanto no comprendamos, seño- 
res del Grupo Popular, que la seguridad ciuda- 
dana es incompatible con cualquier definición 
de rigor simplemente autoritario o represivo; 
que la seguridad ciudadana en nuestro país se 
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tiene que formular desde una nueva perspecti- 
va de diálogo, de entendimiento; de que no hay 
en una sociedad democrática privilegios jurídi- 
camente más protegibles que otros; en la medi- 
da en que seamos capaces de construir una 
nueva sociedad que se fundamente en un real 
avance, para lo que es absolutamente necesa- 
ria la cooperación de ustedes; en la medida en 
que esa sociedad que se define desde ese lado 
de la Cámara (Señalando los escaños del Grupo 
Popular.), como una sociedad liberal y conser- 
vadora, probablemente con la cooperación de 
otras opciones políticas, la seguridad ciudada- 
na en nuestro país empezará a tener una nueva 
realidad y una mayor profundidad y una 
mayor exigencia de la que tiene hoy en el uso 
de Leyes que son simplemente represivas. 
(¡Muy bien, muy bien! Aplausos.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor López Riaño. 

El señor Ruiz Gallardón tiene la palabra. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

Simplemente para recordar al viejo maestro 
Eugenio D’Ors cuando decía que los experi- 
mentos, con gaseosa. Y quiero decir que poner 
en riesgo la paz pública, como se pone con una 
excesiva rebaja de penas, con una supresión de 
circunstancias agravatorias, no es en modo al- 
guno un dato progresivo; es un dato experi- 
mental que el propio señor López Riaño ha di- 
cho que podrá ser objeto de consideración el 
día en que entremos a examinar el texto com- 
pleto y definitivo del Código Penal; pero que 
mientras tanto, esa gaseosa de que hablaba Eu- 
genio D’Ors se puede transformar en trilita. 
(Rumores y pateos.) en las calles de España, y 
eso no lo queremos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Silencio. Muchas gracias, señor Ruiz Ga- 
llardón. 

Tiene la palabra el señor Pérez Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Para un breve turno, que más que de réplica 
va a ser de rectificación. Y no es de réplica por- 
que prácticamente yo comparto la totalidad de 

los argumentos que ha expresado el seiior Ló- 
pez Riaño que, francamente, ha defendido, con 
mayor rigor del que yo he sido capaz de poner, 
mi propia enmienda; porque ha habido unas 
frases, en la argumentación que él ha hecho, de 
las que se derivan unas consecuencias que con- 
ducirían a la aceptación de la enmienda que he 
presentado en nombre de los Diputados comu- 
nistas. 

Por otro lado, en cuanto a su referencia a mi 
intervención, el único elemento de comentario 
no ha sido sobre el fondo, sino sobre un ele- 
mento anecdótico, y es la divergencia que hoy 
existe entre nuestros dos Partidos en contrapo- 
sición con la coincidencia que hubo en la legis- 
latura pasada. Señor López Riaño, tenga pre- 
sente que, si he mencionado ese dato, no ha 
sido con carácter de reproche, no se trata de 
estar mirando al pasado, no se trata de repro- 
char nada; los cambios son cosa lógica, son co- 
sas que se tienen que hacer. No se trata de nin- 
guna contradicción, sino que sería un argu- 
mento más en refuerzo de la posición que yo 
defendía. ¿Y qué mejor argumento que decir 
que los ilustres juristas del Grupo Socialista y 
la sensibilidad política del Grupo Socialista ha- 
bían coincidido con todos los argumentos por 
mí expuestos en ocasiones precedentes sobre 
este punto? Ya sé que en otros sectores del 
Grupo Socialista ha habido divergencias en 
este punto, de lo cual no hay tampoco por qué 
extrañarse tanto; también sé que en el Consejo 
del Poder Judicial, al que perteneció en la pa- 
sada legislatura el señor Ministro, hubo una 
posición divergente en cierta medida en rela- 
ción con este punto. Y algunas de ellas tam- 
bién las aludió el señor López Riaño. 

De manera que hay razones para justificar 
los cambios. En cualquier caso, yo quería re- 
forzar eso. 

También quería decir otro argumento que 
no expuse anteriormente, y es que, en último 
caso, la circunstancia de reincidencia, de ser 
admitida, debía ser como propone el PNV por 
boca del señor Vizcaya, de apreciación discre- 
cional, con lo cual estaríamos también refor- 
zando la coherencia con el sentido general del 
proyecto. 

JPor último, quiero decir que, de las palabras 
del señor López Raño, he entendido que este 
tema queda abierto para una posterior consi- 
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deración, que no necesariamente debe ser en 
retroceso, como parece indicar el señor Ruiz 
Gallardón, sino que los progresistas de esta Cá- 
mara esperamos que se produzca en avance, 
eso sí, en el sentido que propone nuestra en- 
mienda. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

Tiene la palabra el señor Vizcaya. 
sault): Muchas gracias. 

El señor VIZCAYA RETANA: Para una breve 
réplica al señor Mpez Riaño. 
Yo comprendería que se nos rechazara la en- 

mienda en lo relativo al hecho de que la cir- 
cunstancia agravante de reincidencia sea de 
apreciación facultativa por el Tribunal, dicien- 
do: Usted plantea la teoría de que siempre que 
exista reincidencia, ustedes quieren que se 
agrave forzosamente la pena al inculpado. Esa 
sería una respuesta coherente. Pero usted, se- 
ñor Mpez Riaño, ha dicho, si no he entendido 
mal, que la razón fundamental a su rechazo es- 
triba en que se podían dar circunstancias de 
agravios comparativos o de discriminación; es 
decir, en unos momentos, el Tribunal senten- 
ciador aprecia la circunstancia de reincidencia 
y agrava la pena, y en otros supuestos, no. 

Yo creo que el Código Penal y la Ley de En- 
juiciamiento Criminal están plagados de he- 
chos en los cuales la libre apreciación, o la fa- 
cultativa apreciación por el Juez o el Tribunal 
determina la solución del caso. Por ejemplo, en 
la propia reforma, para el caso de condena 
condicional es el Tribunal el que puede aplicar 
o no la condena condicional según una serie de 
circunstancias, pero que él libremente las 
aprecia; o la prisión provisional, e tcé tek  Es 
decir, que el Juez o Tribunal, según la tennino- 
logia aprobada, el Tribunal, por el hecho de 
que en cada caso, apreciando de modo ponde- 
rado y de modo adecuado las circunstancias 
del autor o del individuo detenido o inculpado 
y las circunstancias que se dan o que rodean el 
hecho, puede apreciar en cada caso que la cir- 
cunstancia de reincidencia, que está demostra- 
da y aprobada, juegue como agravante o no 
juegue como agravante, porque aprecia las cir- 
cunstancias del detenido y del hecho. 

(El setior Presidente ocupa la Presidencia.) 
Esta apreciación facultativa que se da en mu- 

chísimos casos y además expresamente recogi- 
da para el Tribunal en el Código Penal, no creo 
que pueda considerarse como un agravio com- 
parativo, como un supuesto de actuación dis- 
criminatoria. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE Vamos a proceder a 
las votaciones del artículo 10.15, terminado el 
debate. 

La enmienda número 203 la dejaremos para 
el final, puesto que se podrá votar junto con el 
dictamen. 

Votamos la enmienda número 328, de adi- 
ción, del Grupo Mixto. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 236; a favor, seis; en contra, 
227; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 
guiente, desestimada la enmienda número 328, 
del Grupo Parlamentario Mixto, defendida por 
el señor Bandrés. 

Se pone a votación la enmienda número 293, 
de sustitución parcial, del Grupo Parlamenta- 
rio Vasco. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 236; a favor, 11; en contra, 
220; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE Por consiguiente, 
queda desestimada la enmienda número 293, 
del Grupo Parlamentario Vasco. 

Vamos a votar la enmienda número 294, del 
mismo Grupo Parlamentario, asumida por el 
Grupo Mixto y defendida por el señor Pérez 
Royo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 235; a favor, nueve; en con- 
tra, 220; abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE Queda, por consi- 
guiente, desestimada la enmienda 294, del Gru- 
PO Parlamentario Vasco. 

A continuación pasamos a la votación de la 
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enmienda de adición, número 13, del Grupo 
Popular. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 235; a favor, 53; en contra, 
176: abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 
guiente, desestimada la enmienda número 13, 
del Grupo Parlamentario Popular. 

Vamos a votar ahora el número 15 del artícu- 
lo 10, de acuerdo con el dictamen de la Comi- 
sión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 234; a favor, 166; en contra, 
60; abstenciones, ocho. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 
guiente, aprobado el número 15 del artículo 
10, de acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

La Comisión modificó el artículo 10, número 
16, no incluido en la reforma. Hay un voto par- 
ticular del Grupo Popular, que va a defender el 
señor Calero. 

El señor CALERO RODRIGUEZ: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

Para que el asunto quede suficientemente 
claro tanto para los juristas como para los que 
no lo son -y extiendo este debate, por tanto, a 
personas que se interesen, no solamente los ju- 
ristas, sino también los no juristas, por estos te- 
mas-, voy a intentar plantear el problema con 
toda la claridad y sencillez posibles. 

El texto del proyecto de Ley remitido por el 
Gobierno a esta Cámara mantenía la agravante 
16 del artículo 10 del Código Penal tal y como 
estaba redactada en el actual y vigente Código 
Penal, es decir, que se consideraba una cir- 
cunstancia agravante cuando el autor del he- 
cho lo ejecutare con ofensa de la autoridad o 
desprecio del respeto que por la dignidad, 
edad o sexo mereciese el ofendido, o en su mo- 
rada cuando no haya provocado el correspon- 
diente suceso. 

Pues bien, en Comisión se pretendió reducir 
-y en el texto de  la Comisión así viene- un 
elemento de esta circunstancia agravante y su- 

primir la expresión y el concepto de sexo, es 
decir, no se considera, según el texto de la Co- 
misión, circunstancia agravante cuando el au- 
tor del hecho actuare con desprecio de la dig- 
nidad que mereciese el sexo correspondiente 
del ofendido. 

El Grupo Popular ya sostuvo en Comisión su 
voto en contra, y vamos a razonarlo. 

El argumento que se da a este respecto por 
parte de los que sostienen esta enmienda del 
Código Penal, no incluida en principio en la re- 
forma, es que sería vejatorio para la mujer el 
seguir manteniendo esta circunstancia del 
sexo, entendiendo que era discriminatorio 
para la mujer el mantener el elemento sexo 
como una circunstancia agravante en la comi- 
sión de un delito. 

Nosotros, por el contrario, entendemos que 
esta referencia al sexo no tiene nada que ver 
con la posible discriminación de la mujer y 
consideremos que tiene un planteamiento 
bien distinto. 

Mantener la identidad entre el hombre y la 
mujer es un viejo concepto, precisamente no 
progresista, porque ya en el Renacimiento e, 
incluso con anterioridad, los escolásticos se 
planteaban la identidad de todos los seres hu- 
manos, hombres y mujeres, y, por tanto, esto 
forma parte de uno de los cimientos funda- 
mentales de la cultura occidental. Lo que ocu- 
rre es que mantener una identidad entre todos 
los hombres o mantener una identidad entre 
todos los hombres y todas las mujeres es una 
referencia exclusiva a su capacidad jurídica de 
asumir la totalidad de derechos y deberes. Esa 
es la verdadera identidad entre el hombre y la 
mujer y la identidad que debe constituir un 
principio fundamental en cualquier sociedad 
avanzada. 

Ahora bien, mantener que de ahí debe deri- 
varse una identidad física entre el hombre y la 
mujer resulta absurdo, porque, gracias a Dios, 
los hombres y las mujeres físicamente son dis- 
tintos. (Risas.) Son distintos, y eso implica que 
la mujer por su constitución física es general- 
mente más débil que el hombre, con excepcio- 
nes importantes. Por tanto, la mujer, siendo la 
ofendida en un delito, se puede encontrar en 
situación de debilidad física con respecto al 
agente de ese delito, que puede aprovechar su 
mayor vigor físico para la comisión del delito. 
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Esta es la verdadera razón y la verdadera jus- 
tificación, aunque cause mucha gracia a 
SS. SS., por la cual se mantenía esta circuns- 
tancia agravante en todos los Códigos Penales 
que ha habido en la historia del Derecho espa- 
ñol y por lo que el Grupo Popular entiende que 
debe mantenerse. 

Ni siquiera Concepción Arenal, la gran pena- 
lista y una de las primeras mujeres feministas 
que se recuerdan en nuestra Historia, escribió 
ni una sola línea sobre la supresión de esta cir- 
cunstancia, y recuerden todas SS. SS. que Con- 
cepción Arenal, ilustre penalista, mantenía la 
necesidad de llegar a una igualdad de derechos 
entre el hombre y la mujer, pero eso no tiene 
nada que ver. 

El suprimir, con la excusa de la igualdad de 
derechos del hombre y la mujer, este elemento 
de esta circunstancia agravante, es, dicho en 
términos coloquiales, coger el rábano por las 
hojas. (Una señora Diputada: ¡Fuera! Rumores. 
Risas.) 

El señor PRESIDENTE: El señor Granados 
tiene la palabra. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presi- 
dente, hay por ahí, todavía, actuando en plena 
madurez y facultades cierta artista de varieda- 
des cuyo número fuerte consiste en arrastrar 
con los dientes un tren entero. (Risas.) Hasta 
ahora no he tenido la fortuna de ver ese espec- 
táculo, pero lo que sí digo desde ahora es que 
lamentaría tenérmela que encontrar con acti- 
tudes discrepantes y agresivas. (Risas.) Con 
este ejemplo quiero demostrar que esa supues- 
ta, inicial y genérica debilidad de la mujer con 
respecto al hombre admite muchas y loables 
excepciones, no solamente desde el punto de 
vista físico, sino, lo que es más importante, des- 
de el punto de vista intelectual que, además, es 
el que genera la fuerza moral y efectiva en 
cualquier relación en cualquier comunidad. 
(Aplausos en los escaños de la izquierda.) 

Pero yo comprendo la inquietud de SS. SS. 
porque, efectivamente, la justificación de la 
pervivencia de esta agravante de sexo en nues- 
tro Código responde -no nos equivoque- 
mos- a un principio de galantería, pero creo 
que dicho principio de galantería no debe es- 
tar protegido especialmente en nuestro Códi- 

go Penal y que, por el contrario, hay que pres- 
tar mucha más atención, por ejemplo, a los 
convenios internacionales que están propug- 
nando la eliminación de toda forma de discri- 
minación por razón de sexo. Ayer, precisamen- 
te, todos los señores Diputados que estamos en 
esta Cámara tuvimos la oportunidad de reco- 
ger en nuestras respectivas casillas el texto de 
un proyecto de Ley, que se va a someter a la 
consideración de la Cámara, de un Convenio 
de las Naciones Unidas contra la discrimina- 
ción por razón de sexo, en cuyo artículo 5.0 - 
lectura que recomiendo a los señores Diputa- 
dos del Grupo Popular- viene precisamente 
recogida, aunque sin decirlo con textuales pa- 
labras, esta discriminación - q u e  es, en el fon- 
do, lo que supone-, porque habla allí de que 
hay que acabar con el mito de la debilidad de 
la mujer frente al hombre y con todas las se- 
cuelas que ese mito trae consigo en la práctica, 
desde el aspecto laboral hasta el aspecto de las 
relaciones humanas, conyugales, etcétera. 

En consecuencia, la supresión de una fórmu- 
la específica de agravación por razón de sexo 
- q u e  choca incluso contra lo que ya dice la 
Constitución y que no aporta sino ideas mani- 
das y en cierto modo dieciochescas de la socie- 
dad-, lo que está suponiendo es un avance sin 
perjudicar en absoluto al sexo contrario, del 
que afortunadamente, como S.  S .  ha dicho, los 
hombres conservamos notables diferencias, y 
por muchos años. (Risas.) 

El señor PRESIDENTE El señor Vizcaya tie- 
ne  la palabra. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presiden- 
te, solicito de su benevolencia una interven- 
ción en defensa del texto del dictamen, en la 
medida en que el dictamen incorpora la supre- 
sión de esta circunstancia de agravante de sexo 
a instancias de la enmienda número 225, del 
Grupo Vasco. 

Por esta razón, le rogaría, muy brevemente, 
un turno de defensa del dictamen de la Comi- 
sión. 

El señor PRESIDENTE: Señor Vizcaya, el 
dictamen ha sido defendido al oponerse al tex- 
to que pretende el voto particular del Grupo 
Popular. 
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El señor VIZCAYA RETANA El voto particu- 
lar del Grupo Popular defiende el manteni- 
miento de la agravante, como estaba en el 
proyecto del Gobierno. 

El señor PRESIDENTE: Precisamente, por 
eso digo que, al oponerse al voto particular, se 
ha hecho la defensa del dictamen. 

Si le parece, puede intervenir en turno de ex- 
plicación de voto de una forma amplia, y el 
Presidente no le llamará la atención. 

El señor VIZCAYA RETANA: Sí, señor Presi- 
dente, pero no para explicar el voto, sino para 
explicar el sentido de la enmienda. 

El señor PRESIDENTE: El señor Calero tie- 
ne la palabra. 

El señor CALERO RODRIGUEZ Señorías, 
consciente de la inutilidad de la réplica - 
porque no me siento capacitado esta mañana 
para convencer al Grupo Socialista; otros días, 
sí- quiero decir que creo que el señor ponen- 
te del Grupo Socialista ha entendido perfecta- 
mente lo que he querido decir. 

Por regla general, el vigor físico del hombre 
es superior al vigor físico de la mujer; hay, ya lo 
he dicho, notables excepciones. Cuando se va a 
cometer un delito contra una persona o contra 
la propiedad, lo que se tiene en cuenta no es el 
talante intelectual de la persona; si no pregún- 
tele usted a muchas señoras y señoritas espa- 
ñolas, ofendidas en una calle oscura donde se 
les ha robado, para qué les ha servido su cono- 
cimiento de Jean-Paul Sartre a la hora de con- 
vencer al delincuente de que no la robase. Aun- 
que la superioridad intelectual de la mujer so- 
bre el hombre era notable, el delincuente tenía 
la fuena física y consumó el delito. 

N o  mezclen ustedes conceptos generales con 
una agravante del Código Penal, que está debi- 
damente justificada en algo tan sencillo como 
es la naturaleza de las cosas. La naturaleza de 
las cosas, como todos los ponentes y todos los 
miembros del Grupo Socialista saben, es uno 
de los cimientos de la actual filosofía del Dere- 
cho en algo tan progresista como es la filosofía 
del Derecho alemán cuando habla de la unatur- 
gelleschafts. No hagamos Leyes que estén des- 
provistas de realidad sociológica; no hagamos 

Leyes que se aparten de la realidad inherente a 
la realidad de las cosas. Y la realidad inherente 
a la realidad de las cosas dice, afirma y seguirá 
diciendo durante muchos años, gracias a Dios, 
que los hombres y mujeres son distintos física- 
mente, y que el vigor físico del hombre, en ge- 
neral, es superior al vigor físico de la mujer. 

El señor PRESIDENTE Tiene la palabra el 
señor Granados. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presi- 
dente, muy brevemente, para replicar a las ar- 
gumentaciones tan concretas del señor enmen- 
dante. 

Entendemos que aunque desaparezca la re- 
ferencia al sexo en la futura redacción del Có- 
digo Penal, queda la palabra «dignidad» y lo 
que esto supone. En consecuencia, también, si 
se quiere, se puede seguir aplicando en rela- 
ción con los delitos que se cometen contra la 
mujer la palabra «dignidad», que se mantiene. 
Esto por una parte. 

Para esos casos que él ha dicho de evidente 
inferioridad física, en los que el autor del deli- 
to vaya a prevalerse precisamente de esa infe- 
rioridad física respecto al agresor, tenemos la 
circunstancia agravante de alevosía. En conse- 
cuencia, no entiendo por qué hay que seguir 
aludiendo al sexo con toda la carga, repito, his- 
tórica y.novelesca que eso encierra en este mo- 
mento. (El señor Vizcaya Retana pide la pala- 
bra.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Gra- 

Señor Vizcaya, no hemos votado todavía. 
Vamos a proceder a la votación del número 

16 del artículo 10, de acuerdo con el dictamen 
de la Comisión. 

nados. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 232; a favor, 165; en contra, 
61; abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 
guiente, aprobado el número 16 del artículo 
10, de acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

El señor Vizcaya tiene la palabra para expli- 
cación de voto. 
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El señor VIZCAYA RETANA: Gracias, señor 
Presidente. Muy brevemente. 

La razón que impulsó a este Grupo a presen- 
tar la enmienda 295, que fue aceptada en Co- 
misión, radica fundamentalmente en las conse- 
cuencias que se derivan del artículo 14 de la 
Constitución, que dice que todos los españoles 
son iguales ante la Ley sin que pueda prevale- 
cer discriminación alguna por razón de naci- 
miento, raza o sexo. 

Fíjense que la agravante que ahora se trata 
de suprimir en el número 16 del artículo 10 es 
la siguiente: «Ejecutar el hecho con ofensa de 
la autoridad o desprecio del respeto que por la 
dignidad, edad o sexo...». nRespeto por el 
sexo.” Mantener esta agravante parecía que 
significaba que un sexo merece más respeto 
que otro, porque el Código Penal, en la agra- 
vante 16, no está aludiendo al hecho de la des- 
proporción de fuerza física que en el hecho de 
la comisión del delito pueda operar, sino que 
está hablando del derecho al respeto, porque 
la desproporción de fuerza está contemplada 
genéricamente -sea de un sexo u o t ro-  en la 
agravante del artículo 10, número 8, que dice: 
«Abusar de la superioridad o emplear medio 
que debilite la defensa)). 

El abuso de la superioridad es la agravante 
que podría corregir la posible desproporción 
de fuerza física en el momento de la comisión 
del delito. Pero la agravante que acabamos de 
suprimir en Comisión, y ahora en Pleno, habla- 
ba del respeto especial que merece el sexo con- 
trario al del delincuente -podía ser el sexo 
masculino o femenino, dependiendo de quién 
fuese el autor del delit-. Entendemos que ya 
que desde el artículo 14 de la Constitución se 
señala la igualdad de todos ante la Ley, sin dis- 
criminación alguna por razón de sexo, este res- 
peto especial por razón del sexo no tiene senti- 
do. 

Le manifiesto que el hecho fundamental de 
la supuesta e hipotética inferioridad física de 
un sexo ante una agresión del sexo contrario 
viene ya protegido por la agravante de abuso 
de superioridad en el mismo artículo 10, nú- 
mero 8. 

El señor PRESIDENTE Vamos a pasar al nú- 
mero 17 del artículo 10, que ha sido suprimido 

en el proyecto y que el dictamen mantiene su 
supresión. 

Hay una enmienda, la 108, del Grupo Cen- 
trista, que ha sido retirada, y queda la enmien- 
da 14, del Grupo Popular. Para su defensa, tie- 
ne la palabra el seño Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

Es para defender también el mantenimiento 
de la agravante, que en este caso se refiere a la 
ejecución del hecho en lugar sagrado o desti- 
nado al culto. 

Ya el Código de 1848, en el número 19 del ar- 
tículo 10, consideraba circunstancia agravante 
la comisión del delito en lugar sagrado, inmu- 
ne o donde la autoridad pública se halle ejer- 
ciendo sus funciones. En el mismo apartado y 
en el mismo artículo, el Código de 1870 estimó 
como causa de agravación cometer el delito en 
lugar sagrado, en los Palacios de !as Cortes o 
del Jefe del Estado, en la presencia de éste o 
donde la autoridad pública se halle ejerciendo 
sus funciones. Un alcance similar tuvo en el 
Código de 1928, y fue totalmente suprimida, 
como no podía por menos, en el Código de 
1932. Reaparece, ciertamente, en nuestro Códi- 
go en la reforma de 1944, pero, ahora sí, alu- 
diendo tan sólo a la ejecución en lugar sagrado. 

Ya sabemos que se nos va a decir, porque se 
nos dijo en Comisión, desde los bancos del Par- 
tido Socialista, que «lugar sagrado» es un con- 
cepto subjetivo, porque para cada quién su ho- 
gar es sagrado, para cada quién puede ser sa- 
grada la alfombra que precisan o utilizan de- 
terminadas religiones para rendir culto a su di- 
vinidad, pero entiende el Grupo Popular que 
ninguna de esas circunstancias obsta para que 
se mantenga la especial consideración de ca- 
rácter subjetivo que, por razón del lugar -y 
ahora explicaré los dos términos-, incide en 
el presente caso para el debido mantenimiento 
de esa circunstancia agravante. 

Efectivamente, se defiende el carácter emi- 
nentemente subjetivo, porque rlugar sagrado, 
-y esa es la interpretación correcta que ha 
dado nuestra jurisprudencia al precepto- no 
es otro sino aquel donde se rinde culto a la di- 
vinidad, expresión ésta, además, recogida por 
el Diccionario de la Real Academia Española, 
lo cual supone que, subjetivamente, la víctima, 
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en el momento en que está en el lugar sagrado 
y está rindiendo culto a la divinidad, tiene una 
minusvaloración del resto de las circunstan- 
cias vitales que le rodean, puesto que entra en 
contacto, como es propio de todo ser humano, 
en frase de Javier Zubiri, con la realización que 
le ata, que le une con la divinidad. 

Por consiguiente, hay un aspecto subjetivo, 
digno de consideración, pero hay también un 
aspecto objetivo que sin duda gustará más a las 
filas socialistas. Vamos a discutir dentro de  un 
momento un conjunto de preceptos que van a 
tratar de defender la Naturaleza a través del 
delito ecológico y vamos a decir -se dijo por 
parte del señor Ministro- que son bienes de 
todos. Pues también la defensa de los lugares 
sagrados, sean éstos de cualquiera de las reli- 
giones que se practican legalmente en nuestra 
Patria, debe de ostentar esa protección espe- 
cial, más aún si tomamos en consideración la 
especial protección penal que también se va a 
otorgar a determinados bienes - o b r a s  de arte, 
por ejemplo- que están protegidos, incluso, 
para evitar que se puedan realizar determina- 
dos negocios jurídicos, dispositivos de carácter 
civil sobre las mismas. 

¿Qué queremos decir, pues, con todo ello? 
La circunstancia de lo sacro está insita en el 
mismo ser humano. Normalmente, abundante- 
mente, frecuentemente, ello se traduce en que 
unos determinados recintos se destinen al cul- 
to. Precisamente, ese destinarse al culto priva 
al sujeto que rinde culto de un conjunto de fa- 
cultades sensoriales y volitivas, porque está en 
otra función, en otra dimensión humana, cual 
es la dimensión religiosa. Olvidarse de estas 
circunstacias es como antes decía mi querido 
compañero, el señor Calero, olvidarse de la 
realidad, de una realidad sociológica que obli- 
ga, porque así lo quiere además ciertamente el 
pueblo español, al mantenimiento de ese espe- 
cial respeto, y consiguiente agravación de los 
delitos que en ellos se cometan, de los lugares 
sagrados o destinados al culto. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Ruiz 

Para un turno en contra, tiene la palabra don 
Gallardón. 

Antonio Sotillo. 

El señor SOTILLO MARTI Señor Presiden- 

te, nosotros no podemos aceptar esta enmien- 
da. Por tanto, vamos a votar conforme nos pro- 
pone el proyecto del Gobierno, por varias razo- 
nes, y fundamentalmente, la primera, por ser 
respetuosos con la Constitución española y 
zon la Ley Orgánica de Libertad Religiosa que 
esta Cámara aprobó en su día. 

Nosotrs creemos que la protección tiene que 
ser una protección derivada de instrumentos 
distintos al Código Penal, porque, además, fí-  
jense bien, los delitos contra la libertad de con- 
ciencia que mantiene el Código Penal, con una 
redacción distinta a partir del artículo 205, 
protegen precisamente el libre ejercicio por 
cada ciudadano de sus creencias, de sus ideas, 
de su conciencia. Esa es la razón fundamental 
que a nosotros nos lleva aquí a rechazar la en- 
mienda y allá a aprobar los artículos 205 y si- 
guientes del Código Penal. 

Por tanto, no estamos, pues, en una posición, 
como ha señalado el señor Ruiz Gallardón, de 
razones extrañas a la agravante, que no se re- 
fiere a la situación personal del sujeto, sino al 
mero hecho del lugar. Y esa es la circunstancia 
agravante decimoséptima del artículo 10. 

Naturalmente que existen en el Código Pe- 
nal agravantes para el delito de robo, por ejem- 
plo, de valores culturales, históricos, artísticos, 
que tienen una protección, como existe el ejer- 
cicio de la libertad de conciencia en los artícu- 
los 205 y siguientes. Por tanto, nosotros cree- 
mos que la supresión de esta agravante es con- 
secuente con las disposiciones legales existen- 
tes en nuestro país, a partir del texto constitu- 
cional y de la Ley Orgánica de Libertad Reli- 
giosa, y creemos que, en la conciencia de los 
ciudadanos, el lugar como motivo de agrava- 
ción del delito no es tan importante como el 
hecho de que se les impida el libre ejercicio de 
sus creencias o de su conciencia. En ese senti- 
do está absolutamente protegido por la refor- 
ma que nosotros avalamos. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Soti- 
110. 

Vamos a proceder a la votación de la en- 
mienda número 14, del Grupo Parlamentario 
Popular. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
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do: Votos emitidos, 232; a favor, 60; en contra, 
168; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Por consiguiente, 
queda desestimada la enmienda número 14, 
del Grupo Parlamentario Popular. 

Vamos a votar el dictamen de la Comisión, 
en cuanto suprime el número 17 del artículo 
1 o. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 229; a favor, 167; en contra, 
59; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE Queda, por consi- 
guiente, aprobado el dictamen de la Comisión, 
en cuanto se suprime el número 17 del artículo 
1 o. 

Artículo 1 1. Hay una enmienda de supresión 
parcial, la número 15, del Grupo Parlamenta- 
rio Popular. Para su defensa, tiene la palabra el 
señor Ruiz Callardón. 

El señor RUIZ CALLARDON: Con la venia 
del señor Presidente, primero, para solicitar de 
su amabilidad que me permita defender con- 
juntamente la enmienda número 15 con la nú- 
mero 17, porque se refieren ambas -una al ar- 
tículo 1 1  y otra al artículo 18- al mismo su- 
puesto de hecho. 

El señor PRESIDENTE: Adelante. 

El señor RUIZ CALLARDON: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

Efectivamente, se ha introducido en el texto 
que estamos debatiendo una modificación im- 
portante. 

En el artículo 11  se establece - e s t o y  leyen- 
do el texto aprobado por la Ponencia- que es 
circunstancia que puede atenuar o agravar la 
responsabilidad según la naturaleza, los moti- 
vos y los efectos del delito, ser el agraviado có- 
nyuge o persona con quien se halle ligado por 
análoga relación de afectividad, ascendientes, 
descendientes, etcétera. 
Lo que el Grupo Popular propugna en este 

artículo, y en su correlativo artículo 18, es la 
supresión de esa persona con quien se halle li- 
gado por análoga relación de afectividad. 

Ello lo hace por las siguientes razones, todas 
las cuales, creo, tienen un sólido fundamento 
incluso de carácter constitucional. En primer 
término, porque una de las normas admitidas, 
establecidas y comúnmente sentidas que su- 
byacen en la Constitución es la defensa de la 
familia, y el Grupo Popular tuvo ocasión de 
presentar un proyecto de Ley relativo a este 
tema. En segundo término, porque con la re- 
dacción técnica que se da a este artículo que 
estamos criticando, no se sabe bien si esa per- 
sona ligada con mayor o menor relación de 
afectividad puede ser incluso del mismo sexo. 
En tercer lugar, porque puede darse el caso de 
la pluriparticipación en esa circunstancia de 
multitud de personas ligadas por la misma re- 
lación de afectividad. En definitiva, porque es 
un artículo en el que se traduce, se trasluce y 
se establece un ataque, no diré que frontal, 
pero sí solapado a la institución familiar que 
constitucionalmente estamos todos obligados 
a defender. 

Todas estas razones abundan el que en el 
presente caso deban ser estimadas las dos en- 
miendas que he defendido. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 
ñor  Ruiz Gallardón. Para un turno en contra, 
tiene la palabra el señor Granados. 

El señor CRANADOS CALERO: Por la lectu- 
ra de la justificación de la enmienda que acaba 
de mantener el señor Ruiz Gallardón nos da la 
impresión de que está confundiendo los térmi- 
nos y la finalidad que perseguimos con el tex- 
to, tal como queda redactado, puesto que está 
hablando de que queremos equiparar en un 
mismo nivel una institución como es el matri- 
monio y una relación de afectividad, y no es 
ese el contenido ni la esencia de la reforma. 

Estamos hablando de una institución que 
permanece exactamente igual, con su protec- 
ción conyugal a los fines que persigue este ar- 
tículo, y lo que estamos introduciendo es un 
elemento que no emana exclusivamente ni 
aper se* de la relación matrimonial, como es la 
relación de afectividad que surge de una pare- 
ja, aunque no esté unida en matrimonio. Este 
es un hecho notorio que la sociedad ha asimila- 
do y se producen multitud de ocasiones en que 
así ocurre, luego es justo que se extienda a esta 
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relación de afectividad la protección a que se 
refiere el artículo. 

¿Por qué la redacción se produce con la pre- 
cisión del texto? Pues porque no tiene, como 
antes he dicho, ninguna relación directa ni de 
equiparación, sino en cuanto que el matrimo- 
nio se presume, vamos a decirlo así, que lo pre- 
side una relación de afectividad, que no siem- 
pre e5 igual, ya que es notorio que hay muchos 
matrimonios que están rotos, y si únicamente 
se protegiera la relación matrimonial y no la 
afectividad, entonces estaríamos legislando en 
falso, mientras que si prioritariamente atende- 
mos a esta relación de afectividad, que es la 
protegible, tiene sentido el texto y con ello la 
reforma. 

Por estas razones vamos a oponernos a la en- 
mienda. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 

Tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 
ñor Granados. 

El señor RUIZ GALLARDON: Para contestar 
al señor Granados, con el que ya he mantenido 
largas charlas, por llamarlas de alguna manera, 
sobre este tema, tanto en Ponencia como en 
Comisión. 

Hay dos maneras de degradar una institu- 
ción: una de ellas, rebajando su categoría; otra 
de ellas, que es a la que yo me refiero, alzando 
al mismo nivel institucional situaciones de he- 
cho normalmente temporales -posiblemente 
múltiples-, que no merecen la protección jurí- 
dica que el matrimonio y la familia deben te- 
ner en nuestro Derecho. 

Piense el señor Granados en el supuesto de 
hecho que se puede dar de que, como el Códi- 
go habla de que es circunstancia que puede 
agravar o atenuar el hecho de ser cónyuge y no 
hablar para nada de que exista entre los cónyu- 
ges la situación de afectividad, está imponien- 
do a los que están exentos o agravados, según 
la relación de afectividad distinta del cónyuge, 
unas más beneficiosas condiciones en caso de 
atenuación de las que se van a exigir al cónyu- 
ge * 

Hay una contradicción en los términos. Se 
ha querido, en definitiva, introducir un ele- 
mento extraño en una regulación muy clara 
que no tiene otra justificación y explicación, a 

lo largo de toda la doctrina de los tratadistas y 
en la jurisprudencia, que la defensa de los 
vínculos de sangre o las relaciones institucio- 
nales dimanantes del matrimonio. 

Ese es el verdadero sentido de la norma en 
el Código Penal, y no otro. Introducir elemen- 
tos aleatorios extraños produce inseguridad 
jurídica. Va a producir tratamientos distintos a 
supuestos que también son distintos, pero más 
beneficiosos a aquellos que no son, precisa- 
mente, los biznes jurídicamente protegibles 
por el Derecho, norma también suprema, prin- 
cipio también básico, como sabe el ilustre pe- 
nalista que es el señor Fiscal hoy Ministro de 
Justicia, de todo nuestro ordenamiento penal. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 

Tiene la palabra el señor Granados. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presi- 
dente, con toda brevedad para añadir un ele- 
mento más de juicio a las razones que acaba- 
mos de escuchar. 

Dije, al principio de mi intervención, que de 
lo que se trata es de adecuar la realidad del Có- 
digo a la realidad de la vida social. Y tenemos 
ejemplos muy concretos, que SS. SS. saben, en 
el área del Derecho laboral, donde se están ex- 
tendiendo las prestaciones a beneficiarios en 
los cuales no existe la situación matrimonial 
jurídica, sino esa relación de afectividad. 

Por otra parte, en el campo de las responsa- 
bilidades civiles, nuestros Tribunales están 
avanzando en su jurisprudencia para extender 
los pronunciamientos indemnizatorios hacia 
aquellas personas que están ligadas por una si- 
tuación de afectividad, sin pasar, necesaria- 
mente, por el matrimonio. 
Y, por último, el informe del Consejo Gene- 

ral del Podqr Judicial está valorando positiva- 
mente la introducción de esta reforma en el 
Código, y, si a veces SS. SS. lo utilizan como 
factor de crítica en determinadas enmiendas o 
situaciones que no les gustan, justo es que aquí 
la Cámara sepa que el Consejo General del Po- 
der Judicial considera un avance, una reforma 
acertada, ésta que propugna el texto. 

ñor Ruiz Gallardón. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Gra- 
nados. 
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Existe asimismo una enmienda, la número 

El señor Trías de Bes tiene la palabra. 
272, de la Minoría Catalana. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Pre- 
sidente, con su permiso, voy a acumular la de- 
fensa de la enmienda 272 y de la enmienda 274, 
al artículo 18, puesto que se trata del mismo 
supuesto. 

Mi intervención será en sentido absoluta- 
mente divergente con el expuesto aquí por el 
ponente del Grupo Popular, puesto que nues- 
tra enmienda no se dirige a la supresión de las 
palabras «análoga relación de afectividad)), 
que introduce la reforma, sino que afiade tan 
sólo un elemento. Nuestra enmienda pretende 
añadir a esa «análoga relación de afectividad» 
las dos palabras uy convivencia». Y explicaré 
por qué. 
Yo creo que el Código en su reforma preten- 

de introducir una situación de equiparación 
con el matrimonio de otras relaciones de afec- 
tividad que puedan tener los sujetos. Y creo 
que esa equiparación la establece precisamen- 
te introduciendo las palabras «análoga rela- 
ción». Es decir, aquí, el bien jurídico protegido 
es esa relación, que puede ser matrimonial o 
puede ser no matrimonial, pero que tiene un 
elemento común en la afectividad. Y me pare- 
ce que se precisa mucho más esa relación de 
afectividad, incluso aunque sea limitando la 
extensión interpretativa que hace el Grupo So- 
cialista, añadiendo las palabras uy conviven- 
cia.. 

¿Por qué? Para ser congruentes con las refor- 
mas que estamos introduciendo en nuestra le- 
gislación codificada. Sus señorías recordarán 
que en Derecho civil, en la modificación del 
Derecho de familia, en concreto en el Derecho 
matrimonial, con la contemplación de los ca- 
sos de disolución del matrimonio, el elemento 
de la convivencia se introdujo en las causas de 
disolución, sean de separación o de divorcio 
del matrimonio, como un elemento fundamen- 
tal. 

Es decir, cesaba la relación matrimonial, ce- 
saba la relación de afectividad con el supuesto 
de que se hubiera roto la convivencia; en cuan- 
to no existía convivencia por término de un 
tiempo era causa para solicitar la separación o 
el divorcio. 

Es más, el término o el elemento de la convi- 
vencia para equiparar o para hacer análoga esa 
relación de afectividad que propone la refor- 
ma con el matrimonio, consideramos que el es- 
píritu del proyecto y, si no, ya se me replicará 
en sentido contrario. 

Además, digo, el artículo 101 del mismo Có- 
digo Civil - q u e  quedó reformado en el último 
proyecto- establece que el cónyuge separado 
o divorciado pierde el derecho a la pensión 
cuando viva maritalmente con otra persona; es 
uno de los supuestos en los que se extingue el 
derecho a la pensión. Es decir, nuestra legisla- 
ción civil introduce el hecho de la convivencia 
marital, equipara la convivencia con otra per- 
sona sin necesidad de matrimonio, e incluso lo 
introduce como elemento de pérdida de un de- 
recho, como es el de pensión; o sea, en este 
caso vuelve a jugar el elemento de la conviven- 
cia. 

Esta es la argumentación en defensa de 
nuestra enmienda, que es aceptar los términos 
de la reforma en cuanto a equiparar la relación 
de afectividad, diciendo ((análoga relación de 
afectividad., pero añadiendo u y  convivencia.. 
El elemento de la convivencia restringe más, 
efectivamente, el campo de aplicación de esta 
atenuante o agravante, pero creemos que es un 
elemento esencial y que, en el fondo, ese es el 
sentir de la equiparación o de la analogía que 
pretende el proyecto, y pensamos que ese pue- 
de ser también el sentir del mismo Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial cuando acepta ese he- 
cho de la convivencia análoga al matrimonio. 

En definitiva, señor Presidente, creo haber 
expresado con suficiente claridad el sentido de 
la introducción añadiendo a la frase ((análoga 
relación de afectividad. las palabras «y convi- 
vencia)), para determinar el supuesto en que 
concurre esta agravante o atenuante, según los 
casos. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias, se- 

El señor Granados tiene la palabra. 
ñor Trías de Bes. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presi- 
dente, las claras explicaciones que hemos oído 
del señor Tnas de Bes pasan por una distin- 
ción que nuestro Grupo cree absolutamente 
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imprescindible poner aquí de relieve, y es que 
no son términos que deban ir inseparablemen- 
te unidos aafectividadu y uconvivenciau, por- 
que lo mismo que hay matrimonios sin afecti- 
vidad en que sí se da la convivencia, hay situa- 
ciones o relaciones de parejas que tienen esa 
afectividad, aunque no vivan juntos. ¿Por qué? 
Porque la convivencia está atendiendo a un as- 
pecto físico del problema, mientras que la afec- 
tividad es profundamente anímica, psíquica o 
emocional, como se quiera llamar; son valores 
absolutamente diferentes; pero en el texto del 
artículo 11 del Código Penal, esa diferencia co- 
bra mucho mayor relieve. Vamos a coger dos 
casos a los que se puede referir y está previen- 
do el texto: circunstancia que agrave la respon- 
sabilidad, circunstancia que atenúe la respon- 
sabilidad. Por ejemplo, en un delito de lesiones 
parece justo que se agrave la pena cuando hay 
esta relación de afectividad, porque denota 
mayor peligrosidad social en el individuo. 
Cuando se trate de degradar o de rebajar la 
pena, jugando, por tanto, como atenuante (por 
ejemplo, en la ocultación, en el encubrimien- 
to), ¿qué importa que no convivan juntos si el 
sujeto está actuando por un móvil de ocultar lo 
que ha hecho la persona a la que se siente liga- 
da por esos lazos de afectividad? Es decir, nos 
parece que la convivencia es un elemento que 
distorsiona, porque no es homogéneo al prime- 
ro. Otra cosa distinta es que hubiera dicho el 
tiempo de duración de esa afectividad; eso se- 
ría más discutible, porque pueden ser afectivi- 
dades de veinticuatro horas, diez minutos o 
diez años (Risas.), pero ese no es el fondo de la 
enmienda y, por tanto, no es sujeto de debate 
y, en la práctica, no cabe duda de que llevaría a 
situaciones verdaderamente difíciles para el 
juzgador, valiéndose, incluso ... 

El señor PRESIDENTE Aténgase a la cues- 
tión, señor Granados. 

El señor GRANADOS CALERO: Ya he termi- 
nado, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Tiene la palabra el 
señor Trías de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Después 
de oír la clarísima explicación del ponente del 

Grupo Socialista, yo me reitero en mi argu- 
mentación. 

Estoy absolutamente de acuerdo en que la 
relación de afectividad es una relación pura- 
mente subjetiva y que, por tanto, es ajena, 
como tal, al mismo hecho punible. Es decir, 
como legisladores tenemos, en cierto modo, 
que buscar algunos elementos de objetivación 
para poder aplicar esa atenuante o agravante. 

En esa relación de afectividad que el ponen- 
te socialista generaliza, hasta tal extremo de 
que incluso podría ceñirse a situaciones espo- 
rádicas, puesto que ha hablado de la limitación 
en el tiempo, yo  creo que el elemento de la 
convivencia es esencial y congruente con otras 
modificaciones que se han hecho aquí en nues- 
tra legislación, que objetiviza el tema, que nos 
lleva, por tanto, a determinar y nos conduce a 
la evidencia del hecho. Hay que tener algún 
elemento más que no el subjetivo de relación 
de afectividad; el juzgador ha de tener más ele- 
mentos. Ese elemento, evidentemente, no limi- 
ta supuestos de múltiple convivencia, eso no lo 
he dicho; pero limita, como aplicación de una 
agravante o de una atenuante, en el supuesto 
de responsabilidad penal, en el que yo creo 
que hay que ser muy serios en su delimitación 
y aplicación. 

Por tanto, no creo que distorsione la finali- 
dad que pretende el proyecto, que es la de 
equiparar o considerar analógicas relaciones 
de afectividad con las que ya contemplaba el 
Código, que era la del matrimonio. 

Por consiguiente, me reitero en mis argu- 
mentos anteriores y mantengo la enmienda. 
(El señor Cuesta Martínez pide la palabra.) 

El seiior PRESIDENTE: No  puede intervenir, 
señor Cuesta. Tiene que ser el señor Granados, 
en todo caso. 

Si no hay más intervenciones, vamos a pro- 
ceder a la votación. 

Enmienda número 15, del Grupo Parlamen- 
tario Popular. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 236; a favor, 59; en contra, 
176; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 
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guiente, desestimada la enmienda número 15, 
del Grupo Parlamentario Popular. 

Enmienda número 272, de Minoría Catalana. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 234; a favor, 23; en contra, 
170; abstenciones, 41. 

El señor PRESIDENTE Queda, por consi- 
guiente, desestimada la enmienda número 272, 
del Grupo Parlamentario de la Minoría Catala- 
na. 

Vamos a votar el texto del artículo 11, de 
acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 231; a favor, 167; en contra, 
59: abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 
guiente, aprobado el texto del artículo 11, de 
acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Entramos en el debate del artículo 15 bis, in- 
corporado en la Comisión. Hay una enmienda 
de sustitución total del señor Pérez Royo, del 
Grupo Parlamentario Mixto, que tiene la pala- 
bra para su defensa. 

El señor PEREZ ROYO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

La enmienda, aunque, como acaba de decir 
el señor Presidente, es de sustitución total, si 
se lee se observa que introduce únicamente 
dos matices de naturaleza técnica. Se trata del 
tema de la imputación de la autoría del delito 
en los supuestos de personas jurídicas en aque- 
llos casos en los cuales las condiciones requeri- 
das por el mismo son predicables de la perso- 
na jurídica, pero, obviamente, a éstas no les 
puede ser imputado el delito, en virtud del 
principio de que la sociedad no delinque, la 
persona jurídica no delinque. Se trata de la 
imputación de la autoría al órgano o agente 
que actúe en nombre de la persona jurídica. 

Pues bien, planteado el tema así, nuestra en- 
mienda supone dos correcciones de naturaleza 
técnica. En primer lugar, la mención expresa 
de la acción del representante o del órgano de 
que se trate; es decir, se trata de incluir expre- 

samente que el representante pueda ser consi- 
derado sujeto activo también cuando realice 
las acciones básicas del tipo. El representante 
debe realizar la acción básica del tipo, aunque 
le falten las condiciones que sean predicables a 
la persona jurídica. Probablemente, esta sea la 
intención de la redacción literal del dictamen, 
pero tal como está redactado no se deduce esta 
consecuencia que nosotros queremos precisar. 

En segundo lugar, una precisión de naturale- 
za técnica de orden menor es la referencia a la 
figura del encargado. Es decir, que, junto al re- 
presentante, órgano, persona jurídica, la figura 
del encargado, acuñada por la jurisprudencia, 
no aparece en el proyecto. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor López 

Para un turno en contra, tiene la palabra el 
Royo. 

señor Sotillo. 

El señor SOTILLO MARTI Señorías, el pre- 
cepto que estamos debatiendo introduce una 
novedad importante en nuestro Derecho pe- 
nal, en el que tanto la doctrina como la juris- 
prudencia se han tenido que debatir ante una 
laguna del ordenamiento jurídico. 

Cuando las personas jurídicas no pueden 
responder Criminalmente, como es obvio, 
¿quién responde criminalmente de sus accio- 
nes delictivas? El artículo 15 bis introduce, 
pues, en nuestro Derecho la responsabilidad 
de los directivos u órganos en representación 
legal o voluntaria de la misma. 
Yo creo que el artículo 15 bis en ese sentido 

merece un reconocimiento importante, por- 
que supera un problema que existía en la reali- 
dad y contribuye a una protección social que 
en este momento se encontraba sin cobertura 
penal. 

La propuesta del Grupo Parlamentario Mix- 
to tiene dos extremos. El primero de ellos, no- 
sotros creemos que sí está en el texto y, por 
tanto, no podemos admitirlo, cuando se dice 
e... las condiciones, cualidades o relaciones que 
la correspondiente figura de delito requiera*. 
Por tanto, ahí está incluida la preocupación 
que mueve al enmendante. 
La segunda preocupación, es decir, la del en- 

cargado, nosotros creemos que también está 
protegida cuando se hace referencia al directi- 
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vo u órgano de la persona jurídica o en repre- 
sentación legal o voluntllria. Porque al final, el 
encargado o es mandatario factor o mancebo 
del Código de Comercio. Es decir, tiene un 
mandato voluntario, una representación vo- 
luntaria o es un representante legal con facul- 
tades tipificadas en la Ley, sea en la Ley de So- 
ciedades Anónimas, sea en el propio Código 
del Comercio bajo la figura del factor notorio. 
Por tanto, nosotros creemos que la inclusión 
del término no es útil a los efectos del texto 
que, leído detenidamente, cubre, en nuestra 
opinión, toda la problemática de la realidad y 
supone -por eso nosotros lo apoyamos deci- 
didamente- una mejora concreta y real en la 
presente situación española, que, a diferencia 
de otros ordenamientos jurídicos, no tenía pre- 
visto claramente este supuesto. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Soti- 

El señor Pérez Royo tiene la palabra. 
110. 

El señor PEREZ ROYO: Señor Presidente, 
una breve rectificación en réplica al señor Soti- 
110. Rectificación en el primer ppnto de matiz, 
porque yo me alegro de que el señor Sotillo re- 
calque la importancia del precepto, que yo an- 
tes, probablemente por no ser el autor y no re- 
clamar la paternidad del hecho, no había su- 
brayado. 

Ciertamente, es un texto de notoria impor- 
tancia, en el'cual hay una laguna importante, y, 
si no sonara a presunción, podría decir que yo 
mismo me he ocupado del tema en una obra 
sobre la persona del delito fiscal. 

En segundo lugar, una rectificación. No se 
trata de la introducción con carácter general 
en la parte especial. Como sabe el señor Soti- 
110, en la nueva regulación del 319 del Código 
Penal se ha introducido precisamente este 
principio del delito fiscal, aplicado en la Ley de 
Medidas Urgentes SO/ 1977, y precisamente esa 
redacción ha sido criticada por la doctrina, en 
parte, entre otras razones porque de su redac- 
ción literal, parecida a la que estamos viendo 
aquí en este punto, no se deduce la necesidad 
de que el órgano, el agente que obra en nom- 
bre de la persona jurídica realice una acción 
básica del tipo, aunque le falten otros requisi- 
tos que sean predicables únicamente en la per- 

sona jurídica en cuyo nombre actúa. Precisa- 
mente para corregir este defecto es por lo que 
nosotros introducimos las palabras que faltan: 
arealiza un hechou, es decir, para eliminiar la 
posibilidad de que una interpretación literal, 
restrictiva de este precepto condujera a unas 
circunstancias en las que se estableciera un su- 
puesto de responsabilidad objetiva, o sea, el 
que un órgano o persona jurídica, por el mero 
hecho de ser órgano, viera imputada a sí una 
conducta sin haber realizado la acción básica 
del tipo. 

Esta precisión de orden técnico, que, como 
digo, encuentra justificación en las críticas que 
la doctrina ha dirigido al artículo 319 del Códi- 
go Penal, que introducía, en la parte esencial, 
este mismo principio y nacía de la misma preo- 
cupación, es lo que nos ha movido a introducir 
esta enmienda técnica, para dejar técnicamen- 
te correcto, precepto de singular importancia 
en la teoría general del Derecho. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Pérez 

Tiene la palabra el señor Sotillo. 
Royo. 

El señor SOTILLO MARTI: Señor Presiden- 
te, la preocupación que guía al señor Pérez 
Royo - e n  parte tiene razón- está comprendi- 
da en el nuevo artículo 1.0 del Código Penal, 
que informa toda la reforma y, por supuesto, 
informa todo el resto de los tipos penales con- 
cretos, tanto este 15 bis en la parte general 
como el 319 a que ha hecho referencia. 

Ambos deberán interpretarse en el futuro en 
función del artículo 1.0 del Código Penal nue- 
vo, que es, sustancialmente, distinto del del Có- 
digo Penal vigente. 

El señor PRESIDENTE: Terminado el debate 
de la enmienda número 204, del Grupo Parla- 
mentario Mixto, vamos a proceder a la vota- 
ción. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 233: a favor, 15; en contra, 
216; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE Queda, por consi- 
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guiente, rechazada la enmienda número 204, 
del Grupo Parlamentario Mixto. 

Ahora vamos a votar el texto del artículo 15 
bis, del acuerdo con el dictamen de la Comi- 
sión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 233; a favor, 212; en contra, 
17; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE Queda, por consi- 
guiente, aprobado el texto del artículo 15 bis 
de acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Al artículo 18 existen dos enmiendas, que 
han decaído por las votaciones producidas an- 
teriormente, tanto la del Grupo Parlamentario 
Popular como la del Grupo Parlamentario Mi- 
noría Catalana. ¿De acuerdo? (Pausa) 

Vamos a votar el texto del artículo 18, de 
acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 232; a favor, 169; en contra, 
57; abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE Queda, por consi- 
guiente, aprobado el texto del artículo 18 de 
acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Al artículo 20, encabezamiento y Regla pri- 
mera, texto de la Comisión y párrafo final no 
hay enmiendas, porque ha sido retirada la nú- 
mero 109, del Grupo Parlamentario Centrista. 
Por tanto, vamos a proceder a su votación. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 232; a favor, 216; en contra, 
15; abstenciones, una 

El señor PRESIDENTE Queda, por consi- 
guiente, aprobado el artículo 20, encabeza- 
miento y Regla primera, texto de la Comisión y 
párrafo final, de acuerdo con el dictamen de la 
Comisión. 

A la rúbrica del Título 111, Capítulo 11, Libro 
1, no incluida en la reforma ni en el actual Có- 
digo Penal, existe una enmienda retirada del 
Grupo Parlamentario Centrista. Por tanto, po- 
demos votar esa rúbrica en este momento. 

El señor SOTILLO MARTI Señor Presiden- 
te, pido la palabra para una cuestión de orden. 

El señor PRESIDENTE Tiene la palabra el 
señor Sotillo. 

El señor SOTILLO MARTI Estos textos no 
estaban incluidos en la reforma. El Grupo Cen- 
trista pretendía su inclusión. 

El señor PRESIDENTE Por tanto, no hay 

Vamos a suspender la sesión hasta esta tar- 
que votarlo. Tiene razón el señor Sotillo. 

de, a las cuatro y media. 

Eran la una y cincuenta y cinco minutos de la 
tu rde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro y cuarenta y 
cinco minutos de la tarde. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Señores Diputados, ocupen sus escaños. 

Enmienda número 11, del Grupo Centrista, 
que propone la adición de un nuevo artículo 22 
bis, que no figura incluido en la reforma ni en 
el actual Código Penal. Para su defensa, tiene 
la palabra el portavoz del Grupo Centrista. 

El señor GARCIA AGUDIN Se había retirado 
esta mañana, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Gracias, señor García Agudín, se da por 
retirada. 

Al artículo 41 figura la enmienda número 19 
del Grupo Popular, de supresi6ti. Para su de- 
fensa, tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ CALLARDON Muchas gracias 
y buenas tardes, señor Presidente. (Risas.) 

Voy a defender una enmienda al artículo 41 
según el texto del proyecto. Lo que propugna 
el Grupo Popular en esta enmienda es la supre- 
sión del p h f o  que el proyecto ha introduci- 
do en el artículo 4 1. 

El artículo 41, como de todos es sabido, trata 
de la inhabilitación para la profesión u oficio, y 
privará al penado, deberá decir -y va a seguir 
diciéndolo porque ahora se añade el nuevo pá- 
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rrafo- ade la facultad de ejercerla por el tiem- 
po de la condenas. 

El proyecto del Gobierno, y posteriormente 
en trámite de Ponencia y de Comisión, preten- 
den introducir un párrafo según el cual, cuan- 
do esta pena tenga carácter accesorio sólo se 
impondrá si la profesión u oficio hubiere teni- 
do relación directa con el delito cometido. No- 
sotros entendemos que este párrafo es de mala 
técnica penal y, además, no se .ajusta a la finali- 
dad que realmente tiene la pena de inhabilita- 
ción. 

En Comisión pusimos algunos ejemplos: el 
caso de las estafas o de otros delitos contra la 
propiedad cometidos por un funcionario pú- 
blico. Evidentemente, la estafa, el delito contra 
la propiedad, el robo o el hurto no dicen arela- 
ción directa con la profesión cuya inhabilita- 
ción se solicitan, y, sin, embargo, parace lógico 
para, entre otras cosas, salvaguardar el buen 
nombre del funcionario público y de la propia 
función pública, que la pena de inhabilitación, 
en los supuestos de condena, se extienda hacia 
estos casos también. 

Por todas estas razones es por lo que enten- 
demos que si bien es cierto que cabe -y se 
debe dar- al Juez la facultad más amplia en 
orden a la imposición de la pena accesoria de 
inhabilitación, no se puede decir sin más que 
únicamente se impondrá cuando tenga directa 
relación con el hecho delictivo cometido. Ra- 
zones todas que creo apoyan el que esta en- 
mienda pueda y deba prosperar en este Pleno. 
Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

Turno en contra. (Pausa.) Tiene la palabra el 
sault): Muchas gracias, señor Ruiz Gallardón. 

señor Granados. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presi- 
dente, el mantener el texto de este artículo por 
parte de nuestro Grupo obedece a que una de 
las razones que inspiran esta reforma es, por lo 
que se refiere a las penas, el principio de res- 
tricción de dichas penas, así como el principio 
de mínima intervención penal. 

Estamos hablando de penas accesorias de la 
principal, como en el caso concreto que ha 
puesto el señor Ruiz Gallardón, la estafa. La 
nueva redacción trata de restringir lo que has- 

ta ahora venía aplicándose de una manera des- 
medida como pena accesoria en cuanto a la 
privación de oficio, profesión, derecho al tra- 
bajo, etcétera. Y se venía aplicando de una ma- 
nera muchas veces totalmente incongruente y 
desfasada, puesto que, por poner un ejemplo 
muy gráfico, en un delito de aborto provocado 
por un médico, sí tenia que ver la privación de 
su profesión, pero en un delito de robo causa- 
do por un médico no tenía nada que ver privar- 
le de la facultad del ejercicio de la Medicina. 

Lo que se pretende con esta modificación es 
restringir los supuestos de aplicación de esta 
pena accesoria a aquellos que directamente es- 
tén relacionados con la naturaleza del hecho 
delictivo. Dice el último inciso de la reforma 
adebiendo determinarse expresamente en la 
sentencia.. 

La justificación de la enmienda por parte del 
Grupo Popular que hemos leído pone el ejem- 
plo - q u e  aquí de nuevo nos ha repetido- de 
una supuesta relación indirecta, y no directa. 
Esa objeción, por supuesto, tiene sentido, y no- 
sotros la estimamos en lo que pueda contribuir 
de aportación. Lo que ocurre es que también el 
texto está muy claro. Si hay relación directa, 
hay aplicación automática de la pena subsidia- 
ria; si no la hay directa, aunque sí indirecta, no 
existe esa aplicación. 

Se nos dirá: entonces, en el caso tan concreto 
al que vuelvo a referirme, vamos a mantener a 
un funcionario público que ha sido condenado 
por un delito de estafa o robo, aunque no sea 
como consecuencia de la actividad propia de 
su cargo. Y nosotros decimos, señor Ruiz Ga- 
Ilardón, que aquí puede haber dos posibles so- 
luciones: o que esté privado efectivamente de 
libertad y en la cárcel, en cuyo supuesto mal va 
a poder seguir ejerciendo el oficio, o que si se 
le ha aplicado el beneficio de la condena condi- 
cional - q u e  tienen todos los estatutos de los 
funcionarios-, es una parte de régimen disci- 
plinario, naturalmente tan severo para los fun- 
cionarios públicos que va a determinar la co- 
misión de ese hecho delictivo por el cual ha 
sido condenado automáticamente hasta la pér- 
dida del servicio dentro de la función pública 
que desempeña. Creo que con eso iba a quedar 
cubierta en exceso esta posibilidad que ha 
apuntado S.  S .  Por ello nos oponemos. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

Tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 
sault): Gracias, señor Granados. 

El señor RUIZ GALLARDON: Señor Presi- 
dente, para tratar de aclarar algún concepto. 

Es de todos sabido que la pena de inhabilita- 
ción no dura o no puede durar, en determina- 
dos supuestos, tan sólo durante el tiempo de la 
condena de privación de libertad, sino que, en 
multitud de casos, la pena de inhabilitación se 
extiende por más tiempo que el de la privación 
de libertad. Pues bien, cumplida la pena de pri- 
vación de libertad se daría el caso al que me 
vengo refiriendo. Es decir, un penado que ya 
ha cumplido su pena de privación de libertad y 
que, sin embargo, todavía tiene que cumplir la 
pena de inhabilitación. 

Lo que se pretende con la reforma de la in- 
troducción de este nuevo párrafo en el Código 
es que no pueda aplicársele o infligírsele tal 
pena si no tienc relación directa con el delito. 
¿Qué ocurre? Hay un caso más claro, más con- 
tundente, que y o  sé se da muy pocas veces, 
pero que se puede dar, es el delito cometido 
por un Juez o Magistrado. En tales supuestos, 
la aureola, el aura que debe rodear a la función 
judicial, bien se trate de un cuerpo como la ca- 
rrera judicial, bien de un cuerpo como la carre- 
ra fiscal, es de tal naturaleza que se contradice 
con el hecho de que cumpla una pena por hur- 
to y no cumpla, en cambio, la pena de inhabili- 
tación que lleva o puede llevar consigo una 
pena de hurto o de robo, o de cualquier otro 
delito contra la propiedad. 

Me atrevería a sugerir -si es que el Grupo 
Socialista puede acercarse a esta posición y no 
se oponen otros Grupos- si cabría una en- 
mienda transaccional en el sentido de que se 
dijera, en el mismo párrafo que propone el 
Grupo Socialista, que viene a decir lo mismo: 
«Cuando esta pena tenga carácter subsidiario 
sólo se impondrá si la profesión u oficio hubie- 
ren tenido relación directa, a juicio del Tribu- 
nal, con el delito cometido.. Con ello estamos 
abriendo una posibilidad al Tribunal senten- 
ciador para determinarlo expresamente, por- 
que en su criterio puede existir un supuesto de 
hecho que tenga una cierta relación directa 
con la persona y con la profesión u oficio que 
desarrolla la misma. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Gracias, señor Ruiz Gallardón. 

Tiene la palabra el señor Granados. 

El señor GRANADOS CALERO: Yo me que- 
do perplejo con esta especie de acercamiento 
por vía transaccional que propone nuestro dis- 
tinguido compañero, puesto que entonces no 
sé qué quiere decir este último inciso que está 
por eso, repito, y no por otro motivo puesto en 
el texto, debiendo determinarse expresamente 
en la sentencia la posible coincidencia de esta 
relación directa. Ahora bien, si resulta que esto 
no es suficientemente claro y debe ir precedi- 
do de las palabras .a juicio del Tribunal*, aun- 
que lo determine la sentencia, naturalmente 
nos parece una redundancia, porque la deter- 
minación de un concepto declarativo en una 
sentencia ha venido precedida de un elemento 
de juicio y de raciocinio. En consecuencia, va 
implícito en la obligación de aclararlo así en la 
sentencia. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Gracias, señor Granados. 

Enmienda número 208, del Grupo Mixto, 
que pretende la supresión del texto del artícu- 
lo 41, según el dictamen de la Comisión, y su 
sustitución por un texto nuevo a incluir en el 
artículo 43. 

Para su defensa, tiene la palabra el señor Pé- 
rez Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Señor Presidente, se- 
ñoras Diputadas, señores Diputados, la en- 
mienda que defiendo en nombre de los Diputa- 
dos comunistas propone la sustitución del tex- 
to del dictamen por otro en el cual se tengan 
en cuenta, en primer lugar, junto a la pena ac- 
cesoria de inhabilitación. las otras penas acce- 
sorias que son mencionadas en los artículos 
precedentes a éste en el Código Penal vigente 
objeto de reforma, pero que no es reformado 
en relación a estas otras penas accesorias, por 
lo cual, congruentemente, entendemos que la 
referencia que en este nuevo artículo 41 se 
hace debería hacerse no sólo a la inhabilita- 
ción para el cargo u oficio, sino también a las 
otras penas accesorias relativas al derecho al 
honor, etcétera, mencionadas en los artículos 
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anteriores. Así pues, hay una razón de sistemá- 
tica. 

En segundo lugar, la razón fundamental y de 
fondo que nos mueve a hacer la enmienda es la 
siguiente: nosotros entendemos que las penas 
accesorias deben imponerse no solamente en 
función de la relación directa con la comisión 
del delito, sino en función, sobre todo, de que 
el ejercicio del oficio, de la profesión, el dere- 
cho al honor, el cargo, etcétera, puedan favore- 
cer en el futuro la comisión del delito. Es decir, 
se trata de establecer una relación aún más di- 
recta que la que establece el dictamen entre el 
ejercicio del derecho del honor, del cargo, et- 
cétera, cuya aplicación supone la pena acceso- 
ria, y la comisión del delito que ha motivado la 
pena accesoria. 

iQué entendemos con esto? Entendemos 
sencillamente que se favorece la resocializa- 
ción, los intentos de resocialización que deben 
cumplir las penas, también las penas acceso- 
rias. Fundamentalmente por esta razón, que es 
una razón básica que recorre todo el proyecto, 
es por lo que pretendemos esta modificación. 

Así pues, y resumiendo, una primera razón 
de sistematización englobando todas las penas 
accesorias, no circunscribiéndonos a una sola, 
aunque sea ciertamente la más importante, y 
en segundo lugar, una razón de fondo, que es la 
de modificar el elemento determinante de la 
imposición de la sanción de la pena accesoria 
en función no tanto de la relación con el delito, 
sino en función del pronóstico futuro, de que 
el disfrute del cargo, el honor, el empleo, etcé- 
tera, pueda facilitar en el futuro la comisión 
del delito o su impunidad. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

Para un turno en contra, tiene la palabra el 
sault): Muchas gracias, señor Pérez Royo. 

señor Granados. 

El señor GRA,NADOS CALERO: Señor Presi- 
dente, vamos a contestar por el orden en que 
han sido explicadas ambas motivaciones de la 
enmienda. 

No nos parece que aporte una mejor siste- 
mática la redacción de la enmienda y sí sola- 
mente una variante en la redacción, puesto 
que está hablando de que afacilitare la comi- 
sión del delito o su impunidad,. Indudable- 

mente, esto está incidiendo en el fondo, es de- 
cir, está apuntando hacia la relación directa 
entre la comisión del delito y el ejercicio de la 
profesión del sujeto activo en este caso y con- 
denado por sentencia. He de decir que es una 
variante, pero, repito, no aporta nada nuevo. 

En cuanto a la otra razón que se nos ha dado, 
aquí no podemos estar de acuerdo y discrepa- 
mos, entre otras cosas, porque el ejercicio del 
honor, repasando el artículo 27 del vigente Có- 
digo Penal, que además no sufre modificación, 
no aparece recogido como pena accesoria. 
. Es decir, yo me imagino que el señor enmen- 
dante está refiriéndose a un caso que se puede 
dar en la práctica de seguir ejerciendo u osten- 
tando determinados títulos nobilarios o deter- 
minados títulos que den derecho honorífico a 
ostentar un determinado tratamiento, pero, al 
no venir recogido como pena accesoria en el 
artículo 27, naturalmente no podemos recoger- 
lo cuando se está hablando de la pérdida de 
este derecho. En consecuencia, está bien preci- 
sado a qué alcanza exclusivamente la restric- 
ción como inhabilitación del empleo, oficio o 
cargo que se desempeña, pero nada más. 

Nos oponemos, por tanto, a la enmienda. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Granados. 

Enmienda número 113, del Grupo Parlamen- 
tario Centrista, que pretende la sustitución to- 
tal del texto del proyecto y que afectaría al nú- 
mero 1 del artículo 4 1 del Código Penal, que no 
viene inciuido en la reforma. 

Para su defensa, tiene la palabra el señor 
García Agudín. 

El señor GARCIA AGUDIN: Señor Presiden- 
te, solamente un minuto por entender que este 
precepto no exige más atención de la Cámara. 

Nuestra innovación respecto al proyecto de 
Ley es que cuando la pena tuviera carácter ac- 
cesorio, sólo se impondrá si la profesión u ofi- 
cio hubieren tenido relación directa con el de- 
lito cometido. 

Digo que la única novedad es de carácter 
gramatical y descriptivo en cuanto queremos 
recoger también todo el texto que figura en el 
Código Penal. Es descriptiva porque la profe- 
sión u oficio se refiere tanto a las ocupaciones 
manuales, las profesiones liberales y de cual- 
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quier otra clase. Si no fuera una innovación no 
la defenderíamos, por entender que no era qui- 
zá imprescindible, pero como recoge un texto 
acuñado por la jurisprudencia, por el propio 
Derecho positivo, nos parece, en suma, que la 
redacción es más completa, un poco mejor, y 
en ese sentido creemos que podía ser perfecta- 
mente aceptada por el resto de los Grupos Par- 
lamentarios. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Para turno en contra, tiene la palabra el 
señor Granados. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presi- 
dente, ciertamente lo que pretende el señor 
enmendante del Grupo Centrista es conservar 
la redacción que mantiene hoy el texto y nos 
ha explicado las razones, desde su punto de 
vista, que aconsejan seguir manteniéndola. 

Pero un análisis hecho por nuestra parte, 
tendente a una mayor concisión en el texto, 
nos ha llevado a la convicción de que es mejor 
retirar la antigua redacción, supuesto que si ya 
se dice en el párrafo primero que la inhabilita- 
ción para profesiones u oficios privará al pena- 
do de la facultad de ejercerlos por el tiempo de 
la condena, en los conceptos uprofesión u ofi- 
ciom ya va implícito y sobreentendido lo que se 
dice a continuación con notoria redundancia 
en el párrafo segundo, que comprende las ocu- 
paciones manuales, los oficios liberales y de 
cualquier otra clase. Si no dijera nada más que 
los dos primeros, todavía se podía entender 
que aporta algo de aclaración, pero cuando ya 
se dice alos de cualquier otra clase*, natural- 
mente sobra con remitirnos a que se le priva 
de la profesión u oficio que venga ejerciendo. 
Es por eso que nos oponemos a la enmienda. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Vamos a proceder a las votaciones. 

Enmienda número 19 al artículo 41, del Gru- 
po Parlamentario Popular, que propone la su- 
presión total del texto según el dictamen de la 
ComiSión. 

Comienza la votación. (Pausa) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 213; a favor, 46; en contra, 
167. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda, en consecuencia, rechazada la 
enmienda número 19, del Grupo Parlamenta- 
rio Popular. 

Votaremos a continuación la enmienda nú- 
mero 208, del Grupo Parlamentario Mixto, de 
supresión de todo el artículo 41, tanto del pri- 
mer párrafo como del texto actual del proyec- 
to dictaminado por la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 214; a favor, cinco; en contra, 
208; abstenciones, una 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda, en consecuencia, rechazada la 
enmienda número 208, del Grupo Parlamenta- 
rio Mixto. 

Enmienda número 113, del Grupo Parlamen- 
tario Centrista, de sustitución. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 214; a favor, cinco; en contra, 
160; abstenciones, 49. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda rechazada, en consecuencia, la 
enmienda número 113, del Grupo Parlamenta- 
rio Centrista. 

Votaremos seguidamente el artículo 41 del 
proyecto, según el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 219; a favor, 167; en contra, 
cinco; abstenciones, 47. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda, pues, aprobado el artículo 4 1, se- 
gún el dictamen de la Comisión. 

A los artículos 43 y 48 no hay mantenidas en- 
miendas, por lo que procederemos a la vota- 
ción según el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 220; a favor, 213; en contra, 
cuatro; abstenciones, tres. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Quedan aprobados, en consecuencia, los 
artículos 43 y 48 del dictamen de la Comisión. 

Al artículo 50 - q u e  según el dictamen de la 
Comisión queda suprimido- se mantiene la 
enmienda número 115, del Grupo Parlamenta- 
rio Centrista, que propone e1 mantenimiento 
de su actual redacción. 

Para su defensa, tiene la palabra el señor 
Carcía Agudín. 

El señor GARCIA AGUDIN: El artículo 50, 
como SS. SS. saben, y ya dentro de las reglas 
de aplicación de las penas, hablaba de que 
cuando el delito ejecutado fuere distinto del 
que se había propuesto ejecutar el culpable, se 
impondrá a ésta la pena correspondiente al de- 
lito de menor gravedad en su grado máximo. Y 
ahora se propone en el proyecto de Ley la su- 
presión radical de este texto, y eso teniendo en 
cuenta la sustancial modificación que se hizo 
en el artículo l.O, cuando se exige el dolo o la 
culpa como elemento imprescindible de la cul- 
pabilidad y porque se dice al final del artículo 
1.0 del nuevo texto que cuando la pena venga 
determinada por la producción de un ulterior 
resultado más grave, sólo se responderá de 
éste si se hubiera producido al menos por cul- 
Pan 

De alguna manera, es verdad que fa nueva 
redacción que se ha dado del artículo 1.0 del 
Código Penal hace menos necesaria la referen- 
cia que tenía el artículo 50 del texto primitivo 
en aquella diferencia entre propósito persegui- 
do por el culpable y el resultado obtenido. Sin 
embargo, a efectos de claridad, nos parece se- 
ria conveniente mantener este texto, primero 
porque ya estamos en otra Sección, en otro Ca- 
pítulo, donde se dan normas concretas para la 
determinación de la pena. De alguna manera, 
la parte fundamental del artículo 1.0 del Códi- 
go Penal sobre el dolo y la culpa, en todo caso 
imprescindible, n o  creo que resuelva el su- 
puesto de aplicación de las penas. 

En el caso de que haya una discordancia en- 
tre el propósito perseguido y el resultado obte- 
nido, es clásica la aplicación del artículo 50 del 
Código Penal y nos parece que la referencia al 
artículo 1.0 del nuevo texto no suprime defini- 
tivamente todos los supuestos. 

Por ello proponemos sin especial interés el 
mantenido del artículo 50. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Para un turno en contra, tiene la palabra 
el señor Cuesta Martínez. 

El señor CUESTA MARTINEZ: Gracias, se- 
ñor Presidente, señoras y señores Diputados, 
precisamente por razones que ha alegado la se- 
ñoría del Grupo Centrista respecto a este ar- 
tículo 50, debido a su conexión clásica con el 
contenido del antiguo articulo 1.O, 3, es lo que 
anima al proyecto del Gobierno a suprimir el 
texto del actual Código Penal este articulo 50. 

El artículo 50 del Código Penal tenía una 
única virtualidad y una única utilidad, según la 
doctrina penal, encabezada por Silvela, de ser 
consecuencia lógica interrogadora e interpre- 
tativa del párrafo tercero del artículo 1." del 
Código Penal. 

No voy a entrar a reproducir el contenido de 
contradicciones o debates que ha habido en la 
doctrina del Derecho penal, sobre todo en refe- 
rencia cuando se entraba a analizar el conteni- 
do del homicidio preintencional, que sectores 
de la doctrina encabezada por Silvela lo enca- 
jaban en este artículo 50 en juego con el 1 .O, 3. 

Por esta razón, por ser consecuencia clara 
del l.o,3, que ahora se ha retocado con nueva 
filosofía y con nueva redacción, es por lo que el 
Grupo Socialista se opone a la enmienda del 
Grupo Centrista. 

Para terminar, simplemente quisiera dejar 
constancia de dos argumentos: en primer lu- 
gar, el argumento doctrinal que apunta que 
esta es la lógica interpretación, es decir, artícu- 
lo 50, consecuencia del artículo 1.0, 3, viene re- 
flejada en la interpretación de ilustres penalis- 
tas como Silvela, Rodríguez Mourullo, Bajo 
Fernández, Rodríguez Devesa, Díaz Palos, etcé- 
tera. Finalmente, el Consejo General del Poder 
Judicial, en el informe que hace respecto al 
proyecto del Gobierno, nos dice en referencia 
a la valoración positiva de este informe que 
considera acertado el retoque, la definición del 
contenido del artículo 1.0, añadiendo: y la su- 
presión del artículo 50 de tan controvertida 
exégesis. 

Por todas estas razones, el Grupo Socialista 
se opone a la enmienda. 

Muchas gracias. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Al  artículo 61.2 figura como mantenida 
la enmienda número 21, del Grupo Parlamen- 
tario Popular, que propone su supresión total. 
Tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON En primer lu- 
gar, recordarle que la enmienda de mi Grupo 
no se refiere sólo al artículo 61.2, sino también 
al artículo 61.4. 

Estamos ante un supuesto de encaje de la 
dosimetría penal en el que el Grupo Popular, 
de acuerdo con lo mantenido esta mañana 
cuando tratábamos del tema de la reinciden- 
cia, venía a proponer que se mantenga la ac- 
tual redacción del Código en lugar de la pro- 
puesta por el proyecto y acogida por el dicta- 
men de la Comisión. 

¿Qué es lo que pretende el proyecto? El 
proyecto pretende que en aquellos supuestos 
en que haya una agravante se imponga por 
parte del Juez la pena en su grado medio o má- 
ximo -artículo 61.2- y en el artículo 61.4, lo 
que pretende el proyecto y el dictamen de la 
Comisión es que cuando no existan ni circuns- 
tancias agravantes ni circunstancias atenuan- 
tes no se pueda pasar del grado medio, es de- 
cir, que el Tribunal sentenciador vea limitadas 
sus facultades o su potestad discrecional a esos 
dos grados. 

Con ello, sin duda, por parte del Grupo So- 
cialista y por parte del Gobierno autor de la re- 
forma, lo que se pretende es dar cumplimiento 
a uno de los fines ya anunciados por el señor 
Ministro de Justicia a esta reforma, que es pro- 
ceder a una sustancial rebaja de las penas. 

Se aludía en el discurso del señor Ministro 
para justificar esta sustancial rebaja de las pe- 
nas a una serie de argumentaciones, de entre 
las que yo quiero en este momento extraer la 
siguiente, reservándome para la explicación de 
voto final otra serie de argumentaciones. Es 
verdad -lo hemos defendido y lo hemos man- 
tenido todos, yo  mismo he pretendido esta ma- 
ñana explicar cuál es la postura favorable, en 
general, a esa reducción de las penas, sobre 
todo singularmente en determinados delitos: 
los delitos contra la propiedad- que existe to- 
davía en nuestro Código la posibilidad de im- 
posición demasiado gravosa para determina- 
dos delitos; eso es cierto. Y es verdad que con 

anterioridad a esta reforma del Código Penal, y 
con anterioridad a 1975, en España, muchas ve- 
ces a esta necesidad de agravar, de rebajar las 
penas, se subvenía mediante los indultos gene- 
rales. Mas como ahora ya no se pueden decre- 
tar tales indultos generales por estar expresa- 
mente prohibidos en la Constitución, se pre- 
tende, por un lado, ajustarse al texto constitu- 
cional y, por otro, humanizar, se dice, las pe- 
nas. 

Totalmente del acuerdo. Era mala política la 
política de los indultos generales; era una polí- 
tica injusta, como dijo el señor Ministro, por 
cuanto es evidente que, según la fecha de comi- 
sión del hecho delictivo, podía o no beneficiar- 
se el reo del indulto en cada caso. Pero vamos a 
ver si llegamos a una conclusión coherente con 
todos nosotros. No se dice en el discurso ni en 
la justificación de la exposición de motivos que 
haya ni la más leve sombra de duda en cuanto 
al ejercicio por parte de los Tribunales de la 
gran facultad que se les concede en nuestro 
Código, como si ésta fuera abusiva, de la liber- 
tad para escoger las penas dentro de la totali- 
dad de la escala de las mismas. Por consiguien- 
te, únicamente cabe señalar, cabe indicar y 
cabe limitar esa libertad del juzgador en el su- 
puesto concreto de que exista una agravante, o 
en el supuesto concreto de que exista una ate- 
nuante. Pero debe de mantenerse un cierto 
margen de maniobra. ¿Por qué? Lo decíamos 
esta mañana. Porque ciertamente no todas las 
agravantes son iguales, como tampoco todas 
las atenuantes son iguales. 

Lo que se debe hacer es mantener la actual 
redacción del Código según la cual, cuando 
exista una determinada circunstancia agravan- 
te, se impondrá la pena en su grado medio o en 
su grado máximo, a juicio ponderado del crite- 
rio del juzgador. Bien sé que luego no es revisa- 
ble en casación, pero también sé que el princi- 
pio de inmediatividad, el conocimiento que tie- 
nen los Tribunales de instancia, porque ante 
ellos se desarrolla el juicio oral, es lo que les 
capacita para poder dosificar, para poder mo- 
dular la pena concreta a que se condena. 

Para el supuesto de no existencia de ate- 
nuantes ni de agravantes, por circunstancias 
que rodean el hecho, por circunstancias califi- 
cativas en cuanto a agravación o a la penalidad 
por la repercusión social de dichos delitos, es 



CONGRESO 
-1319- 

21 DE ABRIL DE 1983.-NÚM. 29 

justo que se mantenga la posibilidad del juzga- 
dor de que sea él el que dentro de la totalidad 
de la pena señale el grado que deba de impo- 
nérsele a cada caso concreto, en cada supuesto 
determinado. 

Razones todas ellas que llevan a una tenden- 
cia a rebajar la imposición de las penas, pero 
no a limitar extraordinariamente las faculta- 
des que tiene el juzgador de instancia para po- 
der aplicar su recto criterio en función del co- 
nocimiento directo e inmediato que tiene de 
los hechos. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): El señor Granados tiene la palabra. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presi- 
dente, preferiríamos utilizar un solo turno en 
contra al final de todas las enmiendas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): De acuerdo, señor Granados. 

Se ha presentado una enmienda, la 330, del 
señor Bandrés Molet, de texto alternativo. Tie- 
ne la palabra el señor Bandrés. 

El señor BANDRES MOLET: Muchas gra- 
cias, señor Presidente, señoras y señores Dipu- 
tados, es cierto, como dijo el seiíor Ministro de 
Justicia y como ha recordado el señor Ruiz Ga- 
Ilardón, que un Código Penal -objetivamente 
injusto sobre todo en el tratamiento de deter- 
minados delitos- hizo recurrir a las autorida- 
des anteriores a realizar indultos generales. Y 
yo sigo pensando, como defendí en el debate 
general, que nosotros los legisladores segui- 
mos teniendo una deuda pendiente con los 
presos comunes condenados por un Código 
Penal franquista que castiga, como ha dicho el 
señor Ministro de Justicia, más determinados 
delitos contra la propiedad que los propios de- 
litos contra la vida, es decir, el homicidio, y hoy 
es el momento de hacer esta reforma. Se está 
haciendo y se está haciendo bien. Esta enmien- 
da tiene un sentido progresista más avanzado 
incluso que el incluido en el propio proyecto, 
aunque el proyecto es sinceramente bueno, y 
viene a remediar esa situacibn de deuda social 
que existe con algunos ciudadanos que desgra- 

ciadamente se encuentran en una situación 
mucho peor que los que gozan de libertad. 

El actual Código Penal, en la regla segunda 
del artículo 61, determina que cuando concu- 
rriere sólo una circunstancia agravante se im- 
pondría la pena en su grado máximo. Y conte- 
nía dos párrafos más que, afortunadamente, ya 
no tienen sentido, porque se referían al su- 
puesto de que el grado máximo fuera sustitui- 
do por la pena de muerte, felizmente desapare- 
cida de nuestro Código. 

El proyecto que hoy se trae a nuestra apro- 
bación establece que cuando concurriere sólo 
alguna circunstancia agravante se impondrá la 
pena en su grado medio o máximo, y se añade 
que si concurrieren varias se impondrá el gra- 
do máximo. 

Nuestra propuesta es relativamente sencilla. 
Ya fue rechazada en Comisión y lo lamento, 
pero aunque sea sólo de modo testimonial es- 
toy obligado a mantenerla en este Pleno. Pre- 
tende que cuando concurriere sólo alguna cir- 
cunstancia agravante la pena se impondrá en 
su grado medio, y si concurrieren varias podrá 
imponerse en su grado máximo, atendiendo 
para ello a la naturaleza del delito y a la perso- 
nalidad del delincuente. 

Insisto en que la redacción actual que propo- 
ne el proyecto supone un avance notable, im- 
portante respecto del texto anterior, porque ya 
no hace forzosa sino potestativa la imposición 
de la pena en su grado máximo, pudiendo po- 
nerse, cuando sólo exista unr circunstancia, 
agravante, en su grado medio. No obstante, la 
reforma nos parece insuficiente y pretende- 
mos una doble finalidad: no nos parece oportu- 
no conceder al órgano jurisd.xiona1 la facul- 
tad de optar entre los grados medios o máxi- 
mo, cuando concurriere s610 una agravante, y 
creemos preferible que sea automática la im- 
posición, en este caso, de la pena en su grado 
medio. Para el supuesto de que concurrieren 
varias agravantes -o la ya desaparecida de 
multirreincidencia- sería conveniente no ha- 
cer forzosa la imposición de la pena en su gra- 
do máximo, sino dejar al arbitrio judicial, con- 
templando el Juez la personalidad propia del 
delincuente, incluso la potestad de establecer 
una pena en su grado medio. 

Nada más y muchas gracias. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Bandrés. 

Enmienda número 209, del Grupo Parlamen- 
tario Mixto, que pretende una sustitución par- 
cial. Para su defensa tiene la palabra el señor 
Pérez Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Muy brevemente. 
Señor Presidente, señoras y señores Diputa- 
dos, la enmienda número 209 pretende senci- 
llamente la sustitución del término aimpon- 
dránm por apodrán imponer,. 
Se trata de ampliar las facultades discrecio- 

nales del juzgador y voy a consumir muy poco 
tiempo en defenderla, porque la considero de- 
fendida con las consideraciones generales que 
acaba de hacer el señor Bandrés, con las cuales 
coincido, incluidas las alabanzas que ha dirigi- 
do al avance que significa el proyecto de Ley. 
Pero además de eso coincido con las restantes 
consideraciones que ha hecho sobre el sentido 
de este precepto y sobre el sentido de la en- 
mienda; aunque ciertamente la enmienda que 
nosotros proponemos establece una diferencia 
de matiz, a mi juicio muy importante, en el sen- 
tido de que pretende establecer la facultad dis- 
crecional del juzgador tanto para imponer la 
pena en su grado medio o máximo cuando con- 
curriere una sola circunstancia agravante, 
como para que en el supuesto de que concu- 
rrieren varias también se mantenga esta facul- 
tad discrecional, en lugar del automatismo que 
supone el proyecto. 

Entendemos que esta ampliación de las fa- 
cultades discrecionales del juzgador se inser- 
tan dentro de la coherencia del proyecto, como 
he dicho en anteriores ocasiones, y creo que no 
hace falta añadir más a este respecto. 

Nada más y muchas gracias. 
El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

sault): Muchas gracias, señor Pérez Royo. 
El Grupo Parlamentario Centrista mantiene 

la enmienda número 116, de adición parcial. 
El señor García Agudín tiene la palabra. 

El señor GARCIA AGUDIN La damos por de- 
caída porque ha desaparecido la multirreinci- 
dencia del texto aprobado. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Gracias, señor García Agudín. 

Para turno en contra tiene la palabra el se- 
ñor Cranados. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presi- 
dente, la justificación de la enmienda número 
2 1, del Grupo Popular, se basa en que, según su 
criterio, el texto limita el arbitrio del Tribunal. 
Si no hay más razón de peso que ésta, yo diría 
que es tan evidente como que se está limitan- 
do, ya desde hace muchos años, al arbitrio del 
Tribunal cuando, por ejemplo, en el delito de 
homicidio doloso se dice que se castiga con la 
pena de reclusión menor. 

Pues bien, ya hay limitación del arbitrio judi- 
cial; efectivamente es lo mismo. Es decir, ipor 
qué entonces se puede admitir la limitación 
del arbitrio judicial cuando se está marcando 
la fijación de una pena y no se puede admitir 
cuando se está marcando la fijación en el gra- 
do de una pena? Es exactamente igual, señor 
Ruiz Galardón. No es limitar el arbitrio del Po- 
der judicial, todo lo contrario; esto obedece a 
dos criterios. 

En primer lugar, dotar de una mayor seguri- 
dad jurídica a la concurrencia de la pena. Se 
perfila perfectamente en el artículo 61 cuál va 
a ser el tratamiento punitivo en los supuestos 
en que no concurra ninguna circunstancia 
agravante, que puede ser la pena en su grado 
mínimo o medio -ya lo veremos al llegar al 
párrafo cuarto-, atendidas las circunstancias 
personales del delincuente, factor orientador 
muy importante para el Juez. 

En el supuestb que concurra una sola cir- 
cunstancia agravante, el Juez puede imponer 
la pena en su grado medio o máximo, mientras 
que ahora -a diferencia de lo que S. S. ha di- 
cho seguramente por inadvertencia- sola- 
mente se dice al Juez que la debe aplicar en el 
grado máximo cuando hay unas circunstancias 
agravantes. Ahora se le deja al arbitrio, que an- 
tes no tenía, de que la aplique en su grado me- 
dio. No estamos limitando el arbitrio, lo esta- 
mos ampliando. 

En los supuestos en que concurran varias 
agravantes, indudablemente puede aplicarla 
en grado máximo. 

Este es el criterio que a nosotros nos está in- 
duciendo a mantener el texto tal como ha sido 
presentado a la consideración de todos en la 
tarde de hoy. 
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Después viene otra enmienda presentada 
por el Grupo Mixto, que coincide en cierto 
modo con la del señor Bandrés -me estoy re- 
firiendo a la del señor Pérez Royo-, y ambas 
coinciden en una vuelta al criterio antiguo; es 
decir, creen que en este supuesto es preferible 
mantener esa inseguridad en cuanto a la posi- 
bilidad de aplicar distintos grados a la pena, se- 
gún el criterio del Juez, que fijarlo de antema- 
no. 

Esto es opinable, indudablemente. Nosotros 
no decimos que estemos en el pleno uso de la 
verdad; lo que sí decimos es que nos parece 
-y vuelvo a insistir- preferible tener una se- 
guridad jurídica plena uab initio, que antes de 
estar pendientes de los criterios de localiza- 
ción de la justicia, de las circunstancias ajenas, 
de las concurrentes en el hecho delictivo. Es 
decir, todo esto sí puede generar a la postre 
una diferencia de trato que puede crear esa 
sensación muchas veces de agravio comparati- 
vo, según la justifica se aplique en un lugar u 
otro. 

Entendemos que es más coherente fijar de 
antemano la duración de las penas y los grados 
de aplicación. 

Nos oponemos, por tanto, a todas las en- 
miendas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

Tiene la palabra el señor Bandrés. 
sault): Gracias, señor Granados. 

El señor BANDRES MOLET Simplemente, 
de forma muy breve, para indicar que es per- 
fectamente inteligible y comprensible la opi- 
nión del Partido Socialista, pero decir que vol- 
vemos al criterio antiguo no es correcto, por- 
que, en todo caso, volvemos al criterio antiguo 
en el supuesto segundo y en favor del reo. 

Quiero, además, intervenir porque hay cosas 
importantes que he olvidado. Supondría una 
especie de corruptela -aunque dicho con el 
máximo r e s p e t e  que sería la siguiente. N o  se 
buscaban solamente esos indultos generales 
de vez en cuanto para solucionar graves pro- 
blemas de injusticia del Código, sino que se ha-, 
cía como una especie de prevaricación casi 
diaria en los Tribunales. 

Cuántas veces los que hemos ejercido Dere- 
cho hemos visto que un Tribunal ha declarado 

de mucho menos valor una joya que un objeto 
robado para poder rebajar la pena que era bru- 
tal cuando se hacía una aplicación estricta de 
las agravantes. 

Cuántas veces hemos dicho en un Tribunal 
con un simple impulso se había roto una cerra- 
dura. Esto no constituía robo, sino hurto, por- 
que no había resistencia en las cosas, fuerza en 
las cosas. Esto es una prevaricación, una sim- 
ple prevaricación para ser fieles en su propia 
conciencia jurídica, para no hacer daño innece- 
sario al reo. Eso hubiera desaparecido si hu- 
biera habido un mayor arbitrio judicial en el 
segundo supuesto, en el supuesto que existiera 
más de una agravante. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

Tiene la palabra el señor Pérez Royo. 
sault): Gracias, señor Bandrés. 

El señor PEREZ ROYO: Brevísimamente, se- 
ñor Presidente, para insistir en los argumentos 
que ha dado el señor Bandrés, con una solven- 
cia superior a la que yo tengo, evidentemente, 
por su mayor conocimiento de esta materia. 

Yo, francamente, no comprendo al señor 
Granados cuando dice que tanto el señor Ban- 
drés como yo prentendemos volver al criterio 
antiguo. El criterio antiguo de la circunstancia 
agravante es de un absoluto automatismo: 
cuando concurra sólo alguna circunstancia 
agravante, la impondrán en su grado máximo; 
es un absoluto automatismo. Nosotros preten- 
demos ir al extremo opuesto, es decir, conce- 
der una libertad no diría que absoluta, pero 
una libertad al juzgador para apreciar en qué 
medida la circunstancia agravante debe deter- 
minar una agravación de la pena. 

El proyecto se queda a mitad de camino, es- 
tableciendo una cierta discrecionalidad; pro- 
pone que cuando haya una sola causa, la agra- 
vante la impondrán en su grado medio o máxi- 
mo; y cuando haya varias, automáticamente se 
impondrá en el grado máximo. 

En definitiva, de seguirse el criterio del 
proyecto estamos, en cierta medida, en la inse- 
guridad que nos reprochaba el señor Grana- 
dos, en esta inseguridad dependiente de la di- 
crecionalidad del Tribunal y, en cambio, no ob- 
tenemos ninguna de las ventajas que ha expli- 
cado perfectamente el señor Bandrés y que se 
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obtienen con la introducción de la discreciona- 
lidad del juzgador, que se pretendía con la en- 
mienda número 209 que presentamos los 
Diputados comunistas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

Tiene la palabra el señor Granados. 
sault): Gracias, señor Pérez Royo. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presi- 
dente, si su señoría, el señor Pérez Royo, consi- 
dera que la actual redacción de los párrafos 
quinto y sexto, del artículo 61, dan la connota- 
ción de automatismo, yo no sé leer, porque 
dice el párrafo quinto: «Cuando sean dos o más 
las circunstancias atenuantes o una sola muy 
cualificada, y no concurra agravante alguna, 
los Tribunales podrán imponer la pena inme- 
diatamente inferior en uno o dos grados a la 
señalada (según la entidad y número de dichas 
circunstancias), aplicándola en el grado que es- 
timen pertinente)). El sexto dice: «Cualquiera 
que sea el número y entidad de las circunstan- 
cias agravantas, los Tribunales no podrán im- 
poner pena mayor que la señalada por la Ley 
en su grado máximo, salvo el caso...», etcétera. 

Es decir, se está dejando todo, como decía 
muy bien el señor Ruiz Gallardón, al puro arbi- 
trio judicial. Entonces, nosotros lo que preten- 
demos es precisamente lo contrario, concretar 
qué pasa cuando no hay circunstancias ate- 
nuantes, cuando hay una o cuando hay varias 
circunstancias atenuantes. 

En cuanto a la objeción que hacía el señor 
Bandrés, creo que se ha referido exclusiva- 
mente a un tipo de delitos muy específicos, 
como son los delitos contra la propiedad. En 
este supuesto hay que recordar que la reforma 
que va a venir a continuación, y que esta Cáma- 
ra va a tener ocasión de debatir, elimina ya esa 
posibilidad, puesto que la pena no va en fun- 
ción de la cuantía de la cosa hurtada o robada, 
sino en función de las circunstancias persona- 
les del reo, en las que haya concurrencia de 
mayor o menor peligrosidad del autor. 

En consecuencia, seguimos manteniendo la 
redacción del texto. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

Al artículo 61.4 consta la enmienda número 
sault): Gracias, señor Granados. 

21, del Grupo Popular, que se entiende defen- 
dida. ¿Es así. señor Ruiz Gallardón? 

El señor RUIZ GALLARDON: Ha sido defen- 
dida conjuntamente -le pedí permiso para 
ello- con la anterior, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Gracias, señor Ruiz Gallardón. 

Señor García Agudín, la enmienda número 
117, del Grupo Centrista, ¿se mantiene o se da 
por defendia? 

El señor GARCIA AGUDIN: Señor Presiden- 
te, habría que dedicarle un minuto, porque no 
hemos hablado de ella. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Tiene la palabra. 

El señor GARCIA AGUDIN Muy brevemen- 
te, señor Presidente. 

Se trata de una pequeña diferencia de matiz 
en cuanto a que en aquellos casos donde no 
concurran circunstancias agravantes, como sa- 
ben sus señorías, el proyecto dice que se apli- 
cará la pena en su grado mínimo o medio. El 
Código Penal vigente habla de que se aplicarán 
en el grado que se estime conveniente por los 
Tribunales. 

A nosotros nos parece que aunque aquí se 
dice, y con mucho acierto, que habría que limi- 
tar en algunos casos el arbitrio judicial, creo 
que ha sido prudente y práctica efectivamente 
la tesis actual del Código Penal, en el sentido 
de dejar el más amplio arbitrio para que den- 
tro de la pena el Tribunal pueda imponerla en 
el grado que juzgue conveniente. 

Ciertamente que los supuestos en los cuales 
los Tribunales aplican la pena en el grado má- 
ximo son contados con los dedos, pero parece 
que no hay dificultad en que, teniendo en 
cuenta la peligrosidad del delincuente y las cir- 
cunstancias del delito, en algún caso singular 
el Tribunal pudiera aplicar las penas en el gra- 
do máximo. ¿Por qué? Precisamente porque, 
como muy bien decía el representante socialis- 
ta, está claro que estamos dentro del principio 
de la pena y el grado es un margen que se le 
concede al Tribunal para que pueda hacer la 
Justicia más precisa. 
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En suma, la diferencia no es importante, 
pero creemos que sería mejor respetar la tradi- 
ción de este texto y, en consecuencia, mante- 
ner la redacción actual, dejando en libertad al 
Tribunal para que aplique la pena en el grado 
que estime conveniente. 

Le recuerdo, a efectos puramente de orden, 
que habría que votar el artículo 50, que quedó 
en el tintero. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor García Agudín. 

Señor Granados, la enmienda número 296, 
del Grupo Parlamentario Vasco, ha sido retira- 
da. Por tanto, si quiere consumir un turno en 
contra, tiene la palabra. 

El señor GRANADOS CALERO: Muy breve, 
señor Presidente, porque precisamente con la 
nueva redacción del texto va a concluir la in- 
congruencia que actualmente se observa en el 
vigente artículo 61 del Código Penal, por la po- 
sibilidad que se podía dar -y que se venía dan- 
do de hecho- de que se podía imponer la 
pena en el grado máximo, concurriendo una 
circunstancia agravante, y se podía imponer la 
pena en el grado máximo sin concurrir ningu- 
na circunstancia agravante. 

Precisamente es un motivo de inseguridad 
que corrige la nueva redacción del texto. Es 
por ello por lo que rechazamos la enmienda. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): No hay enmiendas vivas al artículo 61.6, 
suprimido por el proyecto, y cuya supresión 
mantiene el dictamen de la Comisión. 
.Vamos a proceder a las votaciones. 
Al artículo 50, que está suprimido en el 

proyecto y en el dictamen de la Comisión, exis- 
te la enmienda número 115, del Grupo Parla- 
mentario Centrista, que propone la supresión 
de la supresión. 

¿Está de acuerdo el señor García Agudin en 
que votar a favor del dictamen sería rechazar 
la enmienda? (Asentimiento.) 

Así procederemos. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 234; a favor, 223; en contra, 
siete; abstenciones, cuatro. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda, en consecuencia, aprobado el 
dictamen de la Comisión, suprimiendo el ar- 
tículo 50 del Código Penal, y rechazada simul- 
táneamente la enmienda número 115, del Gru- 
PO Parlamentario Centrista. 

Enmienda número 21, del Grupo Parlamen- 
tario Popular, de supresión total del artículo 
61.2. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 236; a favor, 64; en contra, 
169; abstenciones, tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda rechazada la enmienda número 
21, del Grupo Parlamentario Popular. 

Enmienda número 330, del señor Bandrés, 
que propone la sustitución total del texto. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 236; a favor, 16; en contra, 
213: abstenciones, seis: nulos, uno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda rechazada, en consecuencia, la 
enmienda número 330, del señor Bandrés. Vo- 
taremos seguidamente la enmienda número 
209, del señor Pérez Royo, que pretende la sus- 
titución parcial. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 236; a favor, diec en contra, 
221; abstenciones, cuatro; nulos, uno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda rechazada la enmienda número 
209, del señor Pérez Royo, al artículo 61.2 del 
dictamen, cuyo texto vamos a proceder a votar 
seguidamente. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 236; a favor, 176; en contra, 
ocho: abstenciones, 52. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
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sault): Queda aprobado el artículo 61.2 según 
el texto del dictamen. 

Al artículo 61.4, iconsidera el señor Ruiz Ga- 
Ilardón necesario volver a votar la enmienda 
número 2 l?  

El señor RUIZ GALLARDON No, señor Pre- 
sidente. Ya he dicho antes que las defendía 
conjuntamente y, por tanto, entiendo que han 
sido votadas conjuntamente también. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Enmienda número 117, del Grupo Cen- 
trista, que pretende el mantenimiento del 
apartado 4 del actual texto del Código Penal. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 236; a favor, 12; en contra, 
220; abstenciones, cuatro. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda rechazada la enmienda número 
117, del Grupo Parlamentario Centrista. 

Seguidamente procedemos a la votación del 
texto del dictamen correspondiente al artículo 
61.4, según el informe de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 237; a favor, 174; en contra, 
11; abstenciones, 52. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda aprobado, en consecuencia, el ar- 
tículo 6 1.4 según el dictamen de la Comisión. 

Vamos a votar, a continuación, el artículo 
61.6 que no tiene enmiendas, según el dicta- 
men de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 237; a favor, 229; en contra, 
seis; abstenciones, dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda, en consecuencia, aprobado el 
texto del artículo 61.6 según el dictamen de la 
Comisión, de supresión de dicho artículo en el 
texto del Código. 

Al artículo 64, suprimido igualmente del 

proyecto de Ley, se mantiene la enmienda nú- 
mero 118, del Grupo Parlamentario Centrista. 

Para su defensa, tiene la palabra el señor 
García Agudín. 

El señor GARCIA AGUDIN Señor Presiden- 
te, la damos por decaída porque en la aproba- 
ción del texto ha sido suprimido el apartado 8, 
al que hacía referencia, y no tiene sentido man- 
tenerla. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias. 

Artículo 69 bis. Figura la enmienda 2 11, del 
Grupo Parlamentario Mixto, de sustitución to- 
tal del artículo. 

Tiene la palabra el señor Pérez Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Este artículo, a mi 
juicio, es importante técnicamente. Es un ar- 
tículo que introduce en el Codgido la figura del 
delito continuado. 

Como saben las señoras y los señores Dipu- 
tados, el delito continuado es una creación ju- 
risprudencial que no existía previamente en el 
Código, en nuestro Código. Es, como digo, una 
creación de los Jueces. 

Pues bien, el proyecto aborda con un criterio 
saludable, a mi juicio, la creación expresa por 
vía legal de la figura del delito continuado. Y a 
este respecto nosotros proponemos algunas 
enmiendas de naturaleza fundamentalmente 
técnica. 

En orden a la votación de estas enmiendas, 
solicito de la Presidencia que se haga de la ma- 
nera siguiente: 

Damos por decaído el primer párrafo de 
nuestra enmienda, que pretende una correc- 
ción técnica de orden menor en relación a la fi- 
gura del delito continuado; y, en cambio, man- 
tendríamos para la votación únicamente el se- 
gundo párrafo, que viene a ser sustitución del 
proyecto actual del dictamen, a partir del pri- 
mer punto y parte, cuando dice: #Si se tratase 
de infracciones de contenido patrimonial ... » 

Se trata de solucionar una laguna que existe 
en el proyecto y es, dentro de la figura del deli- 
to continuado, la referente a aquellos supues- 
tos en los que el tipo delictivo, el tipo básico, se 
establece por referencia a una cantidad de di- 
nero; por ejemplo, el contrabando, que, como 
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SS. SS. saben, es una intracción administrativa, 
a no ser que la cuantía sobrepase el millón de 
pesetas, a partir de cuyo momento la infrac- 
ción administrativa se convierte, se transmuta, 
en delito. 

Pues bien, hay, a nuestro juicio, una laguna 
en el proyecto y es la de no prever que en la 
técnica del delito continuado pueda darse so- 
lución al supuesto en el que una pluralidad de 
infracciones administrativas, cada una de ellas 
inferiores al millón de pesetas, sustancialmen- 
te integren el tipo del delito. 

Como recordarán los señores del Grupo So- 
cialista, y en concreto el señor Sáenz Coscu- 
Huela, que me mira constantemente, este tema 
fue debatido en la Ley de Contrabando en la le- 
gislatura anterior, y suscitó una intervención 
sumamente interesante del señor Moscoso, en 
aquella época del Grupo Mixto, que se oponía 
a una enmienda del Grupo Comunista, que fue 
asumida en virtud de una enmienda transac- 
cional del Grupo Socialista y que tendía a dar 
solución a este problema. 

En aquella época el señor Moscoso se opuso 
sobre la base de que, siendo el delito continua- 
do una creación de naturaleza jurisprudencial, 
no tenía sentido en una Ley especial, como era 
la Ley de Contrabando, introducir, por así de- 
cir, de rondón esta figura. Ahora no estamos en 
una Ley especial, sino ante el proyecto de re- 
forma del Código Penal. 

Una vez que en esta reforma se recoge esta 
figura del delito continuado, debe hacerse co- 
rrectamente y, en concreto, debe solucionarse 
esto que, a nuestro juicio, es una laguna, como 
es el tema de las infracciones de contenido pa- 
trimonial en el sentido que he indicado. 

Por ello, y para solucionar este problema, 
propongo la redacción de este segundo punto 
y seguido de la siguiente forma: «Si se tratare 
de infracciones de contenido patrimonial o de 
aquellas cuya punición se establece en base a 
un valor, cuantía o cantidad objeto del hecho 
punible.. -ejemplos privilegiados: el contra- 
bando, el delito fiscal-, en estos supuestos ael 
hecho se calificará teniendo en cuenta el per- 
juicio total causado .... Y aquí continúa la re- 
dacción del proyecto. 
Y, finalmente, una última modificación cohe- 

rente con las enmiendas anteriores. En lugar 
de decir aEn estas infracciones, el Tribunal im. 

pondrá .... hay que decir apodrá imponer.; es 
decir, mantener el arbitrio judicial. 

Este es el sentido de la enmienda que solici- 
to sea votada. Naturalmente, si puede ser apro- 
bada, mejor. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

¿Turno en contra? (Pausa.) 
Al artículo 69 bis, párrafo 1, el Grupo Popu- 

lar mantiene la enmienda número 22, de su- 
presión parcial. 

El señor Ruiz Gallardón tiene la palabra 
para su defensa. 

sault): Muchas gracias, señor Pérez Royo. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gra- 
cias, señor Presidente, para mantener una en- 
mienda de supresión parcial de un inciso de 
este artículo 60 bis, párrafo primero. 

Quiero comenzar diciendo, con la venia de la 
Presidencia, que advierto la existencia de una 
errata - q u e  supongo salvará el buen sentido 
de la Cámara y, en su caso, no habría inconve- 
niente en aceptar- cuando dice, al comienzo 
del artículo: «No obstante lo dispuesto en el ar- 
tículo anterior, el que, en ejecución de un plan 
preconcebido o aprovechando idéntica oca- 
sión, realizare una pluralidad de acciones y 
omisiones)), quiere decir « U  omisionesu. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Evidentemente, señor Gallardón, así se 
hará constar. 

El señor RUIZ GALLARDON: Sigo, pues. «... 

que ofendan a uno o varios sujetos e infrinjan 
el mismo o semejantes preceptos penales, será 
castigado, como autor de un delito o falta con- 
tinuados, con la pena señalada en cualquiera 
de sus grados, para la infracción más grave, 
que podrá ser aumentada hasta el grado míni- 
mo o medio de la pena superior.. Y ahora vie- 
ne el inciso que el Grupo Popular pretende se 
suprima: .Si se tratare de infracciones contra 
el patrimonio se impondrá la pena teniendo en 
cuenta el perjuicio total causado.* 

En cambio, admitimos plenamente el inciso 
final del precepto, que dice: uEn estas infrac- 
ciones el Tribunal impondrá la pena superior 
en grado, en la extensión que estime conve- 
niente (principio de arbitrio judicial) si el he- 
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cho revistiere notoria gravedad y hubiere per- 
judicado a una generalidad de personas.. 

¿Por qué proponemos la supresión del inciso 
«Si se tratare de infracciones contra el patri- 
monio se impondrá la pena teniendo en cuenta 
el perjuicio total causado.. Porque esto puede 
referirse a dos cosas: o bien a la responsabili- 
dad propiamente penal o bien a la responsabi- 
lidad civil. 

La responsabilidad civil naturalmente ven- 
drá determinada en la totalidad del perjuicio 
patrimonial causado; pero en cuanto a la res- 
ponsabilidad penal nos encontramos con una 
de las grandes paradojas de este proyecto de 
Ley de Reforma Parcial y Urgente del Código 
Penal. Me explico. 

Estamos introduciendo aquí un elemento 
perturbador, por cuanto que luego lo vamos a 
repetir en cada una de las infracciones patri- 
moniales como circunstancia de especial agra- 
vación. Y así, si nos vamos al proyecto -voy a 
poner el ejemplo de delito, de hurto-, vemos 
que el artículo 516 dice que: aSon circunstan- 
cias que agravan el delito, a efectos del artículo 
anterior: 3.0 Cuando revista especial gravedad 
atendiendo el valor de efectos sustraídos ... u Y 
si nos vamos a la estafa, en el artículo 529, en el 
número 7, se dice: *Cuando revistiere especial 
gravedad atendido el valor de la defrauda- 
ción.» Hay, pues, una doble regulación del va- 
lor. 

El Grupo Popular entiende, sin limitar en ab- 
soluto las facultades del Juez para la imposi- 
ción de las penas que correspondan, sin entrar 
para nada en el problema de la responsabili- 
dad civil, que queda virgen naturalmente, que 
quedará determinada en función del valor de 
lo defraudado o de lo robado o de lo hurtado; 
en definitiva, del delito penal de que se trate. 
En cuanto al tema propiamente penal, habien- 
do, como hay, agravaciones específicas en los 
preceptos específicos de la parte especial, si 
mantenemos aquí una especie de agravación al 
tener en cuenta que la importancia del perjui- 
cio total causado supone una agravación, esta- 
ríamos dos veces gravando el mismo hecho, 
cosa que no creo que ningún penalista ni nin- 
gún práctico del Derecho -y eso y no otra 
cosa soy- puede admitir en conciencia. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Ruiz Gallardón. 

Enmienda número 76, del Grupo Parlamen- 
tario Popular, de sustitución parcial. 

El señor Calero tiene la palabra. 

El señor CALERO RODRIGUEZ Muchas gra- 
cias, señor Presidente. La enmienda que esta- 
mos proponiendo es una enmienda eminente- 
mente técnica que persigue perfeccionar el 
texto del proyecto de Ley y que, evidentemen- 
te, debía ser resuelta en otro trámite legislati- 
vo, debería de haber sido resuelta en Ponencia 
o en Comisión. 

El texto que proponemos sustituir está en el 
inciso primero del artículo 69 bis, párrafo pri- 
mero, cuando dice que «será castigado, como 
autor de un delito o falta continuados, con la 
pena senalada, en cualquiera de sus grados, 
para la infracción más graveu. 

La enmienda es bifronte; tiene una doble di- 
mensión y pretende sustituir la palabra aau- 
t o n  por *responsable, y, por otra parte, supri- 
mir la expresión aen cualquiera de sus gra- 
dosu. 

La primera dimensión de la enmienda tiene 
su justificación en que la realización de un he- 
cho delictivo puede efectuarse como autor, 
como cómplice o como encubridor; eso es ele- 
mental y está regulado en el artículo 12 del Có- 
digo Penal. 

Por tanto, es mucho más preciso decir, más 
que como aautor,, como «responsable. de un 
delito o falta en la triple dimensión de la auto- 
ría penal, que puede ser el autor, el cómplice o 
el encubridor. Artículo 12 del Código Penal. 

Con relación al segundo aspecto de la en- 
mienda, también es de carácter técnico. Si es- 
tamos intentando dejar la mayor libertad de 
apreciación a los órganos judiciales, a los Tri- 
bunales, para apreciar la personalidad del de- 
lincuente, teniendo en cuenta los criterios ge- 
nerales de la reforma urgente que se nos pro- 
pone en el Código Penal, es evidente que se le 
ha querido dejar esta libertad en cualquiera de 
sus grados. Pero yo creo, y entiende el Grupo 
Popular, que suprimir esa expresión, al decir 
que se va a aplicar la pena que está señalada 
para ese delito -se supone que es en cualquie- 
ra de sus grados- es ignorar la regla de los ar- 
tículos 61 y siguientes del Código Penal, donde 



-1 327- 
CONGRESO 21 DE ABRIL DE 1983.-NUM. 29 

están precisamente las reglas de aplicación de 
las penas que puedan imponerse en cualquiera 
de los grados. 

Por tanto, hay dos aspectos de la enmienda 
que son puramente técnicos. Primero, supri- 
mir la palabra #autor,, para sustituirla por 
uresponsablelo, ateniéndonos a la concordan- 
cia con el artículo 512 del Código Penal. En se- 
gundo lugar, suprimir la expresión aen cual- 
quiera de sus grados,, porque se comprende 
que puede ser en cualquiera de sus grados, 
conforme al artículo 61. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Calero. 

El Grupo Parlamentario Mixto mantiene una 
enmienda, la número 331, de sustitución par- 
cial. 

Para su defensa, tiene la palabra el señor 
Bandrés. 

El señor BANDRES MOLET Brevemente, 
señor Presidente, para defender esta enmien- 
da que tiene el único objetivo siguiente: en el 
párrafo primero, del artículo 69 bis, se emplea 
dos veces la expresión use impondrá*. Dice: uSi 
se tratare de infracciones contra el patrimonio 
se impondrá la pena teniendo en cuenta el per- 
juicio total causado,. No se refiere a ese uim- 
pondrá,, sino que sigue diciendo: uEn estas in- 
fracciones el Tribunal impondrá la pena supe- 
rior en grado, en la expresión que estime con- 
veniente, si el hecho revistiere notoria grave- 
dad y hubiere perjudicado a una generalidad 
de personas*. 

Comprendemos perfectamente la intención 
del precepto. Creemos que el precepto es plau- 
sible y que merece el apoyo del Diputado que 
tiene el honor de dirigir la palabra en este mo- 
mento al Congreso. Pero también es verdad 
que entendemos que esta gravísima decisión 
supone pasar de una pena a la siguiente y ade- 
más imponerla en la extensión que el Tribunal 
estime conveniente, de forma que una infrac- 
ción penal que en alguna ocasión pudiera te- 
ner, por ejemplo, como sanción penal la pri- 
sión menor, pasa a convertirse la pena en pri- 
sión mayor y además en su grado máximo. 

Creemos que es una facultad extraordinaria- 
mente justa, posiblemente en algunas ocasio- 
nes, pero que, a nuestro juicio, no debe cerrar- 

se el camino a otra posibilidad que pudiera 
abrir el propio arbitrio judicial. Por eso prefe- 
rimos cambiar la palabra aimpondrán por use 
podrá imponerlo. 

Ese es el sentido de la enmienda que mante- 
nemos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Bandrés. 

El Grupo Parlamentario Centrista mantuvo 
en Comisión una enmienda transaccional de 
supresión parcial al texto del artículo 69 bis, 
párrafo primero. 

Tiene la palabra el señor García Agudín. 

El señor GARCIA AGUDIN Señor Presiden- 
te, así, explicada ahora, autónomamente, no 
tiene gran sentido hablar de una enmienda 
transaccional; esto nació en el curso del debate 
en Comisión, en cuanto que había unas ciertas 
discusiones y disquisición sobre limitar o no el 
arbitrio judicial en este supuesto del delito 
continuado. Entonces, fruto de aquel debate 
parecía que era transaccional. Y quede aquí 
constancia de ello, por si fuera de interés, a 
efectos ya de determinar cuál es el alcance de 
este precepto, el que en estos casos de delito 
continuado se pueda imponer la pena más gra- 
ve, que podrá ser aumentada, y como venía en 
el texto -un poco dubitativo y un poco ambi- 
guo- uhasta el grado mínimo o medio de la 
pena superior», propusimos, entonces, con 
cierta aceptación en la Comisión, limitar este 
arbitrio judicial, sustituyéndolo por uhasta el 
grado medio de la pena superiorn. 

En ese sentido de alguna manera desde el 
Grupo Socialista parece que se defendía esta 
posibilidad, porque en algunos otros supues- 
tos que hemos venido viendo a lo largo de esta 
tarde se quería evitar un poco la ambigüedad y 
esta generosidad para el arbitrio judicial. 

Quizá el texto que proponemos, que no tiene 
un gran contenido doctrinal, podría solucionar 
en parte este tema y dejar constancia de que la 
pena podría incrementarse hasta el grado me- 
dio de la pena superior, con lo cual quedaría 
Perfectamente clara la posibilidad del arbitrio 
judicial. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor García Agudín. 
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Para consumir un turno en contra, conjunto a 
todas las enmiendas presentadas al artículo 69 
bis, párrafo primero, tiene la palabra el señor 
Sotillo. 

El señor SOTILLO MARTI: Señor Presiden- 
te, efectivamente por primera vez en el Código 
Penal español, en un sentido de modernidad y 
de progreso bastante relacionado con la reali- 
dad social, se incluye el problema del delito 
continuado. 
Yo creo que alguno de los enmendantes, y 

.concretamente el Grupo Popular, está presen- 
tando una enmienda que se compadece poco 
con su propia tesis mantenida a lo largo de los 
artículos anteriores del proyecto. Porque el de- 
lito continuado no es más que una persona de- 
frauda o estafa mil pesetas a mil personas, 
cuando lo que quiere es obtener un millón de 
pesetas. Y eso no tenía en nuestro Código Pe- 
nal una sanción clara. Era la jurisprudencia 
que, en un sentido progresista, había construi- 
do un tipo de relación con la voluntad y la in- 
tencionalidad última del delincuente, del de- 
fraudador. Y ahora el Grupo Popular nos pro- 
pone que se suprima el monto total del perjui- 
cio, es decir, su intención de defraudar un mi- 
Ilón de pesetas, y que se sancione con la agra- 
vación que sea las infracciones de mil pesetas; 
es decir, faltas y no delitos. 

Por tanto, creemos en ese sentido que el 
Grupo Popular ha errado en la presentación de 
esa enmienda. Por esa razón, nosotros nos va- 
mos a oponer a las dos enmiendas planteadas 
por el Grupo Popular. 

En relación con lo planteado por el señor Pé- 
rez Royo, que ya reduce su enmienda a una 
problemática muy concreta, le tenemos que 
decir que, efectivamente, esa problemática 
muy concreta, en nuestra opinión, que existe 
en la redacción del texto, la creemos compren- 
dida, cuando hablamos del perjuicio total cau- 
sado. Por tanto, están también incluidos los su- 
puestos en los que el contrabando se realiza en 
infracciones o en cuantías pequefias, pero la 
intencionalidad del delincuente, su voluntad 
última, es producir el delito o pasar de infrac- 
ción administrativa a delito por la cuantía. Por 
tanto, creemos que está incluido. De todas ma- 
neras, el Grupo Socialista no tiene ningún in- 
conveniente en reflexionar sobre el tema en 

trámites parlamentarios ulteriores a fin de 
precisar mejor, si ello es posible, el texto del 
precepto. 

Creemos, pues, que el texto del artículo 69 
que proponemos es un texto muy positivo, en 
un texto avalado por la jurisprudencia y la doc- 
trina de nuestro país, y en relación con la en- 
mienda transaccional propuesta en último tér- 
mino por el Grupo Centrista, evidentemente la 
podemos aceptar. Es decir, es una redacción 
técnica cuando dice que se sustituya la expre- 
sión uhasta el grado mínimo o medio de la 
pena superior. por la expresión ahasta el gra- 
do medio.) No dice la enmienda «en el grado 
medio., sino ahasta el grado medio., y esa fór- 
mula exactamente es la que nosotros acepta- 
mos, por cuanto decir ahasta el grado medio. 
supone comprender también el mínimo. 

Esas son las razones por las que nosotros nos 
vamos a oponer a las enmiendas presentadas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

Tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 
sault): Muchas gracias, señor Sotillo. 

El señor RUIZ GALLARDON: Señor Presi- 
dente, yo creo que es que el castellano que y o  
hablo probablemente voy a tener que mejorar- 
lo mucho para que se me entienda. Porque lo 
que ha querido este Diputado, en nombre del 
Grupo Popular, es cabalmente la plena admi- 
sión de la doctrina jurisprudencia1 sobre el de- 
lito continuado, y me he cuidado muy mucho 
de subrayar que aceptábamos en su totalidad y 
en su plenitud el artículo. Lo único que he di- 
cho, tan claro, tan claro, es que; por favor, si en 
la parte especial estamos agravando la sanción 
en los delitos de robo, de hurto, de defrauda- 
ción, de estafa, por razón de la cuantía, no trai- 
gamos a la parte general reiteradamente el 
mismo concepto. 

Se me dice por parte de mi ilustre colega, el 
señor Sotillo: no; si es que aquí estamos en pre- 
sencia del delito continuado, donde hay un au- 
tor que infringe y comete un número, equis, de 
determinadas lesiones, cuyas lesiones se cau- 
san a determinados individuos separados; y, 
entonces, de acuerdo con fa doctrina jurispru- 
dencial, lo que hay que hacer es sumar el valor 
patrimonial de todas esas lesiones para impo- 
nerle la pena. Conforme, si se quedara ahí, 
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pero no para imponerle la pena, aumentándo- 
sela, como se dice, que eso sí lo aceptábamos 
nosotros, en el último inciso: asuperior en gra- 
do en la extensión que estime conveniente, 
hasta el grado medio*, según acaba de oírse. 

Una de dos: o sumamos todas las penas y, en- 
tonces, no aumentamos, sino que aplicamos la 
pena correspondiente a la suma de esas penas, 
si nos guiamos por la cuantía; o, si no sumamos 
las penas, posibilitamos al Tribunal -porque 
se trata de un delito continuad- el aumentar 
la pena hasta la pena superior en grado, en su 
grado medio, con lo cual el delito continuado, 
la doctrina jurisprudencia1 y todos nuestros 
Jueces y Magistrados se quedarían extraordi- 
nariamente tranquilos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

Tiene la palabra el señor Calero. 
sault): Muchas gracias, señor Ruiz Gallardón. 

El señor CALERO RODRIGUEZ: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. La enmienda número 
76, que me toca defender y replicar, es mucho 
más modesta; no tiene este planteamiento tan 
de fondo como la enmienda anterior; sólo que 
si no se acepta esta enmienda, el delito conti- 
nuado sólo tendrá autores, no tendrá encubri- 
dores ni cómplices, y, por tanto, si ustedes 
quieren dejarlo así, la doctrina y la jurispru- 
dencia se encargarán de decir que hemos legis- 
lado mal, porque delitos continuados de estafa 
de un millón de pesetas hay, y hay un autor, 
pero también hay encubridores y también hay 
cómplices. Por tanto, sustituyan la palabra aau- 
tor» por la palabra aresponsable,, que engloba 
las tres figuras de autorías, y, además, dejen us- 
tedes en libertad a los Tribunales para aplicar 
la pena en cualquiera de sus grados, sin necesi- 
dad de remacharlo. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

Tiene la palabra el señor Sotillo. 
sault): Gracias, señor Calero. 

El señor SOTILLO MARTI: Señor Presiden- 
te, yo quizá, preocupado fundamentalmente 
por la enmienda de fondo, que era la enmienda 
presentada en primer lugar por el Grupo Po- 
pular, no he contestado convenientemente a la 

enmienda del seiior Calero, que en este mo- 
mento le digo que estamos dispuestos a acep- 
tarla, puesto que no se trata de una enmienda 
de fondo, sino de una enmienda que mejora 
técnicamente el proyecto. 

No quisiera dejar pasar la intervención del 
señor Ruiz Gallardón, que habla muy bien cas- 
tellano, pero yo no voy a admitir que entiendo 
mal. Yo entiendo bien lo que él quiere decir. Y 
él habla muy bien, pero yo también entiendo 
bien. Y, señores Diputados, el delito continua- 
do es un delito muy típico de un determinado 
sector de delincuencia, de un determinado 
tipo de delincuencia, del que los anglosajones 
llaman acollar blanco, o acuello blanco,, y en 
nuestra legislación y en nuestra práctica se ha- 
bían introducido bastantes avances jurispru- 
denciales en relación con este delito. 
Yo sigo insistiendo en que la propuesta que 

hace el Grupo Popular supone en la práctica 
desvirtuar el delito continuado, y rebajar, en 
algunos casos, las penas que se podrían impo- 
ner. Y me parece que eso es contradictorio con 
las tesis que vienen manteniendo a lo largo de 
este proyecto. Por tanto, creo que en ese senti- 
do el Grupo Popular se contradice. No quisiera 
interpretar que se contradice porque el tipo 
delictivo del artículo 69 es de una manera y el 
del 506 es de otra. No quiero decir eso, pero 
quiero decir que aquí hay una cierta contradic- 
ción en los planteamientos que hace. Por tanto, 
los delincuentes del delito continuado son to- 
dos iguales también ante la Ley, como los de- 
lincuentes del tipo de robo y hurto, que tienen 
la pena agravada, y son cosas completamente 
distintas; una cosa es aplicar el 506, con la agra- 
vación correspondiente, para un delito concre- 
to y en un caso concreto, y otra cosa distinta es 
-léase el artículo 69- asi el hecho revistiere 
notoria gravedad y hubiere perjudicado a una 
generalidad de personas.; creemos que está 
produciendo una alarma social importante, y 
ejemplos tenemos en la realidad próxima pasa- 
da de este tipo de acciones delictivas y, por 
tanto, requiere una actuación del legislador. 

El proyecto que propone el Gobierno no se 
aparta de las tesis que la doctrina y la jurispru- 
dencia han venido reclamando, preocupados 
por la realidad social. En ese sentido, nosotros 
establecemos una coherencia absoluta en esta 
reforma global y no distinguimos conductas 
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delictivas, no distinguimos acciones delictivas 
que tienen o pueden producir una gran alarma 
social. 

Por eso nos oponemos a la enmienda núme- 
ro 22 y subrayamos, señor Presidente, que la 
enmienda número 76, del Grupo Parlamenta- 
rio Popular, que rogaríamos se votara separa- 
damente, puede ser aceptada por este Grupo 
Parlamentario. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Sotillo. 

Al artículo 70, no incluido en la reforma, fi- 
gura la enmienda número 332, del Grupo Par- 
lamentario Mixto, que pretende la sustitución 
parcial del apartado 2.0 del artículo en cues- 
tión, del actual texto del Código Penal. 

Tiene la palabra el señor Bandrés. 

El señor BANDRES MOLET Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, efectiva- 
mente, no ha sido propuesta en el proyecto la 
reforma de la regla 2.a del artículo 70, y creo 
que es una verdadera lástima porque supongo 
yo que la regulación contenida en este artículo 
tiene que ser reformada y va a ser reformada, 
si no ahora, cuando se aborde definitivamente 
la reforma del Código Penal. 

Alguien, que probablemente tenía derecho a 
hacerlo, anunció que este artículo iba a ser re- 
formado, y esto creó una expectativa muy 
grande en el universo carcelario. Hoy hay mu- 
chos presos que están esperando a ver qué 
pasa con esta regla 2.a del artículo 70, que les 
tiene en la cárcel en estos momentos, y se han 
hecho la ilusión de que una reforma en sentido 
beneficioso les iba a librar o iba a acortar, al 
menos, mucho su condena. 

El problema es serio, el problema es grave, y 
he creído yo  que, a pesar de no haber tenido 
éxito en Comisión, debiera traerlo aquí para, 
cuando menos, alertar la sensibilidad, que sé 
que es grande, del Partido mayoritario en un 
punto importante como éste. 

¿Cuál es la regulación actual de la posibili- 
dad quk contempla la Ley de que se condenen 
en una misma sentencia o en varias, aunque 
los delitos hayan podido ser enjuiciados en un 
solo procedimiento, diferentes conductas de 
un procesado, de un inculpado? Pues es así; se 
dice: *No obstante lo dispuesto en la regla an- 

terior, el máximuo de cumplimiento de la con- 
dena del culpable no podrá exceder del triplo 
del tiempo por el que se le impusiere la más 
grave de las penas en que haya incurrido, de- 
jando de extinguir las que procedan desde que 
las ya impuestas cubrieran el máximuo de 
tiempo predicho, que no podrá exceder de 
treinta años,. 
No sé exactamente cuál es la decisión más 

acertada. ¿Por qué el triplo? ¿Por qué no el do- 
ble? ¿Por qué no otro cálculo distinto? Lo que 
sí sé es que el tratamiento es excesivamente rí- 
gido y, además, no parece justo que el delito 
más importante, sobre todo cuando viene se- 
guido de otros delitos mucho menos importan- 
tes, arrastre y determine el contenido final y 
efectivo de la sentencia. Es decir, por poner un 
ejemplo: si en un procedimiento por diversos 
delitos se condena a alguien por uno evidente- 
mente grave a una pena de privación de liber- 
tad de doce años, y después se le condena por 
otros quince delitos a una pena muy inferior, 
por delitos de menos importancia, a una pena 
de dos años cada uno, nos encontraríamos 
obligados a mantener a este hombre en la cár- 
cel durante treinta y seis años; ya sé que hay 
una limitación hasta treinta; pero teóricamen- 
te su sentencia y la condena que debe cumplir 
son treinta y seis años, el triple de la pena 
mayor. 

Quiero decir que es difícil acertar y, además, 
no dispongo en este momento de Derecho 
comparado para ver qué hacen en otras regula- 
ciones jurídicas del mundo sobre este punto, 
pero indudablemente a mí me parece que este 
efecto de arrastre y determinativo de la pena 
por el delito mayor, y no con una media de los 
delitos, por ejemplo, me parece que es objeti- 
vamente injusto. 

He buscado una fórmula que me ha parecido 
razonable, sin pensar que sea de ningún acier- 
to especial, y es que se imponga, efectivamen- 
te, la más grave de las penas y la mitad de la si- 
guiente: es decir, no la mitad de la pena más 
grave, sino la mitad de la siguiente, porque de 
esta manera todas las penas, la primera y la se- 
gunda, que se suponen mayores en gravedad o 
que lo son, van a determinar la duración total 
de la pena de privación de libertad. 

Insisto en que no tengo la varita mágica, que 
no sé cuál es exactamente la solución definiti- 

‘ 1  
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va, y expongo, además, aquí de una manera pa- 
ladina mi ignorancia del Derecho comparado 
al respecto, pero creo que la regulación actual 
no es la acertada, que hay que meterse con este 
precepto, que hay que darle una solución, y yo 
propongo en este momento la solución plan- 
teada en mi enmienda 332. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

¿Turno en contra? (Pausa.) Tiene la palabra 
sault): Muchas gracias, señor Bandrés. 

el señor Granados. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presi- 
dente, la intervención del señor Bandrés y el 
sentido de su enmienda digamos que están 
muy en la línea con la actuación que caracteri- 
za a la intervención constante del señor Ban- 
drés en esta Cámara, que podríamos resumir 
como destinada a defender a los que sufren 
persecución por la justicia, pero al modo como 
lo entendía el Lazarillo de Tormes, por ejem- 
plo. 

Es cierto que, como S. S .  ha dicho, no hay 
unos criterios objetivos para decir por qué 
treinta, por qué veinte, por qué no quince; no 
los hay. Entonces, lo que sí hay en estos mo- 
mentos es, en primer lugar, una reforma que 
ya está aquí y que se va a aprobar a lo mejor 
esta tarde o quizá el próximo martes, en rela- 
ción con ese gran paquete de delitos contra la 
propiedad, que ya va a suponer, de entrada, 
una sustanciosa rebaja de las penas. Ya cubri- 
mos ese flanco que es muy importante, y va a 
adecuar las penas a una demanda social, ajus- 
tando a los tipos, a las conductas, a la gravedad 
de las intervenciones, las penas más adecua- 
das. 

Después queda un paquete también muy im- 
portante y muy grave que es el que se refiere a 
los delitos que atentan contra la vida, contra la 
seguridad física, contra la libertad de las perso- 
nas, homicidios, asesinatos, secuestros, mutila- 
ciones, etcétera. Yo pienso en estos casos espe- 
cíficos. ¿Qué pasaría si se aceptara por la Cá- 
mara su enmienda? De momento, que ese Iími- 
te máximo de treinta aÍíos, que ahora está cu- 
briendo eficazmente, entiendo, el artículo 70, 
quedaría reducido a veinte años. En conse- 
cuencia, digamos, que en un caso de triple ase- 
sinato no cubriría ni siquiera uno de los delitos 

en la pena normal de veinticinco años o veinti- 
cuatro, que se pueden poner en estos supues- 
tos de asesinato; entonces, indudablemente, se 
primarían los otros dos asesinatos. Creo que 
habría un rechazo social profundo, pero, ade- 
más, no se le podría ofrecer a la sociedad nin- 
guna razón, porque S.  S .  lo viene reconocien- 
do; ¿en razón a quS se ha bajado la pena a vein- 
te años? Pues en razón a que nos pareció que 
había que cambiar la cifra de treinta a veinte 
años. No hay una razón de poso. 

Nosotros entendemos que dado el paso en 
que nos encontramos, de una reforma urgente, 
y además parcial, vamos a esperar a que pasen 
estos meses que quedan para que las Cámaras 
debatan de nuevo en profundidad la reforma 
completa del texto del Código Penal. Vamos a 
ver el grado de aceptación que la sociedad da a 
esta reforma parcial, y vamos a ver, además, la 
resultancia positiva que esta reforma puede 
dar para entrar a valorar, ya con unos criterios 
efectivamente objetivos racionales, la varia- 
ción de todo el conjunto de penas y la aplica- 
ción de estos beneficios concretos que, como 
en el artículo 70, se contemplan. 

Por todo ello, nos oponemos a la enmienda. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Granados. 

A los artículos 85 y 91, no incluidos en la re- 
forma, no hay presentadas enmiendas. Vamos 
a proceder a las votaciones. (Pausa.) 

Artículo 64, que no tiene enmiendas por ha- 
ber decaído la enmienda del Grupo Parlamen- 
tario Centrista, número 118, según el dictamen 
de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 236; favorables, 228; en con- 
tra, cinco; abstenciones, tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda, en consecuencia, aprobado el ar- 
tículo 64, según el dictamen de la Comisión. 

Al artículo 69 bis, enmienda número 2 1 1 ,  del 
Grupo Parlamentario Mixto, señor Pérez Royo, 
de sustitución total del articulo a partir del pá- 
rrafo 2, enmienda que figura en la documenta- 
ción. 

Comienza la votación. (Pausa.) 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 237; favorables, 30; en con- 
tra, 203; abstenciones, tres: nulos, uno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda, en consecuencia, rechazada la 
enmienda número 21 1, del Grupo Parlamenta- 
rio Mixto. 

Enmienda número 22, del Grupo Parlamen- 
tario Popular, de supresión parcial del párrafo 
1. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 237; favorables, 64; en con- 
tra, 172; abstenciones, una. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda rechazada, en consecuencia, la 
enmienda número 22, del Grupo Parlamenta- 
rio Popular. 

En relación con la enmienda número 76, del 
Grupo Parlamentario Popular, pregunto si se 
mantiene la enmienda en su integridad o se re- 
duce a la sustitución de la palabra *autor, por 
aresponsabler. 

El señor CALERO RODRIGUEZ: Señor Presi- 
dente, se trata de que el Grupo Socialista acep- 
tase esta enmienda sustituyendo la palabra 
aautorm por aresponsable., y como la segunda 
parte de la enmienda era menos importante, 
solamente se refiere, entonces, la enmienda a 
esta sustitución de *autor* por *responsable, 
con la finalidad de que SS. SS. puedan aceptar- 
la. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Calero. 

En consecuencia, la enmienda número 76 se 
reduce a la sustitución de la palabra *.autor* 
por aresponsablem en el párrafo 1 del artículo 
69 bis. ¿Están de acuerdo? (Asentimiento.) La 
sometemos a votación. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 237; favorables, 232; en con- 
tra, cinco. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

sault): Queda, en consecuencia, aprobada la 
enmienda número 76, del Grupo Popular, en 
los estrictos términos expresados de sustitu- 
ción. 

Enmienda número 33 1, del Grupo Parlamen- 
tario Mixto, de sustitución parcial en el párrafo 
1. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 237; a favor, 25; en contra, 
208; abstenciones, cuatro. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda rechazada, en consecuencia, la 
enmienda número 331 del Grupo Parlamenta- 
rio Mixto. 

Votamos seguidamente la enmienda del 
Grupo Parlamentario Centrista que propone la 
supresión parcial de la expresión ahasta el gra- 
do mínimo o medio de la pena superior,. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 237; a favor, 226; en contra, 
nueve; abstenciones, dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda, en consecuencia, aprobada la 
enmienda del Grupo Parlamentario Centrista 
que figura en el dictamen de la Comisión como 
transaccional. 

Votamos seguidamente el texto del artículo 
69 bis, según el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 237; a favor, 189; en contra, 
cinco; abstenciones, 43. 

' 1  
El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

sault): Queda aprobado, en consecuencia, el ar- 
tículo 69 bis según el dictamen de la Comisión. 

Al artículo 70 figura la enmienda número 
332, del Grupo Parlamentario Mixto, de susti- 
tución parcial, al apartado segundo, que se so- 
mete seguidamente a votación. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
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do: Votos emitidos 237; a favor, 24; en contra, 
169, abstenciones, 44. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda, en consecuencia, rechazada la 
enmienda número 332 al artículo 70, que se so- 
mete seguidamente a votación, según el dicta- 
men de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 238; a favor, 183; en contra, 
nueve; abstenciones, 46. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda en consecuencia aprobado el ar- 
tículo 70 no incluido en la reforma y que por 
tanto no tiene texto, según el dictamen de la 
Comisión. 

Los artículos 85 y 91, párrafo 1.0, no inclui- 
dos en la reforma se someten seguidamente a 
votación, por no tener enmiendas, según el dic- 
tamen de la Comisión. (El señor Trías de Bes 
pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Trías de Bes. 

El señor TRIAS DE BES SERRA: Es una sim- 
ple corrección, señor Presidente. El artículo 
91, que dice n S i  el condenado, una vez hecha 
exclusión de sus bienes no satisfaciera ... u, ten- 
día que decir uno satisficiereu. 

El señor PRESIDENTE: Así constará, señor 

Se someten a votación los artículos 85 y 91, 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Trías de Bes. Muchas gracias. 

párrafo 1.0, según el dictamen de la Comisión. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 238; a favor, 228; en contra, 
cinco; abstenciones, cinco. 

El seiior PRESIDENTE: Quedan aprobados 
los artículos 85 y 91, párrafo 1.0, según el dicta- 
men de la Comisión. 

Se suspende la sesión por un cuarto de hora. 

Se reanuda la sesión. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): La enmienda número 214 del Grupo 

Parlamentario Mixto pretende la sustitución 
total de la rúbrica a la Sección 3.8 del Capítulo 
V, Título 111, Libro 1, no incluida en la reforma. 

Para la defensa de la enmienda tiene la pala- 
bra el señor Pérez Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Gracias, señor Presi- 
dente. Voy a defender, con la venia de la Presi- 
dencia, juntamente con la enmienda número 
214, que ha sido anunciada, las 215, 216, 217, 
218, 219, 220, 221, 222 y 223, todas las cuales 
pretenden, coherentemente con la modifica- 
ción de la rúbrica, modificar la regulación ac- 
tual de los preceptos incluidos en dicho Título, 
excepto la 216, que plantea un texto alternati- 
vo al artículo 93, único de los contenidos en el 
repetido Título que ha sido abordado por la 
presente reforma. 

A nuestro juicio se trata, en este caso, de un 
tema fundamental. Un tema fundamental a 
nuestro juicio, como digo, con independencia 
de la brevedad con que, por diversas razones, 
v a  a ser planteada nuestra argumentación. 

Se trata de un tema que nosotros pensamos 
que debería haber sido incluido en este 
proyecto de reforma parcial y urgente, como 
de suyo lo fue incluido en proyectos anterio- 
res, siendo objeto de enmiendas en un sentido 
parecido por parte del Grupo Socialista y por 
el nuestro. 

Es, pues, como digo, una cuestión fundamen- 
tal de cara al logro de algunos de los objetivos 
más importantes de esta reforma, como es el 
de favorecer la reinserción del delincuente, el 
de favorecer la resocialización de los sujetos 
que, por diversas circunstancias, se encuen- 
tran de hecho al margen de la sociedad. 

En ese sentido nosotros proponemos que, 
junto a la remisión condicional, se regule toda 
una serie de sustitutivos de la pena y, básica- 
mente, también la suspensión del fallo. 

Como ha dicho una doctrina muy autoriza- 
da, tal vez sea ésta la nota más llamativa y evi- 
dente de la política criminal moderna en com- 
paración con la que inspiró el Derecho penal 
clásico del pasado siglo. Mientras que entonces 
el liberalismo eligió la cárcel como espina dor- 
sal del sistema punitivo, que venía a superar el 
paradigma anterior de la pena capital y de las 
penas corporales, hoy se está produciendo un 
desplazamiento progresivo de la prisión hacia 
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nuevos caminos. Tras la reforma penal alema- 
na, sólo el 17 por ciento de condenas lo son a 
prisión, y de  ellas del 65 al 70 por ciento se sus- 
penden condicionalmente, lo que da como re- 
sultado que sólo un 10 por ciento de las conde- 
nas supongan el efectivo cumplimiento de una 
pena de prisión. 

Son datos estos últimos extraídos de una 
obra de Jeschek: ustrafrechtsreform in der 
Bundersrepublik Deutschland und in ItalienB, 
que son citados por los autores a que mc refe- 
ría anteriormente, dos de los más insignes re- 
presentantes de la joven doctrina del Derecho 
penal en España, los profesores Santiago Mir 
Puig y mi colega Francisco Muñoz Conde, de la 
Universidad de Barcelona y Cádiz, respectiva- 
mente. 

Y o  concuerdo con esta apreciación y en esta 
concordancia es en la que presentarnos estas 
enmiendas, que pretenden ir algo más allá de 
lo que va el propio proyecto. 

El proyecto atiende esta línea en la medida 
en que supone una rebaja sustancial de las pe- 
nas de prisión. Supone también una modifica- 
ción de la condena condicional. Ahora bien, 
nosotros pretendemos algo más, y es una regu- 
lación acabada de los sustitutivos de la pena y, 
fundamentalmente, del tema de la suspensión 
del fallo. 

La justificación general ya la hemos dado an- 
teriormente. Se trata de facilitar la reinserción, 
la resocializac; 3n del delincuente, e incluso en 
el caso de la suspensión del fallo entendemos 
que es de excepcional importancia en relación 
a aquellas personas que delinquen por prime- 
ra vez, básicamente delincuentes juveniles, 
aunque no solamente éstos, si bien tiene espe- 
cial importancia en la problemática de la de- 
lincuencia juvenil. 

Entendemos que un medio fundamental de 
prevención puede ser el método, el principio, 
de la suspensión del fallo. Es decir, no cargar 
con el estigma de delincuente, no incluir en el 
acervo de los delincuentes, a personas que 
pueden ser salvadas para una vida social nor- 
mal, para una vida social sana. 

Por eso precisamente hacemos esta proposi- 
ción, y en ese sentido se orientan nuestras en- 
miendas que, para abreviar, sistematizamos de 
la manera siguiente: la 215, 216 y 217 se refie- 
ren a suspensión del fallo; la 218 y 229 se refie- 

ren a la suspensión del juicio; la 220,22 1,222 y 
223 a la condena condicional. 

Aparte de esta regulación general, como he 
dicho, nuestras enmiendas proponen una mo- 
dificación de los criterios necesarios para acor- 
dar el beneficio de la condena condicional y en 
otro caso de la suspensión del fallo. Es decir, 
modificando el criterio que consta en el artícu- 
lo 93, que lo supedita a que el reo haya delin- 
quido por primera vez, por el pronóstico favo- 
rable de que el sujeto no cometerá delito en el 
futuro. 

Este es el sentido básico, muy abreviada- 
mente dicho, de nuestras enmiendas, porque, 
en previsión del rechazo de las mismas por la 
razón aludida de que es un tema que escapa al 
marco de la actual reforma, yo propondría 
como una rebaja de nuestras enmiendas, como 
una enmienda transaccional o como se quiera 
llamar, reducir todo este cúmulo de enrnien- 
das que he defendido antes a lo siguiente: a la 
enmienda número 92, incluyendo, junto al be- 
neficio de la condena condicional, el de sus- 
pender motivamente el fallo. Y, para comple- 
tar (puesto que faltarían, en este caso, los re- 
quisitos para dejar en supuesto el fallo), la si- 
guiente redacción: ((Para dejar en suspenso el 
fallo, serán condiciones necesarias las que se 
prevén o las que se enumeran en el artículo 
93u. Y añadiríamos entonces, junto al precepto 
que contempla la posibilidad de beneficio de 
la condena condicional, «O suspender motiva- 
damente el fallo)); es decir, «beneficio de la 
condena condicional o suspender motivamen- 
te el fallo». A continuación, como adición: 
.para acordar la suspensión del fallo será ne- 
cesario que se produzcan los requisitos enu- 
merados en el artículo 93)). 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Pérez Royo. Es- 
toy seguro de interpretar el sentir unánime de 
la Cámara, el agradecerle la agrupación de la 
defensa en sus enmiendas. Y en cuanto a la cita 
en lengua germánica, le ruego la facilite tex- 
tualmente a los señores taquígrafos para la me- 
jor redacción del .Diario de Sesiones)). 

Para turno en contra, el señor Granados tie- 
ne la palabra. 

El señor GRANADOS CALERO; Señor Presi- 
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dente, tenemos que agradecer el documentado 
informe que ha expuesto el señor Pérez Royo 
en defensa global de sus enmiendas y decir 
que sustancialmente nuestro Grupo comparte 
la idea de las mismas. Lo que pasa es que no 
podemos aceptarlas en este momento ni en- 
trar en un estudio pormenorizado de todas 
ellas, puesto que nos llevaría a analizar todas 
las consecuencias que, en distintos órdenes, 
puede o podría acarrear su estimación. 

La suspensión del fallo de la sentencia está 
en la línea de avance de los Códigos progresis- 
tas de Derecho penal en Europa occidental. 
Será, por tanto, cuestión de atención cuando 
se acometa la reforma definitiva del Código. 
Hoy por hoy, incluirla y recogerla en determi- 
nados artículos, sin tener -digamos- cubier- 
ta la infraestructura que va a comportar la 
aplicación práctica de esta figura, por ejemplo 
cuando todavía no están cubiertos los mismos 
servicios de informatización de la Justicia; 
cuando todavía el fallo alcanza a circunstan- 
cias de orden civil y a comportamientos en el 
orden civil que forman parte del fallo, todo 
esto no podría llevar a un confusionismo tal, 
dentro de un contexto de reforma parcial, que 
y o  creo que daría al traste con la eficacia de 
esta reforma urgente. 

En consecuencia, no es más que ese motivo. 
Digamos que el Grupo Mixto, en este caso, está 
actuando de espuela para acuciar la necesidad 
de una reforma en profundidad del Código Pe- 
nal, pero no ha llegado todavía, desgraciada- 
mente, el momento, aunque nos cOnsta el gran 
esfuerzo que está haciendo el Ministerio de 
Justicia por traer pronto a la Cámara un 
proyecto recogiendo sustancialmente - c o m o  
digo- estas mejoras, que no son técnicas, que 
son estructurales, que son ideológicas y que 
nos van a poner a la altura -repito- de los 
mejores Códigos de Europa. Por eso nos opo- 
nemos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Granados. 

Al artículo 92, aparte de la enmienda núme- 
ro 215 ya defendida, del Grupo Mixto, figura la 
enmienda número 23, del Grupo Popular, de 
sustitución parcial en el párrafo primero. El se- 
ñor Ruiz Gallardón tiene la palabra. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. Este es un tema de los 
que produjo, tanto en Comisión como en Po- 
nencia, un intercambio fructífero de opinio- 
nes, quedando, como se quedó entonces, en 
que sería objeto de ulterior meditación y estu- 
dio para traer una fórmula concorde entre los 
Grupos Socialista y Popular, si es que se llega- 
ba a ello. Y, efectivamente, me cabe la alegría 
de decir que, a tal fórmula, se ha llegado. 

Voy a permitirme, con la venia de la Presi- 
dencia, leer esta fórmula, por si, no oponiéndo- 
se ningún Grupo, puede admitirse como tran- 
saccional, en cuyo caso nosotros retiraríamos 
la enmienda 23, que se hacía al artículo 93. El 
artículo 92 quedaría igual que en la actual re- 
dacción y el artículo 93 comenzaría con las si- 
guientes palabras: «Serán condiciones indis- 
pensables para suspender el cumplimiento de 
las penas contenidas en el artículo 27 ... » y, a 
renglón seguido, todas las condiciones o requi- 
sitos que el propio artículo 93 establece. 

Si la Cámara estima oportuna esta redacción 
y se puede entrar a discutir este texto transac- 
ción, por nuestra parte nos daríamos por satis- 
fechos y retiraríamos nuestra enmienda. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Ruiz Gallardón. 

La Presidencia pregunta si algún Grupo Par- 
lamentario se opone a la admisión a trámite de 
la enmienda transaccional que acaba de for- 
mular el señor Ruiz Gallardón. (Pausa.) 

Se admite a trámite. Se servirá facilitar el 
texto a la Presidencia. Pausa.) 

¿Esto supondría la retirada de la enmienda 
número 23? 

El senor RUIZ GALLARDON Se da por reti- 
rada. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Al artículo 93 figura la enmienda núme- 
ro 120 del Grupo Parlamentario Centrista de 
supresión total, que supondría, en caso de ser 
aceptada, el mantenimiento del texto actual 
del artículo 93 del Código Penal. 

Tiene la palabra el señor García Agudín. 

El señor GARCIA AGUDIN: SeRor Presiden- 
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te, nuestra discrepancia fundamental con el 
texto del proyecto no tanto es a todo su conte- 
nido, porque, en efecto, después de reflexionar 
en Comisión sobre la condición primera para 
la aplicación de los beneficios de la pena con- 
dicional, estamos de acuerdo en que está me- 
jor precisado en el proyecto de Ley no sola- 
mente la condición de que el reo haya delin- 
guido por primera vez, sino incluso en el su- 
puesto de que hubiese sido rehabilitado o estu- 
viese en condiciones objetivas de ser rehabili- 
tado. 

En ese sentido, nosotros no tendríamos in- 
conveniente en retirar la enmienda, para que 
en la condición primera sea redactada como 
tal y el resto como figura en el proyecto. 

Nuestra discrepancia es en la causa o condi- 
ción segunda, porque SS. SS. recuerdan que 
eran tres las condiciones precisas para dictar 
la condena condicional, la segunda de las cua- 
les aparece ahora suprimida en el proyecto y 
no nos convencen las razones de la supresión. 

Recuerdo a SS.SS .  que decía el texto que, 
además del que el reo hubiera delinquido por 
primera vez, era necesario que no hubiera sido 
declarado en rebeldía. Aparece suprimida esta 
condición, de suerte que aun en el supuesto de 
que el reo hubiere sido condenado en rebeldía, 
se le podrían aplicar, según la r ueva redacción, 
los beneficios de la condena condicional. 
Y tratándose como se trata de delitos y faltas 

con penas sancionables solamente con priva- 
ción de libertad no superior a un año, nos pare- 
ce que es una falta de atención al Tribunal el 
que el delincuente no se hubiere personado y 
se viese obligado al Tribunal a dictar sentencia 
en rebeldía. 

Si el Tribunal tiene la facultad para hacer 
más liviana la imposición de la pena y el cum- 
plimiento de la condena, de hacer uso de estos 
beneficios singulares, nos parece que cierta- 
mente sería conveniente mantener el requisito 
o condición, para ser beneficiario de esta sus- 
pensión de condena, que el condenado que no 
hubiere sido declarado plenamente en rebel- 
día. 

No nos parece motivada esta supresión y, en 
consecuencia, constreñimos nuestra enmienda 
a la adición de la segunda condición o requisi- 
to, cual es que no se hubiese dictado la conde- 

na en rebeldía. En lo demás estamos de acuer- 
do. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias. Para turno en contra, 
tiene la palabra el señor Granados. 

El señor GRANADOS CALERO: Señor Presi- 
dente, agradecemos la concisión con que ha 
sido aclarado, por el señor enmendante, el 
punto de discrepancia que justifica mantener 
su enmienda, y hemos de oponermos a ella 
porque hemos valorado la razón última de 
mantenerla o suprimirla. Me refiero a esta cir- 
cunstancia de la rebeldía, para concluir que no 
tiene justificación, dentro del contexto que 
está inspirando la reforma, mantener una es- 
pecial prohibición a quien ha sido declarado 
rebelde, teniendo en cuenta que la práctica 
nos está demostrando, en infinidad de ocasio- 
nes, que una condena en rebeldía obedece, so- 
bre todo hoy, dentro de los medios de traslado, 
de transporte o comunicaciones que existen, a 
la posibilidad de ignorancia de esa persona 
que ha sido condenada sin llegar a recibir si- 
quiera una citación. 

Los cambios de domicilio son muy frecuen- 
tes hoy y la posibilidad de no enterarse tam- 
bién se ha aumentado y, en definitiva, no justi- 
ficaría ningún caso de éstos, aunque se me pue- 
da decir que no es la generalidad, que también 
lo admito, pero la posible existencia de un caso 
de rebeldía que incida en los supuestos prácti- 
cos que yo he dicho no justificaría quedar ex- 
cluido del beneficio de la condena condicinal a 
quien se hubiera visto, forzado o por ignoran- 
cia, a esta condena en rebeldía. 

En consecuencia, vamos a mantener el texto 
tal como viene. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Tiene la palabra el señor Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA Señor Presiden- 
te, para una cuestión de orden. Se trata de un 
error gramatical. El texto del dictamen en el 
segundo párrafo del número 1 del artículo 93 
dice ala primera condena por imprudencia no 
se tendría ... n Creo que debe decir uno se ten- 
drán. Así venía en el proyecto de Ley. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
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sault): Los señores Ruiz Gallardón y Granados 
¿están conformes? (Asentimiento) Muchas gra- 
cias. 

El señor TRIAS DE BES SERRA: Señor Presi- 
dente, pido la palabra. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): El tiempo del verbo aquí no es unívoco. 

El señor TRIAS DE BES SERRA: N o  es para 
hablar del tiempo del verbo señor Presidente; 
pero puestos a hacer correcciones, una correc- 
ción de estilo. En el segundo párrafo del núme- 
ro 2, donde dice «en los casos comprendidosu, 
sería mejor, si lo estiman así SS. SS., decir «en 
los supuestos comprendidos», puesto que en el 
primer párrafo se dice «en todo casou; en el se- 
gundo párrafo se dice «en caso de multau, y en 
este segundo párrafo del número 2 se dice «en 
los casosu. Son muchos casos. Sería convenien- 
te cambiar y decir «en los supuestos». 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Parece que hay conformidad para la 
propuesta del señor Vizcaya y del señor Trías 
de Bes. Por tanto, quedará corregido el texto 
del dictamen. En la última línea del número 1 
se dirá atendrán en vez de atendría)); y en el se- 
gundo párrafo del número 2 “supuestosu en 
vez de ucasow. 

La enmienda número 216, del Grupo Mixto, 
se da por defendida. 

Al artículo 94 no incluido en la reforma 
igualmente se da por defendida la enmienda 
2 17, del Grupo Mixto. 
‘Queda la enmienda 221, del Grupo Centrista. 

Tiene la palabra para su defensa el señor Gar- 
cía Agudín. 

El señor GARCIA AGUDIN: En realidad, va- 
mos a defender las enmiendas 121 y 122, por- 
que si no no tendría sentido. La enmienda 121 
no es más que acumular el precepto actual- 
mente vigente al artículo anterior para dejar 
un hueco que seria el nuevo artículo 95 del Có- 
digo Penal, que es el que constituye el motivo 
de nuestra intervención. En el artículo 95 que 
proponemos (la enmienda anterior no es más 
que pasar al artículo anterior la referencia al 
recurso de casación) establecemos un supues- 

to que podría ser ventajoso par íos culpables 
de primer delito, menores de 21 años, estable- 
cemos un proyecto, que había sido acariciado, 
contemplado por la Cámara, que consiste en la 
posibilidad de que si el primer delincuente es 
menor de veintiún años, el Juez, al tiempo de 
suspender la condena -estamos aquí hacien- 
do uso de la condena condicional-, podría or- 
denar que ésta no se inscriba en el Registro de 
antecedentes penales, teniendo en cuenta las 
circunstancias del culpable y las condiciones 
de delito. 

Se trata, como SS. SS. advierten, de que el 
primer delincuente es joven y en razón a su 
edad ha incurrido por primera vez en una in- 
fracción sancionable y se va a encontrar de 
una manera abocado a figurar en el Registro 
de antecedentes penales. 

Me parece oportuno que siendo el primer 
delito y cumpliéndose los requisitos y condi- 
ciones del artículo 93, esto es, que sean penas 
pequeñas y que no tengan circunstancias des- 
favorables, se autorice al Juez del Tribunal 
para que, al mismo tiempo que suspende la 
condena, suspenda la inscripción de la pena en 
el Registro de antecedentes penales, de suerte 
que de esta manera está advertido el delin- 
cuente de que si comete una nueva infracción, 
una nueva falta o delito podría ser no rehabili- 
tado. 

En esta filosofía o finalidad que todos com- 
partimos que es la rehabilitación de los prime- 
ros delincuentes juveniles, éstos podían obte- 
ner aquí una ventaja, un beneficio importante 
de cara a su posible reinserción social. En 
suma, no hay discrepancias con los criterios de 
la Ponencia, sino únicamente la adición de una 
nueva particularidad que creemos que sería 
claramente beneficiosa para los primeros de- 
lincuentes menores de veintiún años. 

En ese sentido, pediríamos a la Cámara una 
consideración especial para este artículo 95 
nuevo, de suerte que el artículo 95 actual se su- 
mara al artículo 94. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Tiene la palabra el señor Granados. 

El señor GRANADOS CALERO: Tenemos 
que reconocer que la enmienda 122, tiel Grupo 
Centrista, está en una línea de progreso y en 
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definitiva la única objeción sería repetir lo que 
ya venimos diciendo tantas veces y es que ni 
por nuestra parte ni por parte del Gobierno se 
ha pretendido introducir en esta reforma a 
todo lo que es reformable y necesario refor- 
mar. 

En cuanto a 1s enmienda del artículo 122, no 
obstante ese progresismo que antes he alaba- 
do, pudiera ser objeto de reconsideración en el 
Senado. Nosotros en este momento vamos a 
rechazarla simplemente por ese motivo y, na- 
turalmente, al decaer para nosotros la efectivi- 
dad de esta enmienda y su acogimiento, tiene 
que llevar aparejada la desestimación de la an- 
terior, puesto que no supone nada más que la 
traslación de esa posibilidad de recurrir en ca- 
sación, que ya está recogida en el artículo 95. 
Por ello, nos oponemos a la enmienda. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Granados. 

Las enmiendas 122 y 2 18 al artículo 95 se dan 
por defendidas. Pausa.) Igualmente la 219, del 
Grupo Mixto, al artículo 96. (Pausa.) Asimismo, 
la 220, del Grupo Mixto, al artículo 97. (Pausa.) 
La 221, del mismo Grupo, al artículo 97 bis. 
(Pausa.) La 222, también del Grupo Mixto, al ar- 
tículo 98. (Pausa.) 

Al artículo 100 hay una enmienda, la número 
79, del Grupo Parlamentario Popular. 

Para su defensa, tiene la palabra el señor Ca- 
lero. (El señor Ruiz Gallardón pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARbON Con la venia, 
señor Presidente. iNo sería mejor votar las en- 
miendas que hemos estudiado ahora y dejar la 
del artículo 100 que no se refiere exactamente 
a la misma cuestión? 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): La Presidencia ordena las votaciones, 
señor Ruiz Callardón. 

Tiene la palabra el señor Calero. 

El señor CALERO RODRIGUEZ: La enmien- 
da número 79, relativa al artículo 1 0 0 ,  se refie- 
re a la redención de penas por el trabajo. Es 
una enmienda atípica, peculiar y que puede ser 
convertida en una auténtica pre-enmienda, te- 
niendo en cuenta el carácter urgente de esta 

reforma y el carácter de ensayo que parece ser 
el Gobierno quiere dar a esta reforma del Có- 
digo Penal. 

Por lo tanto, simplemente sugerir al señor 
Ministro de Justicia, antes de retirar esta en- 
mienda, que en la nueva redacción que se dé a 
la redención de penas por el trabajo se trate de 
solucionar el problema que contempla la justi- 
ficación de esta enmienda; el problema sentido 
en los ámbitos judiciales y en los estableci- 
mientos penitenciarios de legalizar un precep- 
to reglamentario y, por tanto, incluir en el Có- 
digo Penal, en el artículo que corresponda a la 
redención de penas por el trabajo, el mecanis- 
mo contenido en el artículo 7 1 del antiguo Re- 
glamento de Servicio de Prisiones que está vi- 
gente conforme al nuevo Reglamento de 8 de 
mayo de 1981. 

Con esta recomendación, que demuestra el 
espíritu de colaboración en el perfecciona- 
miento de nuestro Derecho penal, retiramos 
esta enmienda y esperamos su consideración 
en una meditación y una reforma más profun- 
da del Código Penal. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Calero. Tiene la 
palabra el señor Ministro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma 
Bartret): Señor Presidente, señorías, breve- 
mente para afirmar que, efectivamente, la con- 
sideración será tenida en cuenta cuando se 
produzca la reforma definitiva del Código Pe- 
nal y, si procede, también en la reforma que es- 
tamos preparando del Reglamento de institu- 
ciones penitenciarias. 

El señor CALERO RODRIGUEZ: Muchas gra- 
cias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

Vamos a proceder a las votaciones. (Pausa.) 
A la rúbrica de la Sección 3.a, Capítulo V, Tí- 

tulo 111, Libro 1, no incluido en la reforma. Va- 
mos a votar, en primer lugar, la enmienda nú- 
mero 214, de sustitución, del Grupo Parlamen- 
tario Mixto. 

sault): Muchas gracias, señor Ministro. 

Comienza la votación. (Pausa.) 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 238; a favor, 16; en contra, 
213; abstenciones, nueve. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda rechazada la enmienda número 
214, del Grupo Parlamentario Mixto, a la rúbri- 
ca de la Sección 3.a del Capítulo V, Título 111, 
Libro 1. 

¿Consideran que como consecuencia de esta 
votación quedan decaídas las subsiguientes en- 
miendas? (Pausa.) 

Tiene la palabra el señor Pérez Royo. 

El sefior PEREZ ROYO: Puesto que todas 
ellas pretenden lo mismo, solicitaría que se vo- 
taran conjuntamente. 

El seiíor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): ¿Conjuntamente con la enmienda nú- 
mero 2 15? 

El señor PEREZ ROYO: Sí, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Se somete a votación la enmienda nú- 
mero 215 al artículo 92, cuya desestimación en- 
trañará que se entienden decaídas las subsi- 
guientes hasta la número 223, del Grupo Parla- 
mentario Mixto. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 239; a favor, 15; en contra, 
222; abstenciones, (' s. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda en consecuencia rechazada la en- 
mienda número 2 15, del Grupo Parlamentario 
Mixto, y decaídas las subsiguientes, del propio 
Grupo, hasta la número 223. 

La enmienda número 23, del Grupo Parla- 
mentario Popular, queda convertida en en- 
mienda transaccional a los artículos 92 y 93, 
que quedarían así redactados: 

Artículo 92, igual que en la actual redacción. 
Artículo 93: aSerán condiciones indispensa- 

bles para suspender el cumplimiento de las pe- 
nas contenidas en el artículo 27n. El resto igual 
que en la actual redacción. ¿Conforme. (Asenti- 
miento.) 

Se somete a votación la enmienda transac- 

Comienza la votación. (Pausa.) 
cional. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 239; a favor, 231; en contra, 
seis; abstenciones, una; nulos, uno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda en consecuencia aprobada la en- 
mienda transaccional antigua número 23, del 
Grupo Parlamentario Popular, en la redacción 
que ha sido leída anteriormente. 

Al  artículo 93 hay presentada la enmienda 
número 120, del Grupo Parlamentario Centris- 
ta, de supresión, y mantenimiento del actual 
texto del Código Penal. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 237; a favor, 17; en contra, 
166; abstenciones, 54. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda en consecuencia rechazada la en- 
mienda 120, del Grupo Parlamentario Centris- 
ta. 

Votaremos seguidamente el texto del artícu- 
lo 93 según el dictamen de la Comisión. Co- 
mienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 238; a favor, 224; en contra, 
10; abstenciones, cuatro. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda en consecuencia aprobado el ar- 
tículo 93 según el dictamen de la Comisión y 
con las correcciones de estilo a que se ha he- 
cho anteriormente referencia. 

Al artículo 94, decaída la enmienda número 
217, queda viva la enmienda 121, de adición 
parcial, del Grupo Parlamentario Centrista. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 236; a favor, 17; en contra, 
168; abstenciones, 50; nulos, uno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
saul): Queda, en consecuencia, rechazada la en- 
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mienda número 121, del Grupo Parlamentario 
Centrista. 

Al no ser incluido el artículo 94 en la reforma 
y en el dictamen de la Comisión, no procede su 
votación. 

Al artículo 95, enmienda número 122, del 
Grupo Parlamentario Centrista, de sustitución 
parcial. Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 239; favorables, 67; negati- 
vos, 162; abstenciones, 10. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda rechazada, pues, la enmienda nú- 
mero 122, del Grupo Centrista, al artículo 95, 
que por no estar incluido en la reforma, al 
igual que los artículos 96,97,97 bis nuevo y 98, 
y haber decaído las enmiendas que quedaban 
vivas del Grupo Mixto, no se someten a vota- 
ción. 

Finalmente sometemos a votación el artícu- 
lo 100, con arreglo al texto del dictamen. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 238; favorables, 230; negati- 
vos, seis; abstenciones, dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda aprobado el artículo 10 con arre- 
glo al dictamen de la Comisión. 

Al artículo 118 no existen enmiendas a la to- 
talidad del texto, pero sí la enmienda número 
80, del Grupo Popular, de sustitución tata1 del 
párrafo 2.0 

Para la defensa de esta enmienda tiene la pa- 
labra el señor Calero. 

El señor CALERO RODRIGUEZ: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

La enmienda número 80, del Grupo Popular, 
relativa a este complejo artículo 1 18, es una en- 
mienda que afecta a varios párrafos del citado 
artículo, y voy a intentar de la forma más breve 
posible hacer una defensa de todos sus extre- 
mos, de todos los puntos que contempla esta 
enmienda. 

Nosotros proponemos, en primer lugar, en 
esta enmienda que se suprima la expresión re- 
lativa a la responsabilidad penal, diciendo que 
se extingue sola la responsabilidad penal no en 

el caso de la remisión condicional de la pena, 
porque se supone que en este caso queda ex- 
tinguida, y la obtención de la cancelación de 
los antecedentes penales no dependa de un ex- 
pediente administrativo que se tramite en el 
Ministerio de Justicia, sino que, por el contra- 
rio, su cancelación se obtenga a través de los 
Órganos judiciales pertinentes, del Juez o Tri- 
bunal sentenciadpr. 

Por tanto, si se aceptase esta primera en- 
mienda de sustitución del párrafo 2.0 del ar- 
tículo 118, el párrafo que comienza por la ex- 
presión ael Ministerio de Justicia ...* debería re- 
dactarse así: .El Juez o Tribunal sentenciador, 
de oficio o a petición del interesado, procederá 
a ordenar la cancelación de los antecedentes 
penales cuando concurriesen los anteriores re- 
quisitos*. En el párrafo siguiente -y todas es- 
tas enmiendas son una sola y, por supuesto, 
esto está concatenad- debería comenzar: 
alos indicados plazos se contarán desde el día 
siguiente de aquel en que quedara extinguida 
la responsabilidad penal. Si ello ocurriere me- 
diante la remisión condicional ... u. Y seguiría 
todo el texto de la enmienda así. Por último, el 
último párrafo del proyecto de Ley del artículo 
1 18, lógicamente, debería suprimirse, puesto 
que ya no tendría sentido. 

Es decir, en síntesis, la justificación de esta 
enmienda consiste' en que la cancelación de 
oficio no se encomendase al Ministerio de Jus- 
ticia, sino que, por el contrario, fuese enco- 
mendada al Juez o Tribunal sentenciador, por- 
que no sabemos cómo podría el Ministerio de 
Justicia determinar si el detenido tiene satisfe- 
chas, en lo posible, las responsabilidades civi- 
les, ni la fecha en que ha quedado extinguida la 
pena, o incluso si ha comenzado a cumplir la 
correspondiente pena, ya que, a diferencia de 
la rebeldía, que siempre consta en el Registro 
Central de Penados y Rebeldes, si dada la sen- 
tencia no es encontrado el penado, tal situa- 
ción no se anota en el Registro. Y si el Ministe- 
rio de Justicia ha de acudir al Tribunal senten- 
ciador en solicitud de tales datos, no vemos la 
necesidad de esperar un año más cuando este 
requisito no se exige en la cancelación solicita- 
da por el interesado. Más sencillo y menos in- 
tervencionista es, por tanto, encomendar tal 
cancelación al Juez o Tribunal sentenciador, 
que realmente es el que conoce el asunto en to- 



- 1341 - 
CONGRESO 21 DE ABRIL DE 1983.-NUM. 29 

dos sus detalles y el que tiene un claro conoci- 
miento de la personalidad del condenado. Ade- 
más, de esta forma se lleva el proceso penal a 
sus últimas consecuencias y la extinción de los 
efectos de la pena que supone la cancelación 
de los antecedentes penales queda, fundamen- 
talmente, en el ámbito competencia1 de los ór- 
ganos judiciales y no en el ámbito competen- 
cial de un órgano administrativo como es el 
Ministerio de Justicia. Todo ello no sólo simpli- 
ficaría el procedimiento, sino que le daría a 
esta redacción que proponemos del artículo 
118 un sentido mucho más constitucional, por- 
que se respetaría de una forma más clara y 
más precisa el principio de separación de po- 
deres que inspira toda Constitución democrá- 
tica en un Estado social y democrático de De- 
recho, y permitiría, por otra parte, que el Mi- 
nisterio de Justicia no tuviese que intervenir 
en esta desaparición de los efectos de la pena, 
cual es la cancelación de los antecedentes pe- 
nales, y que fuese el propio Tribunal sentencia- 
dor el que ordenase esa cancelación e impidie- 
se ese trámite engorroso de que el Ministerio 
de Justicia tenga que pedir antecedentes al Tri- 
bunal sentenciador. 

Nosotros creemos que la solución que pro- 
ponemos no sólo es más sencilla, sino que in- 
cluso de una forma remota viene a ser más 
congruente con el principio de separación de 
poderes. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

Turno en contra. (Pausa.) 
Enmienda número 335, del Grupo Parlamen- 

tario Mixto, de sustitución parcial del número 
3 del párrafo tercero. 

sault): Muchas gracias, señor Calero. 

El señor Bandrés tiene la palabra. 

El señor BANDRES MOLET Muchas gra- 
cias, señor Presidente. De forma muy breve 
para solicitar, según el sentido de la enmienda, 
que el plazo que en el número 3 del párrafo ter- 
cero del artículo se señala para los casos de 
reincidencia y se fija en ocho años quede redu- 
cido a cinco, como en los casos de pena de re- 
clusión. La filosofía que subyace en esta en- 
mienda es quizá la deformación profesional de 
la defensa del perseguido por la justicia, en el 
sentido del u h z a r i l l o  de Tormesm, pero tam- 

bién el pensar que la reincidencia no es motivo 
de una penalización específica en este supues- 
to que contempla el artículo 118. Es decir, que 
las conductas ya son penalizadas individual- 
mente cuando se producen, y entonces un rein- 
cidente cada vez que delinque ya es castigado y 
no sabemos por qué tiene que haber un castigo 
complementario ampliando un plazo que en 
cambio no se amplía para delitos más graves, 
pero que no han sido objeto de esa reinciden- 
cia. 

Esta es la razón por la que se mantiene esta 
enmienda. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Enmienda número 80, del Grupo Popu- 
lar, de sustitución. (Pausa.) Se da por defendi- 
da. 

El artículo 136 no tiene enmiendas. El 137 
tampoco. 

Para consumir un turno en contra de las en- 
miendas defendidas al artículo 118 tiene la pa- 
labra el señor Barrero. 

El señor BARRERO LOPEZ: Gracias, muy 
brevemente, señorías. Estamos en presencia 
de un artículo que ha sido profundamente mo- 
dificado por la reforma del proyecto de Ley 
presentado aquí por el Ministro de Justicia. Se 
trata, para que todas sus señorías lo sepan, y 
no sólo los miembros de la Comisión de Justi- 
cia, del problema de la rehabilitación de aque- 
llas personas que han sido juzgadas y senten- 
ciadas en un momento determinado. Estos 
condenados pueden extinguir su responsabili- 
dad penal y, por tanto, alcanzar la remisión 
condicional de esta pena y tener derecho a ob- 
tener, a través del Ministerio de Justicia, la 
cancelación de sus antecedentes penales pre- 
vio el informe del Juez o Tribunal sentencia- 
dor. Se introduce, por tanto, el derecho a la ob- 
tención, a través del Ministerio de Justicia, de 
la cancelación de los antecedentes penales; se 
introduce asimismo el que el Ministerio de Jus- 
ticia pueda proceder de oficio a esta cancela- 
ción una vez que transcurran determinados 
plazos, y no cabe únicamente esta rehabilita- 
ción cuando se haya delinquido dentro de los 
plazos de que se hablará. En segundo lugar, 
cuando no estén satisfechas las responsabilida- 
des civiles a que ha dado lugar la pena o sea in- 
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solvente de acuerdo con el Tribunal sentencia- 
dor y que hayan transcurrido una serie de pla- 
zos como pueden ser el de seis meses para las 
penas leves, el de tres años para las de prisión, 
cinco para reclusión y ocho para los supuestos 
de reincidencias. 

M e  he extendido en el tema de la explicación 
del artículo para que se comprenda perfecta- 
mente cuáles son las dos categorías de enmien- 
das que se presentan al proyecto. 

En primer lugar, la enmienda del señor Cale- 
ro no es una enmienda de fondo, es decir, que 
afecta evidentemente al espíritu de la nueva 
redacción del artículo, pero que entiende que 
esa cancelación incluso de oficio, en el supues- 
to que sea de oficio, debe caer dentro de la 
competencia del Tribunal sentenciador. Pues 
bien, nosotros, muy brevemente, entendemos 
que esta enmienda no tiene un sentido prácti- 
co, toda vez que ello supondría una mayor bu- 
rocratización de los Juzgados penales c n  esta 
país. Pero, además, no tiene un sentido prácti- 
co porque es evidente que el Tribunal senten- 
ciador conoce los antecedentes penales a que 
ha dado lugar la sentencia, es decir, a que han 
dado lugar los hechos, el procedimiento y la 
correspondiente sentencia. Pero no conoce 
evidentemente ni la situación ni los anteceden- 
tes penales de otro tipo de procesos que hayan 
podido ocurrir o de otras situaciones de rebel- 
día que hayan podido tener lugar en otros Juz- 
gados. 

Es evidente que este automatismo, que sí es 
posible hacerlo con una buena información a 
través del Ministerio de Justicia, no cabe decir 
que es anticonstitucional, sino pragmático. 

Por otra parte, la otra enmienda, que yo en- 
tiendo que tampoco es de  fondo, sino en cohe- 
rencia con la tesis que el señor Bandrés sostie- 
ne en el tema de la reincidencia, lógicamente, 
tesis que nosotros no sostenemos, tesis además 
sobre la que yo no voy a comentar porque sufi- 
cientes argumentos empleó esta mañana mi 
compañero, el señor López Riaño, sin embargo 
es evidente que la reincidencia tiene que tener 
a efectos de los plazos de la rehabilitación una 
mayor penalidad, si usted quiere. Y ello por- 
que en el fondo la rehabilitación está en fun- 
ción de la conducta del penado y, por tanto, ha 
de entenderse que la rehabilitación es algo 
querido por la persona que está sentenciada; 

es decir, la persona que ha sufrido una pena 
quiere ella misma, a través de una conducta 
digna, rehabilitarse, cubrir y borrar los efectos 
de la condena. No parece, por tanto, que la per- 
sona que reincide, es decir, la persona que de- 
linque de nuevo, tenga especial interés en bo- 
rrar estos efectos de la pena que es, en último 
término, la rehabilitación. 

Por todo ello, señor Presidente, vamos a opo- 
nernos a ambas enmiendas. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 

Tiene la palabra el señor Calero. 
sault): Muchas gracias. 

El señor CALERO RODRIGUEZ: Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 

Por lo menos, en esta enmienda tengo que 
reconocer que el Grupo Socialista ha reconoci- 
do a su vez el verdadero sentido de esta en- 
mienda, que no es una enmienda de fondo. 
Efectivamente, se acepta el principio de cance- 
lación de antecedentes penales como conse- 
cuencia de la rehabilitación que hace cesar to- 
dos los efectos de la pena. No es una enmienda 
de fondo, pero, sin embargo, se trata de salvar 
un principio clásico en nuestro ordenamiento 
jurídico. Sólo quiero recordar la venerable Ley 
Orgánica del Poder Judicial de 1870, donde ya 
se decía que es función de los Jueces y Tribu- 
nales aplicar las Leyes juzgando y haciendo 
ejecutar lo juzgado. Y aquí estamos en el últi- 
mo fleco de la ejecución de una sentencia pe- 
nal. El último fleco de la ejecución de una sen- 
tencia penal es precisamente hacer cesar los 
efectos de esa pena mediante la rehabilitación 
y la cancelación de antecedentes penales. 

Pero en cuanto al espíritu práctico con el 
que ha adornado su disertación el ponente del 
Grupo Socialista tengo que decirle que los que 
tenemos cierta experiencia en el ejercicio de la 
profesión de Abogado sabemos que en todos 
los Juzgados y Tribunales penales existe una 
sección de Ejecutorias encargada precisamen- 
te de la ejecución de las sentencias: que los an- 
tecedentes penales obran en los sumarios y 
precisamente para dictar sentencia se piden 
primero los antecedentes penales que obran 
ya en los sumarios y el Juez o eI’Tribuna1 tie- 
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nen pertecto conocimiento de los anteceden- 
tes penales de la persona que es juzgada. 

Finalmente, la figura del Juez de Vigilancia 
que se introduce en nuestro ordenamiento ju- 
rídico es una figura que permite, además, con- 
templar mucho más estas situaciones persona- 
les. Por eso insistimos en la enmienda que he- 
mos planteado al artículo 118 y quisiéramos 
que por congruencia con el principio general 
de competencia de los distintos poderes en un 
ordenamiento jurídico constitucional la com- 
petencia en esta materia fuese asumida por los 
Jueces y Tribunales que sentenciaron al reo, 
que no sólo tienen los antecedentes de esa per- 
sona condenada, sino que, además, conocen 
perfectamente la personalidad del condenado 
y, además, tienen la suficiente, mínima, es ver- 
dad, pero la suficiente organización adminis- 
trativa en su sección de Ejecutorias para llevar 
a cabo la ejecución de esta sentencia y en este 
caso la cesación de los efectos de la sentencia 
condenatoria. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Calero. 

El señor Barrero tiene la palabra. 

El señor BARRERO LOPEZ: Gracias, señor 
Presidente, brevísimamente para decir que la 
experiencia de los que somos más jóvenes nos 
indica que, por ejemplo, es evidente que por 
mucha experiencia que tengan las personas 
que están en otros Juzgados en los procesos en 
trámite, no existe posibilidad alguna de cono- 
cer los antecedentes penales que existen de 
una provincia a otra. Eso es evidente y quizá la 
menor experiencia me lo dicta desde hace 
tiempo. Pero, además, la experiencia me suele 
dictar que en los procesos actuales, es decir, 
los procesos que han comenzado con mucha 
antelación en los que se han solicitado los an- 
tecedentes penales dos años antes, pueden ha- 
berse variado por unas nuevas figuras delicti- 
vas, por unos nuevos hechos en otros sumarios 
que hayan dado lugar a nuevos delitos, a nue- 
vos antecedente penales. Con esto quiero decir 
que en ocasiones los sumarios tienen antece- 
dentes penales de  hace dos años y como es Ió- 
gico no actualizados. Y no puede ser de otra 
manera precisamente por las dificultades ma- 
teriales y de personal que existen en los Juzga- 

dos que ustedes a mi entender y con todos los 
respetos quieren ampliar con una mayor buro- 
cratización. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Barrero. 

Los artículos 136 y 137 según el dictamen de 
la Comisión y no incluidos en el proyecto no 
tienen enmiendas. 

Por consiguiente vamos a proceder a las vo- 
taciones. 

En primer lugar vamos a someter a votación 
la enmienda número 80, del Grupo Parlamen- 
tario Popular a los párrafos dos, tres, cinco y fi- 
nal del artículo 118. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos eniitidos, 244; a favor, 70: en contra, 
167; ubstenciones, siete. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda rechazada la enmienda número 
80, del Grupo Parlamentario Popular, a los pá- 
rrafos dos, tres, cinco y final del artículo 1 18. 

Votaremos seguidamente la enmienda nú- 
mero 335, del Grupo Parlamentario Mixto. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos. 244; a favor, 20; en contra, 
215; abstenciones, siete; nulos, uno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda rechazada la enmienda número 
335, del Grupo Parlamentario Mixto. 

Votaremos a continuación el artículo 18 con- 
forme al texto del dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 242; a favor, 180; en contra, 
ocho; abstenciones, 54. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Queda aprobado el artículo 118 según el 
dictamen de la Comisión. 

Votaremos seguidamente los artículos 136 y 
137 según el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
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do: Votos emitidos, 241; a favor, 231; en contra, 
tres; abstenciones, siete. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Quedan, en consecuencia, aprobados los 
artículos 136 y 137 conforme al dictamen de la 
Comisión. 

Al contenido de la rúbrica de la Sección 2.” 
del Capítulo 1 del Título 11 del Libro 11 figura la 
enmienda número 225, del Grupo Mixto, de 
adición parcial. Para su defensa tiene la pala- 
bra el señor Pérez Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Queda retirada, se- 
ñor Presidente, como asimismo la número 226. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Muchas gracias, señor Pérez Royo, por 
retirar las enmiendas 225 y 226, del Grupo Par- 
lamentario Mixto. 

Al artículo 161 existe la enmienda número 
27, del Grupo Parlamentario Popular, de susti- 
tución total. 

El señor Ruiz Gallardón tiene la palabra. 

El señor RUIZ CALLARDON: Con la venia, 
señor Presidente, voy a defender conjuntamne- 
te, si me es permitido, las enmiendas números 
27 y 28, que hacen referencia a los artículo 161 
y 162. 

En estos dos preceptos se trata de proteger 
penalmente a un conjunto de personas signifi- 
cadas por su relación con la Constitución. Así 
estimamos también nosotros que debe ser, y lo 
único que introducimos en estos dos preceptos 
es una, creemos, mayor clarificación en los 
mismos, distinguiendo el rango de ambos y pe- 
nando a unos y otros según el mencionado ran- 
go. 

De esta suerte, resultaría: «Incurrirán en la 
pena de prisión mayor los que injurien o ame- 
nacen gravemente al Regente o Regentes, al 
Gobierno, al Consejo General del Poder Judi- 
cial, al Tribunal Supremo o al Tribunal Consti- 
tucional. incurrirán en la misma pena los que 
emplearen fuerza o intimidación para impedir 
a los miembros de dichos organismos asistir a 
dichas reunionesn. Y en el apartado 2 resulta- 
ría: *Incurrirán en la pena de prisión menor 
los que injurien o amenacen gravemente al De- 
fensor del Pueblo, al Consejo de Estado, al Tri- 

bunal de Cuentas o a los Gobiernos de las Co- 
munidades Autónomas». Y sigue el precepto 
exactamente igual que en el párrafo anterior. 

La razón es muy clara. Entedemos que se 
debe distinguir los distintos rangos y catego- 
rías que tienen unas y otras instituciones o per- 
sonalidades, dentro del régimen jerárquico 
que establece nuestra propia Constitución. De 
esta suerte sería más inteligible el texto del Có- 
digo, según la enmienda que proponemos y 
que esperamos sea aceptada por parte de la 
Cámara. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Bour- 
sault): Gracias, señor Ruiz Gallardón. 

Enmienda número 277, del Grupo Minoría 
Catalana, de adición parcial al número 1 .  

Tiene la palabra el señor Trías de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Pre- 
sidente, nuestra enmienda consiste no en esta- 
blecer una categoría de instituciones de pri- 
mer grado o de segundo grado, sino sólo en 
añadir al número 1 una frase. Es decir, aquí lo 
que estamos protegiendo es una serie de insti- 
tuciones, y que sea, además, modificado el tex- 
to para adaptarlo al mandato constitucional, 
suprimiendo unas instituciones que contempla 
la Constitución, y nosotros extendemos la pro- 
tección jurídica a los Tribunales Superiores de 
Justicia de las Comunidades Autónomas. 

El precepto quedaría redactado de la si- 
guiente manera: *Incurrirán en la pena de pri- 
sión menor los que injuriaren o amenazaren 
gravemente al Regente o Regentes, al Consejo 
General del Poder Judicial, al Tribunal Consti- 
tucional, al Tribunal Supremo o a los Gobier- 
nos de las Comunidades Autónomas y sus co- 
rrespondientes Tribunales Superiores de Justi- 
cia,. 

No es ningún simple capricho el añadido de 
nuestra enmienda, sino que lo hacemos por 
congruencia con la propia exposición de moti- 
vos del proyecto aprobada también por el dic- 
tamen de la Comisión sin modificación y que 
dice lo siguiente: #Finalmente era preciso dar 
cabida en el Código Penal sin temor a realida- 
des constitucionales que el aún vigente texto 
ignoran. 

En el sentido apuntado se inscribe la modifi- 
cación del artículo 161.1 del Código, extendien- 
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do la protección que establece frente a injurias 
o amenazas al Regente, el Consejo General del 
Poder Judicial, al Tribunal Constitucional, a 
los Gobiernos de las Comunidades Autónomas 
y a sus respectivos Tribunales Superiores de 
Justicia. Luego, sorprendentemente, desapare- 
ce la extensión de esa protección penal a los 
Tribunales Superiores de Justicia de las Comu- 
nidades Autónomas, y se sustrae o se elimina 
del texto del proyecto en el artículo 161.1. 

Este es el sentido de nuestra enmienda: aña- 
dir también esa protección a los Tribunales Su- 
periores de Justicia, que consideramos institu- 
ciones tan importantes como las restantes, a 
las cuales se extiende esa protección penal por 
cuanto que los mismos vienen contemplados 
en el artículo 152 de la Constitución. 

Anuncio la retirada de nuestra enmienda 278 
al artículo 165. (El señor Presidente ocupa la 
Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Enmienda 319, del 

Tiene la palabra el señor Vizcaya. 
Grupo Parlamentario Vasco. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presiden- 
te, señorías, el sentido de nuestra enmienda es 
muy sencillo. Consiste en introducir una pro- 
tección penal específica que contemple en el 
artículo 161 a la institución constitucional que 
es el Defensor del Pueblo. 

Creemos que es un momento apropiado y 
oportuno para dispensarle esta protección es- 
pecífica, a pesar de que se me pueda contestar 
- c o m o  ya se ha dicho en Ponencia y Comi- 
sión- que, al fin y al cabo la institución del De- 
fenso del Pueblo es la de un alto comisionado 
de las Cortes. Creo que, precisamente por su 
carácter específico y constitucional merece ese 
tratamiento o protección penal específica. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Viz- 

Enmienda número 336, del Grupo Parlamen- 

Tiene la palabra el señor Bandrés. 

caya. 

tario Mixto. 

El señor BANDRES MOLET Muchas gra- 
cias, señor Presidente. 
Lo mío en la defensa de esta enmienda es un 

problema de reincidencia. Ya me han explica- 

do en Comisión y en Ponencia las razones por 
las cuales no debía mantener esta enmienda, 
pero yo me siento tozudo y la mantengo. 

Se trata simplemente de mencionar también 
unas instituciones de las Comunidades Autó- 
nomas que son hoy históricas, según se dice. 
luego, y el Defensor del Pueblo, dado su papel 
fundamental dentro del sistema constitucio- 
nal, incluido en la protección penal de este ar- 
tículo. 

Eso es todo, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ban- 
drés. Tiene la palabra para un turno en rela- 
ción con todas las enmiendas del artículo 161 
el señor Sotillo. 

El señor SOTILLO MARTI: Señor Bandrés y 
señores Diputados, lo suyo no es reincidencia, 
es multirreincidencia y ésta está excluida ya en 
el Código Penal, pero la reincidencia sigue pe- 
nada en el mismo como agravante, no la multi- 
rreincidencia, que es su caso. 

Creo que el problema que plantean estas en- 
miendas es de muy distinto orden y deben es- 
tudiarse separadamente, porque nosotros, que 
nos vamos a oponer a todas, debemos contes- 
tar de manera distinta a uno y otros enmen- 
dantes. 

La enmienda del Grupo Popular, en nuestra 
opinión, permítame que lo diga, es impresenta- 
ble. Es decir, es una enmienda con la que, al in- 
troducir en el Código Penal altos organismos 
de las Comunidades Autónomas, como son los 
Gobiernos de esas propias Comunidades Autó- 
nomas, el Grupo enmendante lo que dice no es 
que no se introduzcan, claro está, hasta ahí po- 
dríamos llegar, lo que dice es que como es un 
órgano de inferior importancia debe sancio- 
narse con menor pena que los restantes orga- 
nismos del Estado. 

Nosotros creemos que ésa es una tesis que 
denota un trasfondo político de indudable im- 
portancia y por ello, porque nosotros no lee- 
mos sólo el tenor literal de las enmiendas sino 
la carga profunda que esa enmienda supone, 
no estamos en posición de aceptarla en este 
momento. 

El resto de los enmendantes plantea otro 
problema completamente distinto. Están de 
acuerdo con el texto y proponen la  adición de 
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algunas cuestiones, fundamentalmente de los 
Tribunales Superiores de Justicia y también 
del Defensor del Pueblo. 

En el segundo caso, nosotros ya dijimos en 
Comisión y repetimos ahora que no toda insti- 
tución u organismo, por el hecho de estar men- 
cionados en la Constitución, deben tener la 
protección que le dispensa este artículo 165, 
sin olvidar por otra parte que en el Código Pe- 
nal siguen vigentes los artículos 240 y siguien- 
tes, relativos al desacato frente a autoridad o 
responsable autoridad pública. Por tanto, en 
este sentido, no estamos desprotegiendo a de- 
terminadas instituciones o personas que están 
al frente de algunas responsabilidades en el 
Estado. 

En relación con los Tribunales Superiores 
de Justicia, si leemos exactamente el artículo 
152, número 1, párrafo segundo, el artículo 34 
del Estatuto Vasco, o el 19 del Estatuto de Ca- 
taluña, o el 21 del Estatuto de Galicia, o el 47 
del Estatuto de Andalucía, o el 36 del Estatuto 
de Asturias, o el 41 del Estatuto de Cantabria, o 
el 34 del Estatuto de Murcia, o el 21 del Estatu- 
to de la Comunidad Valenciana, por citar los 
que me ha dado tiempo de alguna manera a re- 
visar (Risas.), todos esos realizan la misma 
mención o el mismo tenor literal que la Consti- 
tución. Es decir, que el artículo 34 del Estatuto 
Vasco, por citar el primero de ellos, cronológi- 
camente hablando, lo mismo hace el Estatuto 
de Cataluña, dice que la organización de la Ad- 
ministración de Justicia en el País Vasco, que 
culminará en un Tribunal Superior de Justicia, 
se estructurará de acuerdo con lo que dispon- 
ga la Ley Orgánica del Poder Judicial. Es decir, 
las palabras «organización de la Administra- 
ción de Justicia» tienen una importancia rele- 
vante en el propio artículo 152 y en el Estatuto 
vasco. 

No  estamos diciendo con esto que el Tribu- 
nal Superior de Justicia no sea un órgano im- 
portante en las Comunidades Autónomas, que 
lo es, como algún otro, como el Defensor del 
Pueblo, denominado de distinta manera en al- 
guna Comunidad Autónoma, al igual que de- 
terminados Tribunales de Cuentas que pueden 
existir en algunas Comunidades Autónomas, 
que también son órganos estatutarios, pero no 
todo órgano estatutano está incluido en el ar- 
tículo 165 del Código Penal. Sin perjuicio, repi- 

to, de la existencia del artículo 204, ¿qué es lo 
que hace el artículo 165? Referirse fundamen- 
talmente al órgano que representa a esa Comu- 
nidad Autónoma en un sentido político, cual es 
el órgano de gobierno de esa Comunidad Autó- 
noma. Esa es la introducción que ha hecho la 
reforma y, en este sentido es apoyada, creo, 
por todos los Grupos Parlamentarios que sólo 
pretenden alguna adición. 

Por tanto, yo creo que, sin perjuicio de que el 
Tribunal Superior de Justicia es Poder judicial, 
como cualquier órgano de la Magistratura for- 
ma parte del Poder judicial, sin duda el Conse- 
jo General del Poder Judicial, incluido en el 
texto, que tiene competencias también en las 
Comunidades Autónomas, es el órgano que re- 
presenta, de alguna manera, ese Poder judicial, 
que también ostentan todos los miembros de 
:se Poder judicial y que tienen la protección, 
por el delito de desacato, del artículo 246. 

Estas son las razones políticas y constitucio- 
nales, en mi opinión, por las cuales no pode- 
mos aceptar en este momento esa enmienda, 
sin perjuicio de que deberíamos estudiar los 
problemas relativos a las asambleas legislati- 
vas de las Comunidades Autónomas, en rela- 
ción con otros temas no modificados en esta 
reforma y que podrían ser objeto de modifica- 
ción en la reforma del Código Penal, que coin- 
cidirá, por otra parte, con la culminación de to- 
das las elecciones por sufragio universal de to- 
das esas asambleas, lo cual tiene también un 
sentido político, pero en el caso que nos ocupa 
los enmendantes no plantean eso; plantean 
sólo el tema de los Tribunales Superiores de 
Justicia. 

Por las razones expuestas -distintas, he pre- 
tendido subrayar- nos vamos a oponer a la 
enmienda del Grupo Popular y a las enmien- 
das propuestas por la Minoría Catalana y el 
Grupo Vasco y el Grupo Mixto. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Soti- 

Tiene la palabra el seiíor Ruiz Gallardón. 
110. 

El sefior RUIZ GALLARDON: Muchas gra- 
icias, señor Presidente. 

Para aclarar definitivamente cuál es el ver- 
dadero significado de esta calificada de impre- 
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sentable - c o n  notoria impropieda puesto que 
ha sido presentada- (Risas.) enmienda a estos 
artículos. 

Efectivamente, nosotros en nuestra enmien- 
da entendemos que deben protegerse distintos 
órganos jurisdiccionales, órganos representati- 
vos, autoridades, en definitiva, con mayor o 
menor rango, según tenga mayor o menor ran- 
go en la Constitución española. Por eso hace- 
mos esa distinción y por eso, efectivamente, 
proponemos la pena de prisión mayor, de seis 
años y un día a doce años, a los que amenacen 
a los altos, altísimos orgarnismos, y nos parece 
que la prisión menor, de seis meses y un día a 
seis años, es suficiente sanción para otros órga- 
nos respetabilísimos que todos absolutamente 
estamos dispuestos a acatar, pero que no me- 
recen el mismo rango ni la misma sanción, en 
virtud del, tantas veces reiterado, principio de 
la adecuación de la pena. 

Si en el desacato la norma es el arresto, salvo 
determinados excepcionales supuestos (el 
arresto, señor Sotillo, aunque cuando sea en 
presencia de la autoridad víctima del desacato 
pueda ser superada esa sanción), entendemos 
que esta graduación desacato-arresto, prisión 
menor para los restantes organismos constitu- 
cionales protegibles y prisión mayor para los 
más altos, no es sino adecuar a la realidad y a 
la importancia de las instituciones lo que S .  S .  
ha tenido a bien calificar como impresentable, 
y a nosotros nos parece profundamente lógico. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
señor Ministro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma 
Bartret): Señor Presidente, señorías, interven- 
go circunscribiendo mis palabras a las enmien- 
das 277 y 336 y específicamente a la pretensión 
de reforzar la protección penal en el artículo 
161 de los Tribunales Superiores de Justicia. 

¿Qué son los Tribunales Superiores de  Justi- 
cia? Los Tribunales Superiores de Justicia son 
órganos de la Administración de Justicia del 
Estado en el territorio de la correspondiente 
Comunidad Autónoma; no son órganos juris- 
diccionales de la Comunidad Autónoma, sino 
organos de la Administración de Justicia del 
Estado en la Comunidad Autónoma. 

Los Magistrados que forman parte de esos 

Tribunales Superiores de Justicia -y así su- 
pongo que lo dirá la Ley Orgánica del Poder 
Judicial cuando tras el debate parlamentario 
sea aprobada- serán unos Magistrados que 
estarán destinados en las Salas correspondien- 
tes de lo que antes era la Audiencia Territorial 
y en la Sala de Recursos del Tribunal Superior 
de Justicia. Serán por eso Magistrados; simple- 
mente Magistrados. 

Los Magistrados, de acuerdo con el artículo 
119 del Código Penal, son autoridades y cuan- 
do se producen ataques a los bienes jurídicos 
de su honor, por ejemplo, a través de los deli- 
tos de calumnia o de injuria o se atenta contra 
ellos, esos bienes jurídicos ya  están suficiente- 
mente protegidos en los correspondientes deli- 
tos de desacato y de atentado. 

Entiendo, por consiguiente, que por el hecho 
de estar destinados en las Salas de un Tribunal 
Superior de Justicia no hay ninguna razón que 
justifique esa sobreprotección. Piensen, ade- 
más, S S . S S .  una cosa, y que si se diese este 
paso -y sinceramente me gustaría convencer- 
les de que no lo dieran- se iba a producir una 
situación que se puede calificar de agravio 
comparativo. 

Saben ustedes que en la organización judi- 
cial española existe un Tribunal, que es la Au- 
diencia Nacional. Supongo que la próxima se- 
mana tendremos un debate en relación con 
una enmienda a la totalidad presentada a un 
proyecto de Ley que mantiene la Audiencia 
Nacional, pero existe en la actualidad esa Au- 
diencia Nacinal, repito, y si bien no tiene una 
relación jerárquica respecto a las Audiencias 
Territoriales y de los Tribunales Superiores de 
Justicia, sin embargo sí tiene una superior 
competencia territorial. Pues bien, ninguna en- 
mienda ha entendido procedente hacer refe- 
rencia o arbitrar una sobreprotección para los 
Magistrados que están destinados en la Au- 
diencia Nacional; esto sería, señorías, crear in- 
necesariamente un agravio comparativo. 

Tiene razón el señor Trías de Bes cuando 
nos leía la exposición de motivos. Habrá que 
corregir dicha exposición de motivos porque 
hace referencia a la necesidd de dar una sobre- 
protección a la que yo ahora me estoy opo- 
niendo. Por consiguiente, lo que habrá que ha- 
c e  es no introducir la modificacidn en el Códi- 
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go Penal que S . S .  propone en su enmienda, 
sino rectificar la exposición de motivos. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, se- 

El señor Trías de Bes tiene la palabra. 
ñor Ministro. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Muchas 
gracias, señor Presidente. Me lo temía, señor 
Ministro; me temía que iba a proponer precisa- 
mente la supresión de ese párrafo de la exposi- 
ci6n de motivos, pero no es este el sentido de 
mi intervención. 

Le agradezco, señor Ministro, que nos haya 
adelantado lo que será la concepción política 
introducida en el nuevo proyecto de Ley Orgá- 
nica del Poder Judicial, puesto que desconocía- 
mos cuáles iban a ser los principios que van a 
regir esa Ley Orgánica todavía no presentada'a 
la Cámara. Por tanto, repito, agradecidos de sa- 
ber cuál es la intención del Ministerio y cuál es 
la intención política del contenido de lo que 
van a ser esos Tribunales Superiores de Justi- 
cia, que, efectivamente, forman parte del Po- 
der Judicial y por ello no son órganos específi- 
cos de las Comunidades Autónomas. 

Pero yo distinguiria, señor Ministro, que 
ocurre lo mismo con el Tribunal Supremo, es 
decir, la extensión de la protección se produce 
a los Magistrados del Tribunal Supremo, que 
también son Magistrados, y en este caso con 
una territorialidad mayor, siendo objeto de 
protección en este Código Penal. 

No quiero extenderme más. Ahora sé cuál es 
la finalidad del proyecto de Ley Orgánica del 
Poder Judicial, es decir, que los Tribunales Su- 
periores de Justicia sean, en definitiva, lo que 
son hoy día las actuales Audiencias Territoria- 
les, con una simple Sala de Recursos para 
aquellos asuntos que terminen en casación o 
en la segunda instancia en la Comunidad Autó- 
noma. Muchas gracias, señor Ministro. 

El señor PRESIDENTE Tiene la palabra el 
señor Ministro de Justicia. 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA (Ledesma 
Bartret): Brevísimamente. Una simple matiza- 
ción. Seiíoría, los Magistrados del Tribunal Su- 
premo no son Magistrados; son Magistrados 
del Tribunal Supremo. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Mi- 

El señor Sotillo tiene la palabra. 
nistro. 

El señor SOTILLO MARTI: Quisiera replicar 
al enmendante del Grupo Popular, señor Ruiz 
Gallardón, porque creo que el otro tema ha 
sido suficientemente debatido. 
Yo no he querido hacer un juego de pala- 

bras, al que usted está tan habituado. No debe 
decirse que es impresentable porque ha sido 
presentada. 

Usted sabe muy bien que cuando me he refe- 
rido a impresentable he querido decir que no 
debería haber sido presentada, y que, sin em- 
bargo, lo ha sido. Ese es el sentido de mi inter- 
vención. 

Creo que usted ha dicho una frase que es im- 
portante retener y que me confirma en mi voto 
en contra. Usted dice que es preciso proteger 
bienes jurídicos que son atacados. Y añade: 
pero unos son más atacados que otros, y son 
más protegibles unos que otros. Y ese es, preci- 
samente, el fondo de la cuestión. Nosotros 
creemos que en el texto que proponemos los 
máximos órganos políticos de las Comunida- 
des Autónomas no deben ser menos protegi- 
dos, porque constitucionalmente en el Estado 
de las Autonomías deben ser protegidos en el 
mismo nivel que órganos constitucionales 
mencionados en la propia Constitución. Eso es 
un poco lo que yo he querido decirle y en lo 
que estoy en desacuerdo, no es ya sólo en el te- 
nor literal de la enmienda, sino en el fondo de 
la cuestión. 

Creo que partimos en este punto de posicio- 
nes un poco distintas, y me permitirá que me 
oponga a la enmienda, insistiendo en las afir- 
maciones que he dicho durante el debate. 

El seiior PRESIDENTE Gracias, señor Soti- 

Terminado el debate, vamos a proceder a la 

En primer lugar, la enmienda número 27, del 

Comienza la votación. (Pausa.) 

110. 

votación del artículo 16 1. 

Grupo Parlamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 242; a favor, 66; en contra, 
169; abstenciones, siete. 
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El señor PRESIDENTE Queda, por consi- 
guiente, desestimada la enmienda número 27, 
del Grupo Parlamentario Popular. 

La enmienda número 226, del Grupo Parla- 
mentario Mixto, ha sido retirada. 

Vamos a votar la número 277, del Grupo Par- 
lamentario de la Minoría Catalana. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 242; a favor, 32; en contra, 
204; abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por tanto, 
desestimada la enmienda número 277, del Gru- 
po Parlamentario de la Minoría Catalana. 

El señor MARTIN TOVAL: Dado el tenor de 
la votación que da el marcador, el Grupo So- 
cialista tiene interés en poner el marcador a 
cero, para la siguiente votación. 

El señor PRESIDENTE: Póngase el marca- 
d o r a  cero. Saquen las llaves, por favor. (Pausa.) 

Vamos a ver cuál es el número del escaño en 
que está colocada la llave. (Pausa.) Es el escaño 
280. 

Vamos a votar la enmienda 319, de adición 
parcial, del Grupo Vasco, que, aunque falta el 
texto concreto de la pretensión, trata de in- 
cluir la protección del Defensor del Pueblo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 200; a favor, 12; en contra, 
188. 

El señor PRESIDENTE Queda, por consi- 
guiente, desestimada la enmienda 319, del Gru- 
po Parlamentario Vasco. 

Vamos a someter a votación la enmienda 
336, del Grupo Parlamentario Mixto. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 202; a favor, 13; en contra, 
186; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE Queda, por consi- 
guiente, desestimada la enmienda 336, del Gru- 
po Parlamentario Mixto. 

El artículo 162, no incluido en la reforma, 
tiene, sin embargo, una enmienda ya defendi- 
da, la número 28, del Grupo Parlamentario Po- 
pular, que pretende la sustitución parcial del 
actual texto. 

Vamos a proceder a la votación de la en- 
mienda 28, del Grupo Parlamentario Popular. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 201; a favor, 38; en contra, 
158; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 
guiente, desestimada la enmienda número 28, 
del Grupo Parlamentario Popular. 

El señor VIZCAYA RETANA: Pido la palabra. 

El señor PRESIDENTE Tiene la palabra el 
señor Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Para una cues- 
tión de orden, señor Presidente, porque la en- 
mienda número 28 se refiere a un supuesto ar- 
tículo 162, a incluir en la reforma; pero todavía 
no habíamos votado el artículo 161, porque he- 
mos votado la enmienda ... 

El señor PRESIDENTE: Tiene toda la razón 
el señor Vizcaya. Damos un pequeño salto ha- 
cia atrás y vamos a votar el artículo 161. 

Se somete a votación el artículo 161.1, de 
acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 203; a favor, 159; en contra, 
37; abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE Queda, por consi- 
guiente, aprobado el número 1, del artículo 
161, de acuerdo con el dictamen de la Comi- 
sión. 

El proyecto de Ley introduce un artículo 165 
nuevo, y hay una enmienda, la número 126, del 
Grupo Parlamentario Centrista, de supresión. 

¿!Se mantiene? 

El señor GARCIA AGUDIN Se retira. 
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El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Gar- 

¿Igualmente la 127? 
cía Agudín. 

El señor GARCIA AGUDIN: También, señor 
Presidente. 

El señor PRESIDENTE Queda, por consi- 
guiente, la enmienda número 228, del Grupo 
Parlamentario Mixto, del señor Pérez Royo, de 
sustitución parcial del párrafo 1.0 ¿La mantie- 
ne el señor Pérez Royo? 

El señor PEREZ ROYO: Se mantiene, señor 
Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Para su defensa, tie- 
ne la palabra el señor Pérez Royo. 

El señor PEREZ ROYO: Se trata del tema de 
la protección penal del derecho a no ser discri- 
minado por razón de sexo, situación familiar, 
raza, etnia, etcétera. ¿En qué términos configu- 
ra el proyecto esta protección? En los siguien- 
tes: «Incurrirá en la pena de arresto mayor y 
multa de treinta mil a trescientas mil pesetas 
el particular encargado de un servicio público 
que, por razón del origen, sexo, situación fami- 
liar o pertenencia o no pertenencia a una etnia, 
raza, religión, grupo político o sindicato, de 
una persona, le denegare una prestación a la 
que tuviere derecho D. 

La enmienda que nosotros proponemos con- 
siste simplemente en sustituir la expresión 
«particular encargado de un servicio público 
que, por uel que*. 

Entendemos que el Derecho no determina- 
do, sancionado en la propia Constitución, es de 
tal naturaleza que su protección penal no debe 
quedar limitada al ámbito del servicio público, 
del encargado del servicio público, sino que 
debe extenderse a todo el ámbito de la vida so- 
cial, a cualquier ámbito de la vida social en el 
que se produzcan conductas de discrimina- 
ción, sean estas conductas en el ámbito de un 
servicio público o de una actividad privada, 
pública o semipública. En cualquier ámbito en 
el cual se produzca una discriminación de esta 
naturaleza, entendemos debe extenderse la 
protección penal y, en consecuencia, debe con- 
figurarse como una actividad delictiva. 

Baste pensar, por ejemplo, en el caso más 
claro, en el caso de una escuela privada en la 
cual se denegara el ingreso a una persona por 
razón de su raza, de raza gitana, por no poner 
un caso muy extraño, o por otras razones de 
las indicadas en el texto. 

Ya se que se me puede decir que la enseñan- 
za es, en cualquier caso, un servicio público, 
pero qué duda cabe que se podrían plantear 
problemas a la hora de la aplicación del pre- 
cepto en orden a determinar si la enseñanza 
que se presta en empresas privadas es o no un 
servicio público. Pueden ponerse otros ejem- 
plos; se puede poner el caso del ingreso en un 
club recreativo, que evidentemente no es un 
servicio público en el cual se denegara el ingre- 
so, por parte de la Junta Directiva, al mismo 
caso anterior, a personas de raza gitana o de al- 
gún grupo social o religioso determinado. 

Entendemos, francamente, que la coheren- 
cia, en este caso, con los principios constitucio- 
nales, exige que la protección sea, no sólo una 
protección estricta, yo diría casi raquítica, que 
configura el proyecto, sino la que proponemos 
nosotros. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias, se- 

Tiene la palabra el seiíor Sotillo. 
ñor Pérez Royo. 

El señor SOTILLO MARTI: El tema que plan- 
tea el señor Pérez Royo está ya introducido en 
el Código en otro sitio, cuando se habla del 
principio de la no discriminación. Recuerde el 
señor Pérez Royo, que estuvo en la Comisión, 
que introdujimos algunas modificación en re- 
lación con el artículo 137 bis, donde está con- 
templada la problemática planteada por él. 

El precepto trata de señalar aquí un caso 
muy concreto, que es el del encargado de un 
servicio público, que no  es funcionario. No es 
ese el tipo que pretendemos regular, porque 
está también en otro sitio del Código Penal, 
sino el concesionario de un servicio público 
que no es funcionario y no es un particular. 
Cualquier persona debe tener una tipificación 
especial en el Código Penal en función del ser- 
vicio público que está ofreciendo como conce- 
sionario a la sociedad. 

Si leemos el Código Penal, en su conjunto, 
nos encontramos con una protección de los 
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ciudadanos que ven lesionados sus derechos 
fundamentales a través de otros particulares o 
personas y se ven discriminados, como dicen 
los Convenios de las Naciones Unidas, por ra- 
zón de raza, sexo, religión, etcétera. 

Hay otro tipo de protección, cuando el agen- 
te es un funcionario público, pues puede tener 
mayor gravedad por razón de su propia fun- 
ción. Y otra especificación, cuando se trata del 
encargado de un servicio público. 

Creo que la preocupación, que compartimos, 
del señor Pérez Royo tiene un cauce y está ex- 
plicada a lo largo de las reformas que se han 
ido introduciendo, incluyendo los Convenios 
de la Organización de las Naciones Unidas, ra- 
tificados por España en otros preceptos del 
Código. 

El señor PRESIDENTE: Gracias señor Soti- 
110. 

Vamos a proceder a votar, por consiguiente, 
la única enmienda que se mantiene viva a este 
artículo 165 nuevo, que es la 228, del Grupo 
Parlamentario Mixto. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 205; a favor, 10; en contra, 
190; abastenciones, cuatro; nulos, uno. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 

guiente, desestimada la enmienda número 228, 
del Grupo Parlamentario Mixto. 

Vamos a votar ahora el artículo 165 nuevo, 
de acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: Votos emitidos, 207; a favor, 194; en contra, 
nueve; abstenciones, dos; nulos, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda, por consi- 
guiente, aprobado el artículo 165 nuevo, de 
acuerdo con el dictamen de la Comisión. 

Señorías, la aprobación del artículo 165 su- 
pone que el actual artículo 165 pasa a conver- 
tirse en artículo 165 bis, y que en el artículo 
165 bis, a), se mantiene como está. 

No es necesario proceder a la votación de es- 
tas modificaciones, que son puramente siste- 
máticas. Los servicios de la Cámara se digna- 
rán tomar nota para la numeración correlativa 
del proyecto. 

La Presidencia fija la votación de totalidad 
de este proyecto de Ley para el próximo miér- 
coles, a partir de las siete y media de la tarde. 

Se suspende la sesión hasta el próximo mar- 
tes a las cuatro y media. 

Eran las ocho y cuarenta y cinco minutos de la 
noche. 
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